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    Introducción


    El cuarto gobierno kirchnerista está llegando a su fin en la Argentina. De algún modo, siempre hubo una causa que contribuyó a que esta corriente nefasta del peronismo accediera una y otra vez al poder durante los últimos veinte años. Y a muchos nos asombra y nos llena de vergüenza precisamente el hecho de que ese conjunto abyecto de funcionarios, esa oligarquía cínica y corrupta haya conseguido salirse tantas veces con la suya. Pero esa fue la realidad y ahora únicamente nos queda la tarea de impedir que vuelvan y la de reconstruir la nación desde las ruinas que ellos nos dejan. Si fracasamos en el intento, no solo podrán regresar con más fuerza, sino que cumplirán su sueño de establecer una dictadura al estilo venezolano o nicaragüense. Por eso es necesario que el pueblo entienda la necesidad de realizar un esfuerzo importante; uno más, con la diferencia de que en esta oportunidad el sacrificio será fructífero y no inútil, como el que el populismo le impuso hasta el momento.


    La situación caótica que, armada por un conjunto de corporaciones, precipitó la caída del gobierno de la Alianza y que se acentuó después de la renuncia de Fernando de la Rúa; el alza inusual de los precios de los cereales que posibilitó que el parasitismo militante esquilmara al campo en beneficio de su permanencia; el resentimiento que el matrimonio gobernante supo sembrar en amplias capas de la sociedad bajo la dirección y la tutela del pensador posmarxista Ernesto Laclau; todo eso sumado al engaño de la moderación con el experimento después fallido de Alberto Fernández, fueron las principales causas de una nefasta hegemonía que hoy nos parece eterna, no solo a quienes siempre la repudiamos, sino incluso a un número significativo de sus antiguos votantes.


    Esta vez, el populismo demagógico se queda sin dinero, pero está haciendo y hará todo lo posible para dejar un incendio a las puertas de su sucesión. De ahí la importancia de la persistencia y del coraje de quien deba conducir los destinos del país en adelante.


    Se pide con insistencia a la oposición planes de gobierno y, como aquí se muestra, los tenemos. Pero una vez más, sin la determinación y el valor necesario para llevarlos a cabo, el mejor proyecto puede convertirse en papel mojado o, peor, papel quemado por el fuego de los desmanes con los que los sectores privilegiados de una larga tradición corporativa pretenderán conservar el statu quo y derrocar a quienes estén al frente de la conducción del Estado.


    Nadie sabe en qué situación estará el país al final de este último mandato kirchnerista, por lo que no serán pocas las cosas a corregir sobre la marcha; pero, como lo señala el escritor Umberto Eco, es mejor tener un itinerario e introducirle correcciones que no tenerlo. Sin embargo, quiero avisar al lector que no es este un libro técnico que describa de manera pormenorizada las medidas de un programa de gobierno. Por cierto, si bien tengo ese programa en mis manos, resultado de un fructífero intercambio llevado a cabo durante años con mis equipos de especialistas, la inclusión de un texto de ese tipo, con estadísticas, gráficos y hasta proyectos de leyes y decretos, resultaría abrumadora e inadecuada para el estilo de esta obra.


    Si este fuera un programa de gobierno, tendría que haber abarcado todas y cada una de las áreas de la Administración Pública. Lejos de eso, lo que he buscado es la exposición de un estilo propio de resolución de los problemas que, debido a su urgencia y gravedad, deben encararse en las primeras veinticuatro horas de un nuevo gobierno. No todos podrán solucionarse dentro de ese brevísimo término, pero sin duda la puesta en marcha de las reformas tiene que impulsarse desde el primer día.


    Mis constantes visitas a pueblos y ciudades del interior del país y del Gran Buenos Aires y mis conversaciones, en cada lugar, con los ciudadanos que trabajan en las más diversas actividades me han permitido describir aquí esos problemas mediante la narración de anécdotas, hechos reales y soluciones específicas, alejadas del palabrerío abstracto que a nada conduce. Sobre todo, creo haber demostrado, a lo largo de este desarrollo, la importancia medular del coraje y la determinación para las profundas reformas que hay que llevar a cabo en esta etapa, en la que resulta imprescindible desarmar la burocracia y las mafias que desde hace décadas frenan el progreso de la Argentina. Así lo comprobé una vez más durante el período en el que estuve al frente del Ministerio de Seguridad de la Nación, entre 2015 y 2019, cuando encerré a las peores organizaciones criminales y desenmascaré a los grandes mentirosos de la política.


    Al mismo tiempo, la fuerza del cambio debe ser compatible con un gobierno republicano, libre, abierto al mundo, productivo, educado, con una valoración especial de la cultura, del esfuerzo individual y colectivo y, fundamentalmente, que busque el bienestar del conjunto.


    Espero que el lector disfrute de este libro con la misma satisfacción que sentí cada vez que pude comprobar que la tenacidad y la fortaleza dan sus frutos en beneficio de todos.


    PATRICIA BULLRICH


    






    1 
 Un día después del caos


    El retorno de los déspotas


    El caos es la peor situación que puede sobrevenir a una nación. Y tal vez el término “sobrevenir” no sea siempre el correcto, porque indicaría que se trata de algo que llega desde arriba, que se presenta inesperadamente, por lo general como un producto de la fatalidad o hasta de pasiones que se van descontrolando. Tal es el caso de una tragedia natural, como el huracán Mitch sobre Honduras y Nicaragua, en 1998; el terremoto en Haití, en 2010, que dejó alrededor de 200.000 muertos, o aun una guerra, como la que estalló tras la invasión de Rusia a Ucrania y que destruyó ciudades enteras. Pero en numerosas ocasiones el caos es el resultado de decisiones deliberadas; generalmente de un gobierno, al menos en forma directa, pues son precisamente los gobiernos los que ejercen un poder capaz de alcanzar a un pueblo entero y aun a generaciones futuras.


    Cuando se trata de un gobierno elegido en un sistema democrático, uno podría también remontarse en la búsqueda de responsabilidades hacia el voto que lo llevó al poder, como una causa mediata de la devastación de un país por los funcionarios. Pero ese es, a pesar de todo, el precio de la libertad de elegir, un bien irrenunciable y de inestimable valor, cuando esa libertad es verdadera y no producto de un fraude. Vale, al respecto, la famosa sentencia de Winston Churchill en su discurso a la Cámara de los Comunes, el 11 de noviembre de 1947: “La democracia es el peor sistema de gobierno, con excepción de todos los demás”.


    En algunos casos, debo confesar que me cuesta comprender el voto contumaz. Hugo Chávez fue elegido presidente de Venezuela en 1998, a pesar de haber encabezado un fallido golpe de Estado contra el presidente Carlos Andrés Pérez, en 1992, una acción que rompía una inquebrantable tradición democrática que hasta entonces existía en su país. Fue reelegido una y otra vez y modificó la Constitución para permanecer en el poder, como logró hacerlo hasta su muerte, cuando lo sucedió Nicolás Maduro, quien ejerció un despotismo más severo que el de su antecesor, con una férrea limitación de libertades fundamentales de los ciudadanos, una represión sanguinaria y brutal y la destrucción económica de un país que posee una de las grandes reservas de petróleo del mundo.


    Estos análisis nos hacen entender que el cuidado de la democracia, sus instituciones, su comprensión como una forma de vida, al decir de Tocqueville, no es un tema menor. Una democracia sin fisuras y un capitalismo de reglas parejas —en el que el juego de cartas marcadas, que siempre anticipa quién será el ganador, no tenga hendijas para penetrar— son la mejor situación para evitar la instalación de regímenes autoritarios, que ingresan en el poder prometiendo democracia y libertad y construyen lo opuesto.


    En la Argentina, los Kirchner se las ingeniaron recurrentemente para aparecer distintos a lo que ellos mismos mostraron en cada oportunidad que estuvieron en el gobierno: en 2003 con Néstor Kirchner; en 2007 y 2011 con Cristina Fernández, su esposa y después su viuda, y en 2019 con Alberto Fernández, apenas una máscara de su vicepresidente, Cristina Fernández de Kirchner. Ella fue quien ejerció verdaderamente el poder, a contramano de la promesa del candidato de “volver para ser mejores” y del compromiso de moderación del que ambos se burlaron desde el primer instante en que pisaron sus despachos. Siempre fueron autoritarios, desde la gobernación de Néstor Kirchner en la provincia de Santa Cruz, antes de su presidencia; pero en forma previa a cada elección se cuidaron de mostrar una imagen levemente suavizada. Les bastó con eso. Ninguna moderación podía tapar, sin embargo, el saqueo con el que vaciaron las riquezas de un país como la Argentina, una expoliación que concluyó en una inflación espeluznante, el agotamiento de todas las reservas del Banco Central y un nivel de pobreza inexplicable en una de las naciones con mayor potencial alimentario en el mundo. Uno solo de sus testaferros acumuló tierras por una superficie veinte veces mayor a la de la ciudad de Buenos Aires, mientras los empresarios verdaderos, los creativos, los que se arriesgaron con inversiones y generaron empleo, fueron expulsados hacia países vecinos por las condiciones económicas y fiscales incumplibles que el gobierno les impuso. Es claro dónde fue la riqueza de Argentina: a la creación de una sociedad de dependientes. El Estado, es decir la burocracia, creció 95% durante los tres anteriores mandatos kirchneristas. Ese feudalismo del siglo XXI implicó cada vez menos producción y trabajo genuino, más impuestos y menos empresas. Cuesta incluso imaginar el buen porvenir que tendríamos si el dinero robado o malgastado se hubiera empleado en infraestructura, crédito, conectividad y fomento a las exportaciones.


    El populismo se ha encargado de construir una ruptura social, un enfrentamiento de clases, una especie de marxismo de baja intensidad que destruye la riqueza y genera la ilusión de un reparto de la poca que queda.


    Hay algo en América latina que provoca el retorno de regímenes expoliadores una y otra vez. Cuando llegan, viven de las riquezas que se produjeron durante las administraciones responsables, que por ese mismo motivo no las dilapidan. Los saqueadores, en cambio, se apropian en buena medida de esas riquezas mediante la corrupción y la fórmula del capitalismo de amigos; es decir, la creación de un sistema de empresas “del poder” que destruyen el capitalismo productivo y competitivo cuya vara es la ley igual para todos. Al mismo tiempo, procuran distribuir migajas a uno y otro lado, de manera de parecer generosos con el pueblo.


    El modelo populista intenta construir un pensamiento hegemónico sobre la idea de que el único sustento de la gobernabilidad está en las formas antiliberales, no institucionales y por fuera de la ley. La convicción que sus impulsores intentan instalar consiste en que solo con su modelo de poder es posible gobernar. Cuando los pueblos declinan su energía para confrontar ese sistema, crece la ilusión del populismo como solución siempre a mano. Así es como esos gobiernos buscan bajar las barreras de lo tolerable, paso a paso, hasta que la idea de lo inevitable se hace carne en el pueblo.


    Si en determinado momento esos regímenes incurren en excesos intolerables y los habitantes terminan sufriendo las condiciones económicas y de inseguridad en un grado mayor al esperado, puede suceder que pierdan una elección. Llegada esa situación, la nación tal vez tenga la suerte de recibir, otra vez, a un gobierno responsable. Entonces los nuevos funcionarios tratarán de equilibrar las cuentas y poner en orden la casa, en vez de distribuir lo que no les pertenece. Cuando en ese camino los sorprende el fin de su mandato antes de llegar a mostrar los buenos resultados de una economía sana, los más damnificados vuelven a recordar las migajas que caían de la mesa de los corruptos y pretenden “el regreso a Egipto”, a la esclavitud del faraón.


    La decisión de combatir lo inadmisible es, quizás, en el campo de la lucha cultural, el mayor desafío que tenemos por delante. La conciencia ha comenzado a mostrar un límite, pero ahora hay que convertir esa frontera en un sano inconformismo, en la determinación a no resignarse con la simple aspiración a no caer más bajo cuando en realidad se demanda la fuerza de un cambio valiente, potente y masivo.


    La lección del caos


    ¿En qué momento se interrumpe ese triste ciclo? En el instante en que estalla el caos, cuando los efectos del latrocinio, la decadencia y el empobrecimiento general del país se van de las manos de los saqueadores y no quedan siquiera las migajas con las que en el pasado hacían demagogia. Entonces cunde el descontento y los pueblos padecen un sacrificio tan cruel que llegan a comprender el valor de la libertad y del orden y están mejor dispuestos a soportar algunos esfuerzos a condición de que se ponga fin a la anarquía, la más intolerable de todas las situaciones sociales. Es en tales condiciones cuando resulta viable que los “Churchill” del momento puedan volver a pedir, si bien no ya “sangre, sudor y lágrimas”, como lo hizo el líder británico en la guerra, al menos sudor, sin recibir catorce toneladas de piedras por declarar la verdad sobre el estado de la nación.


    Esa es, tal vez, una “ventaja” del caos: los beneficios de la lección aprendida después de haber reprobado ante sí mismo los exámenes. Pero hay otras: la posibilidad de efectuar cambios de raíz, quemar las naves de la apropiación del Estado para que el populismo no retorne y así poder realizar modificaciones profundas en la Administración Pública y en el mundo de las reglas intrincadas que impiden el progreso de las personas. En esas circunstancias, algunas de esas mejoras serán inmediatamente visibles y otras incluso capaces de cambiar la vida y el estado de ánimo de la población de un día para el otro. Y eso sucederá porque las fuerzas de la expoliación estarán demasiado debilitadas y demasiado desprestigiadas como para reaccionar contra las reformas.


    La convicción es el carácter del cambio. Un cambio sin convicción alienta al populismo a esperar otro turno para sí. Uno con convicción puede vencerlo y construir un sistema de alternancia, no ya con aquellos que destruyen las bases de la República, sino con actores democráticos para quienes la capacidad de buscar acuerdos se funde en valores compartidos. Para ello, el populismo debe desaparecer como elemento de la alternancia política. Es un “nunca más” al retroceso, al estancamiento y a la apropiación de la Argentina por una casta de privilegiados.


    Tal vez, el ejemplo más claro, por resultar extremo, sea el de la Alemania de posguerra, arrasada a causa de sus propios horrores y, sobre todo, por haber generado los momentos más crueles, despóticos, inhumanos e incalificables de la Historia. Humillada por la derrota y la vergüenza a consecuencia del régimen que soportó, destruidas sus ciudades por el fragor de la guerra, avasallada por el avance de las tropas rusas y sus excesos en las ciudades, partido al medio su territorio, aniquilada su capacidad industrial, la nación parecía no tener destino. Fue entonces cuando un líder como Konrad Adenauer, a partir de 1949, precisamente el año de la división del país, se puso Alemania Occidental al hombro, la recorrió ciudad por ciudad, levantó el ánimo de los líderes locales, restableció las buenas relaciones con Francia, Inglaterra y los Estados Unidos y sentó los fundamentos de lo que hoy es la Unión Europea. El resultado de aquel esfuerzo fue el resurgimiento de un país que en nuestros días es la mayor potencia industrial de Europa, que derribó el muro que lo dividía y que, para 1990, su mitad sana fue capaz de acoger fraternalmente, con ingenio y generosidad, a su mitad sofocada por la dictadura comunista y brindarle el mismo bienestar del que ya gozaban sus hermanos de Alemania Occidental.


    Los países de América latina y, entre ellos, la Argentina, tienen la capacidad de llevar a cabo un cambio comparable al alemán, si realmente sus ciudadanos llegaran a entender las consecuencias de los gobiernos con vocación totalitaria y entonces desterraran para siempre de sus ideales las falsas promesas que los demagogos levantan.


    Con el esfuerzo de todos y el liderazgo de un nuevo gobierno, dispuesto a encarar con coraje las reformas que habían sido una y otra vez bloqueadas, es posible que de un día para el otro una nación vea la luz de una esperanza fundada y no de ilusiones simplemente motivadas por el deseo.


    Algunas de esas reformas serán incluso capaces de provocar un impacto real desde el primer momento, bien sea porque su implementación puede llevarse a cabo instantáneamente o porque el mero hecho de ponerlas en marcha significará ya una señal clara para las fuerzas productivas locales o de inversores extranjeros que quieran asociarse a un cambio que se presentará indefectible. Solo en ese clima los habitantes más favorecidos por la liberación de sus energías creativas serán capaces de tender una mano a las víctimas de la prédica demagógica y asociarlas beneficiosamente a su suerte, mediante el trabajo, como Alemania Occidental lo hizo con sus hermanos hasta entonces dominados, aplastados y empobrecidos por el comunismo.


    Por cierto, esos cambios deben estar planeados de antemano hasta el detalle, porque resulta imprescindible lanzarlos en las primeras veinticuatro horas, antes de que el pueblo, escéptico después de una interminable serie de engaños padecidos, pierda las pocas o muchas esperanzas que todo comienzo genera en mayor o menor medida.


    La tecnología hoy facilita esas transformaciones al disminuir la discrecionalidad arbitraria de los funcionarios, devolver el poder que nunca debió haber sido arrebatado a los individuos y desarmar de tal modo las estructuras que traban la producción y el comercio, como para que nunca más esos motores del retroceso puedan volver a ser puestos en marcha.


    La eliminación de cargas impositivas y laborales, la simplificación de los sistemas administrativos, la seguridad y el orden como demostración más visible de la vigencia del Estado de derecho y la transparencia en las compras del Estado son apenas algunas de las nuevas medidas.


    Los ejemplos de la realidad que hoy padecen todos aquellos que quieren emprender un pequeño o gran negocio que abra nuevas fuentes de trabajo son muchos más que los que cada uno es capaz de observar desde su propio sufrimiento. Tantos, que ni siquiera pueden ser abarcados en un libro. Sin embargo, algunos ejemplos bastarán para que se advierta hasta qué punto se traba artificialmente el crecimiento y cómo es posible liberar las energías creativas cuando realmente existe la convicción de hacerlo y el coraje para enfrentarse a quienes busquen impedir la transformación. Ellos, al fin y al cabo, un día después del caos estarán más debilitados que nunca.


    






    2 
 Basta de trámites


    Un barril sin fondo


    Fernando es un médico que, en 2016, se decidió a cursar una maestría en la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires, donde él se había graduado varios años antes. Mientras cursaba, ya tenía su idea respecto de la tesis que iba a presentar, pero en 2018 tuvo que impulsar la apertura de un expediente para que le aprobaran su proyecto. Una vez que su propuesta tuviera luz verde, había que abrir otro expediente con la tesis ya escrita y desarrollada y pedir la formación de un jurado a fin de defenderla ante un tribunal de especialistas. Solo en 2021 le avisaron que el jurado ya había sido nombrado. Sin embargo, cuando Fernando averiguó por los nombres de los integrantes del tribunal, supo que ellos no estaban al tanto de su designación. No tuvo más novedades y, en 2022, comenzó a llamar a la universidad, decidido a emplear su propio y valioso tiempo en la frustración de marcar y quedar esperando minutos y horas en la línea. Finalmente le avisaron que el jurado se reuniría para escuchar la defensa de su tesis en mayo de 2022, algo que efectivamente sucedió y Fernando aprobó la maestría. Comenzó entonces a averiguar por su título de posgrado, a lo cual le contestaron que lo habían enviado al Consejo Directivo para que lo validaran. En agosto preguntó a la Dirección de Maestría qué había sucedido. Le entregaron entonces un acta con la resolución del consejo que validaba el diploma. La resolución llevaba fecha de mayo, pero nadie le había avisado. Así y todo, Fernando estaba contento, en la suposición de que ese era el trámite final; pero no fue así. Le notificaron sobre una serie de instrumentos que debía enviar a la Dirección de Títulos, tales como una copia de su documento de identidad y el título de grado.


    Estos nuevos requerimientos ya eran bastante asombrosos. Se supone que la facultad, que era la misma donde Fernando se graduó, tenía su título y, por cierto, cuando lo admitieron para la maestría, debieron revisar su identidad y verificar que el aspirante fuera un graduado. ¿Cómo lo iban a admitir para cursar un posgrado sin verificar si tenía título de grado? De cualquier modo, Fernando envió todo por correo electrónico a la Dirección de Títulos, pero nunca le respondieron. Nuevamente, las llamadas de teléfono, hasta que alguien atendió al otro lado de la línea y le informó que, para seguir el trámite, él debía llevar los expedientes por los cuales había tramitado su propuesta de tesis y el pedido de constitución del jurado. Esto ya resultaba descabellado. ¿Para qué querían un expediente con la propuesta de tesis y otro con el pedido de constitución del jurado, si el jurado ya había aprobado la tesis y eso constaba en las actas de la universidad? Además, como los expedientes eran anteriores a la informatización, debían pedirlos al archivo y digitalizarlos. Solo entonces comenzaría la supuesta última etapa del trámite del título o, al menos, así lo creía Fernando. Cuando había completado las insólitas exigencias de la universidad, el mago de la burocracia sacó un nuevo conejo de la galera.


    Tal como lo esperaba, Fernando obtuvo la resolución administrativa que ordenaba otorgarle el título, pero alguien —de los que nunca faltan— advirtió que su nombre figuraba únicamente en los “considerandos” de la decisión, pero no en su parte resolutiva. Tras los argumentos que lo mencionaban con su nombre y apellido, la disposición expresaba: “Por tanto, se le otorga el título…”, en lugar de figurar algo como: “Por tanto, se otorga a Fernando… el título…”.


    Al cierre de esta edición, Fernando seguía intentando cruzar los interminables diques de la burocracia. Hay miles de personas esperando el fin de trámites inútiles en la Argentina.


    Federico es un jubilado de 77 años. Su mujer, Estela, tiene la misma edad y ambos cobran el haber mínimo después de más de cuarenta años de trabajo. Por tanto, él inició las gestiones para un subsidio que otorga el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires para jubilados que estén en esa situación y alquilen un inmueble para su vivienda. Cuando al cabo de diez días acudió a las oficinas a consultar sobre su expediente, la empleada que lo atendió puso cara de asombro mientras miraba el monitor y enseguida llamó a la supervisora. Ambas dialogaron unos segundos en voz baja y Federico quiso saber qué problema había.


    —¿Su mujer está muerta? —preguntó la chica con expresión de incredulidad.


    —No; si no pasó nada en esta media hora, acabo de dejarla bien en casa —respondió Federico con una mezcla de fastidio e ironía.


    —Bueno; acá en el sistema figura que falleció —insistió la administrativa.


    El diálogo sobre la absurda noticia continuó durante unos minutos, al cabo de los cuales le sugirieron a Federico presentarse en el Registro Nacional de las Personas a fin de verificar cómo figuraba allí su esposa.


    Federico no perdió tiempo y, desde ahí mismo, se encaminó hacia el Renaper, donde lo atendió un funcionario que escuchó atentamente la explicación.


    El empleado del registro consultó su propia computadora, donde Estela figuraba viva.


    —Bueno —indicó entonces—; tiene que iniciar un expediente que va a Asuntos Legales y pagar un sellado de 1600 pesos, para que los abogados dictaminen que hay un error. Y usted, con la resolución del Renaper, puede hacer corregir la falla donde quiera que esté.


    —Yo no voy a pagar nada —le respondió Federico—; el error es del Estado y no nuestro. Mi mujer está viva.


    Después de una breve discusión, el funcionario aceptó que Federico pagara solo una tasa de 300 pesos por el inicio del trámite, pero le informó que la resolución podía demorar alrededor de cuarenta días.


    Federico estaba cada vez más enojado. Con una demora de cuarenta días, su mujer no cobraría la próxima jubilación y, probablemente, tampoco la siguiente. El empleado del registro le confió que ya se habían presentado varios casos así en los últimos meses.


    Ya en su casa, Federico, junto con su esposa, ingresó en el portal de ANSES y ambos vieron que allí no había novedades. Estela seguía viva al menos para dos organismos estatales.


    Aparentemente, el error procedía del Registro Civil Electrónico.


    ¿Entonces la tecnología podría fallar? No hubiera fallado si todo hubiese estado interconectado en una red inalterable, una red organizada de forma tal que, si alguien cometiera un error, ese error fuera rechazado por el sistema, ya que chocaba con los datos de los demás registros.


    No volví a encontrarme con Federico para que me contara qué ocurrió finalmente con la jubilación de Estela.


    Romualdo se decidió, después de haber perdido una pierna a consecuencia de un accidente, a tramitar el certificado de discapacidad que otorga ANDIS, la Agencia Nacional de Discapacidad. Se trata de un beneficio que le da lugar al libre estacionamiento y a la posibilidad de no pagar la patente de su vehículo, algo adecuado a quienes tienen alguna dificultad de desplazamiento. Le costó averiguar cómo hacerlo, hasta que alguien le dijo que debía comenzar el trámite en el municipio que correspondiera a su domicilio y que, solo después de completar allí las gestiones, el expediente se elevaría a la Administración Nacional para que le expidieran el certificado, si así correspondiera.


    Romualdo, quien vivía solo, tuvo que acercarse, con todas las dificultades de movilidad que se le presentaban, a la municipalidad de Tigre, donde le entregaron un formulario para que llenara un médico. También era necesario adjuntar los estudios de imágenes que acreditaran su problema. Él no tenía médico de cabecera, de manera que pidió un turno en un hospital. Lo obtuvo para después de dos meses y, gracias al empeño del profesional que lo atendió, consiguió que ese mismo día le hicieran las radiografías de la zona del corte en su miembro inferior. De lo contrario, hubiese debido esperar otros dos meses para obtener un nuevo turno. Además, ni la fecha de firma del formulario ni los estudios radiológicos que debía presentar podían tener más de seis meses.


    El trámite no duró demasiado —para los parámetros a los que estamos acostumbrados— y, aproximadamente en noventa días más, Romualdo consiguió su certificado de discapacidad. ¡Un certificado con validez de cinco años! Al cabo de ese período, debería hacer el mismo recorrido. Eso sí le causó indignación. ¿Es que acaso le iba a crecer la pierna en esos cinco años? ¿Por qué lo sometían a un nuevo desgaste ante un problema irreversible?


    Al tiempo de esta descripción, ya no falta mucho para que Romualdo tenga que volver a acreditar, ante la burocracia, que le falta una pierna.


    Está claro que estos casos no son los únicos en su tipo. Así como se afecta a los particulares con la burocracia, también se perjudica —en mayor medida económica— la elaboración y venta de productos que generan empleo y producen divisas para el país.


    Nicolás es un joven de 28 años que soñaba con formar su propia bodega de vinos gourmet. En realidad, tenía 28 cuando inició los trámites destinados a cumplir ese anhelo. Se reunió con Benjamín, un amigo de su edad, y ambos juntaron sus ahorros, que resultaban suficientes, ya que ellos no preveían comprar inmuebles ni instalaciones, sino alquilarlos, al menos en los primeros tiempos. Lo primero que les aconsejaron hacer fue la constitución de una sociedad, tanto para formalizar la manera de distribuir gastos y ganancias como para proteger sus patrimonios personales. Así fue como comenzaron a leer las instrucciones en el portal web de la Inspección General de Justicia, el órgano nacional que se encarga de aprobar las sociedades en la ciudad de Buenos Aires. Esto les llamó la atención. ¿Por qué el gobierno nacional ejercía autoridad sobre las sociedades porteñas, mientras todas las provincias contaban con su propio órgano? Pero, después de todo, esto no era cosa de ellos y, al fin y al cabo, una sociedad en la capital del país tenía su valor agregado o, al menos, así les pareció.


    Ambos redactaron un estatuto, de acuerdo con el modelo que el mismo organismo aconsejaba, y lo firmaron frente a un escribano. Antes, tuvieron que reservar en la misma Inspección de Justicia el nombre de la sociedad, el cual voy a omitir aquí porque los gobiernos entramados de trámites suelen ejercer una sutil venganza capturando a los ciudadanos en su telaraña pegajosa e interminable. Se ilusionaron al encontrar en la web todos los requisitos que debían cumplir, ya que suponían que iban a completar y entregar la documentación de la misma manera. Pero no; enseguida advirtieron que el portal únicamente les ofrecía los modelos y los formularios para imprimir y presentar después en una oficina de ladrillos y cemento. Era como comprar un altímetro y usarlo como plomada, en la punta de una cuerda, para medir la altura de un cerro o de un rascacielos. Así fue como descargaron varios formularios que debían llenar y firmar. Pero eso no era todo, también debían agregar el dictamen de un abogado que asegurara que los socios eran personas capaces; es decir, que tuvieran edad suficiente para constituir una sociedad y no estuvieran privados de hacerlo por disposición de un juez que los hubiera declarado mentalmente insanos, por ejemplo. En todos los casos se trataba de datos que están en poder del propio gobierno que los requiere, lo mismo que el certificado de falta de antecedentes penales, que también debieron tramitar, previo pago de una tasa, eso sí, por medio de la web y con tarjeta de crédito. El abogado debió informar además en su dictamen si los socios eran personas físicas o se trataba de un contrato entre sociedades, cuál era la denominación de la firma y si se había cumplido con la reserva de nombre, el monto del capital de la empresa, el domicilio social y una gran cantidad de datos que surgían del propio estatuto que se estaba presentando y de los trámites realizados ante el mismo organismo. Más o menos como preguntar de qué color era el caballo blanco de San Martín, pero con respuesta a cargo de un profesional.


    También tuvieron que pagar otros aranceles, aunque no todos de la misma manera. Uno de esos depósitos —insignificante, por otro lado— debieron realizarlo en la ventanilla del Banco Nación, aunque la autoridad había sumado la “facilidad” de efectuarlo en una de esas oficinas de pago rápido que existen en todos los barrios, después fotografiar el ticket y subirlo a Internet; una verdadera combinación de automóviles de alta gama y caballos de tiro.


    La causa por la cual los flamantes socios no podían pagar todos los aranceles que les exigían mediante tarjeta de crédito o transferencia bancaria es un verdadero misterio que hasta hoy continúa insondable, al menos si uno quiere ser diplomático y no referirse a la desorganización y desconsideración del poder público hacia los ciudadanos.


    El colmo de la exacerbación burocrática que llegó a arrancar a los jóvenes emprendedores una breve sonrisa no derivó tanto de la obligación de publicar edictos en el Boletín Oficial —el diario del gobierno— avisando que se constituía esa sociedad, sino de la carga de presentar la página del Boletín Oficial ante el mismo gobierno a fin de demostrar que los edictos se habían publicado. Afortunadamente, este sí fue un trámite que pudieron cumplir de manera online, pero uno se pregunta por qué un documento que consta en los archivos digitales del Estado debe ser aportado por los particulares.


    El capital social inicial debieron depositarlo en el Banco de la Nación Argentina, a nombre de la nueva sociedad y, por supuesto, tuvieron que exhibir el comprobante de ese depósito, aun cuando el Banco Nación tenga un sistema informático inteligente que le costó a los ciudadanos millones de dólares.


    Cuando finalmente se decidieron a contratar a un gestor que presentara los papeles ante el organismo, quien consiguió un turno mucho más adelantado del que a ellos les ofrecía el sistema, llegó la hora de la compra y rúbrica de los libros sociales, piezas dignas de una exposición de antigüedades del Estado o de un museo de la comunicación, como el que tiene el parque EPCOT en Disney World, con la representación de elementos que usaron los humanos para expresar su palabra desde la Edad de Piedra.


    Con la sociedad ya constituida, todo iba viento en popa, o así lo creyeron Nicolás y Benjamín. Se alegraron al comienzo cuando supieron que las autoridades les permitirían producir las uvas y el vino antes de hacer los trámites para la aprobación de su negocio. En realidad, no se trataba de que el gobierno les dejara hacerlo, sino que la producción durante cierto período era una condición ineludible para que pudieran iniciar la tramitación de los permisos.


    El primer paso consistía en registrar la marca del vino, una gestión que debieron hacer ante el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, al que todos llaman por su sigla: “el INPI”, y que razonablemente no debería durar más que unos segundos si no existen dificultades, tales como la superposición total o parcial con otras marcas ya certificadas. De entrada sabían que no podrían obtener rápidamente una aprobación definitiva, la cual demora unos dos años, pero aspiraban a conseguir cuanto antes un permiso provisorio, que finalmente les demandó tres meses de espera. El principal problema al que debieron hacer frente fue la posibilidad de pagar el arancel, algo que podía hacerse a través de la web, pero que un funcionario debía acreditar al otro lado de la fibra óptica. ¡Otra vez el altímetro atado a una soga! ¡Nuevamente el Porsche tirado por caballos!


    El siguiente paso era el Instituto Nacional de Vitivinicultura, una de cuyas misiones consistía en aprobar las etiquetas de cada tipo de botella que se ofrecería al mercado. Uno debe suponer que una exigencia razonable consistiría en cuidar que una etiqueta indique el tipo de vino del que se trata: malbec, cabernet, merlot o pinot noir, por ejemplo; también su graduación alcohólica y, eventualmente, la composición, si es un vino orgánico o posee conservantes, entre otras cosas. Pero sucede que el INV tiene la facultad de autorizar incluso el diseño de las etiquetas, el tipo de letra que se utiliza y hasta objetar una leyenda en inglés, si el vino no estuviera destinado a la exportación. Cualquier modificación en el diseño de la etiqueta, por mínima que fuera —un color, por ejemplo— debía ser nuevamente aprobada por el Instituto Nacional de Vitivinicultura.


    Ese mismo organismo exige la entrega de una caja de vinos de muestra. “Suena lógico” —pensaron Nicolás y Benjamín—; tienen que analizar la calidad sanitaria del vino y asegurarse de que no contenga alguna sustancia dañosa para la salud. Pero no sucede eso; no estudian el contenido o, al menos, no lo hacen oficialmente. Dónde van a parar las botellas de muestra, si las desechan o alguien las “analiza” en forma casera con su familia, este es el segundo misterio en el curso de un proceso tan extenso.


    A tales exigencias, propias de una burocracia consuetudinaria, se suma en la Argentina la Ley de Etiquetado Frontal, un increíble invento salido de las entrañas de los amantes de la regulación. Entre las barreras de esa ley, votada en el Congreso por legisladores de todos los bloques, figura la prohibición de estampar en las etiquetas imágenes de “personajes infantiles, animaciones, dibujos animados, celebridades, deportistas o mascotas, elementos interactivos, la entrega o promesa de entrega de obsequios, premios, regalos, accesorios, adhesivos, juegos, descargas digitales”.


    El último recuerdo que registro de la prohibición de premios en la publicidad data de la época del gobierno de facto del general Juan Carlos Onganía, entre 1966 y 1970. Luego, la censura al ratón Mickey o al Pato Donald, si el fabricante arregló sus derechos con Disney, no parece materia propia de un gobierno. Ya se sabe que la excusa consiste en evitar que los niños adquieran un producto atraídos por esos populares personajes de los dibujos animados, pero se supone que los padres tienen conciencia de lo que compran para sus hijos y que, por otro lado, si la autoridad va a ejercer un control, esa supervisión debería recaer sobre la salubridad del producto y no sobre la ilustración de la etiqueta.


    Después de todo esto, comenzaron para los jóvenes emprendedores los problemas logísticos, fundamentalmente vinculados con los envases. Resulta difícil aceptarlo, pero en la Argentina, producto de la misma inestabilidad de la economía, son pocos los fabricantes de envases de vidrio. Para colmo, en 2021, se incendió una fábrica que había en la provincia de Mendoza y empezaron a escasear las botellas. La importación resulta muy difícil debido a las trabas impuestas por el gobierno, y así es como la industria vitivinícola, una de las emblemáticas del país, atraviesa —como es frecuente— graves dificultades.


    La burocracia gubernamental parece una bruja envidiosa y resentida con el éxito del sector privado, aunque ese éxito conlleve un beneficio para el Estado.


    Después de un gran ejercicio de paciencia, inversión de dinero adicional y búsqueda insistente, los jóvenes emprendedores consiguieron los envases, pero se toparon con el problema del transporte. Advirtieron entonces que todas las regulaciones estaban diseñadas para favorecer al sindicato de camioneros, manejado por aliados a los sucesivos gobiernos populistas desde hacía años.


    Esas regulaciones impiden que la persona que conduce un camión pueda cargar la mercadería. Y, a la vez, quien coloca la carga en el vehículo no debe ser el mismo que la descarga, con lo cual cada viaje demanda tres personas en lugar de una. Si el chofer lleva a un acompañante para turnarse en el manejo, solo aceptable en viajes largos, el número asciende a cuatro, con el consiguiente incremento de costos.


    Algo insólito en todo este entramado consiste en que tanto quienes cargan como quienes descargan son afiliados al sindicato de camioneros, aun cuando no hubieran manejado un camión en toda su vida. Así fue como los dirigentes de ese gremio fueron engordando sus arcas en perjuicio de otros sindicatos; por ejemplo, el de empleados de comercio.


    Si sumamos el tiempo utilizado en tantos trámites inútiles y los emprendedores que quedaron en el camino, fatigados por la maraña de trabas burocráticas, podemos intuir la magnitud de la energía despilfarrada y de la riqueza perdida antes de ser generada.


    Finalmente, con más penas que alegrías, Nicolás y Benjamín, después de dos años, lograron llenar sus barriles y colocar sus productos. El único barril que no pudieron llenar es el de la burocracia gubernamental, que siempre exige más y más requisitos, en un deporte perverso que consiste en el ahogo de toda iniciativa privada, hasta que en la Argentina no quede un solo empresario con deseos de invertir.


    El poder de la Blockchain


    De todas las plataformas que nos brinda hoy el mundo virtual, Blockchain aparece no solo como la más segura, sino que está llamada a iniciar una revolución en el modo de vida de las personas, tanto o mayor que la que en su momento provocó la aparición de Internet.


    Seguramente, muchos conocen la Blockchain porque es la plataforma sobre la cual se manejan Bitcoin y otras criptomonedas. Todos sabemos también qué es Bitcoin, pero pensemos que actualmente en el mundo “circulan”, por así expresarlo, más de 10.000 clases de criptomonedas. Esto, ya de por sí, representa una muestra de la seguridad de la red, pero tanto o más importante que la tranquilidad que esa red ofrece al usuario es la forma que tiene. El hecho de que la conozcamos por las criptomonedas no significa que sirva solo para eso y, en realidad, aquello en lo que está llamada a revolucionar la vida de los ciudadanos se refiere, precisamente, más a otros usos que a las criptomonedas.


    Blockchain —literalmente: cadena de bloques— es como una telaraña que no tiene centro; es decir, no existe una araña en el medio que controle la red, sino miles o millones —según de qué se trate— de nodos, que son los puntos donde los “hilos” de esa red se tocan con otros hilos. Esa red es adecuada para subir datos y, una vez que se almacenan ahí, no pueden modificarse sin el consentimiento de la mitad más uno de los usuarios, lo cual resulta imposible porque ellos ni siquiera se conocen entre sí.


    Entre las utilidades que actualmente se le da a la Blockchain, aparte de las criptomonedas, se destaca la certificación de datos. Hay universidades que “cuelgan” los títulos de graduación de sus alumnos en la Blockchain, obras de arte que aparecen autenticadas en esa “telaraña”, contratos y todo tipo de documentos que requieran seguridad y también consentimiento a distancia de varias personas a la vez. Pero hay más avances. La plataforma de Ethereum, que funciona sobre los códigos de la Blockchain, aunque mejorada para fines específicos, tiene un sistema de contratos inteligentes, acuerdos que se autoejecutan al cumplirse ciertos plazos o verificarse determinadas condiciones. Muchos la conocen por la criptomoneda Ethereum, pero una cosa son las criptomonedas, con sus altibajos, y otra, las plataformas.


    ¿Por qué el Estado —o, mejor expresado, la estructura gubernamental— tiene que pedir a los ciudadanos datos y documentos que el propio gobierno posee o, incluso, que él mismo ha generado? Vivimos presentando, ante oficinas públicas, partidas de nacimiento, certificados de habilitaciones de todo tipo, constancias de inscripciones en registros públicos, recibos de depósitos en bancos estatales, copias de nuestras declaraciones de impuestos anteriores, reproducciones de páginas del Boletín Oficial —el diario gubernamental—, certificación de antecedentes penales o de falta de ellos, títulos profesionales legalizados, balances ya entregados a otras dependencias del gobierno. También empleamos varias horas llenando mil veces formularios con nuestra fecha y lugar de nacimiento, título profesional, número de documento de identidad, como si alguno de esos datos pudiera alterarse con el tiempo.


    Pensemos en el absurdo caso de Federico, que tiene que hacer certificar por la Administración Pública que su mujer está viva, cuando es el propio Estado el que registra las partidas de defunción. O el de Fernando, quien para obtener su título de posgrado debe buscar y entregar a la universidad pública los expedientes que la misma institución generó. O en Romualdo, obligado a demostrar una y otra vez que le falta una pierna.


    En la vida cotidiana, si un policía detiene nuestro automóvil en la vía pública, debemos exhibir la licencia de conducir y el seguro vigente del vehículo.


    Toda esa información debería estar unificada. Era posible hacerlo antes de la Blockchain si una oficina la hubiera centralizado; por ejemplo, el Registro Nacional de las Personas. Pero ahora ni siquiera resulta necesaria una institución centralizadora, porque cada dependencia debería subir a la Blockchain los datos que posee y esos datos resultarían instantáneamente visibles para todas las demás dependencias del Estado. Y aun el término “visibles” puede resultar anticuado, porque supone que una persona, al otro lado, está viendo el documento y analizándolo, cuando en realidad, con un sistema inteligente, es el propio mecanismo el que puede verificar que los datos coincidan con los requerimientos exigidos y dar curso al trámite sin intervención humana.


    Esta transformación debe ser lanzada el primer día de gobierno y su implementación tomará el tiempo que requiera el desarrollo de la plataforma tecnológica con mecanismos que ya están inventados. Después cargar los datos, para lo cual habrá plazos estrictos y breves. De un día para el otro, los ciudadanos no deberán hacer más trámites engorrosos, algo que mejorará exponencialmente su nivel de vida.


    Vamos entonces a nuestros ejemplos de ciudadanos sufrientes. El título de médico de Fernando debería estar en la Blockchain, lo mismo que los pasos que haya ido dando hasta completar la maestría. De ese modo, al día siguiente de aprobar la defensa de la tesis ante el jurado, el título de la maestría debería estar en la Blockchain y al alcance de cualquiera. No existe mejor certificación que esa. Si después Fernando quisiera una impresión para enmarcar y colgar en su consultorio, ese trámite podría demorar unos días más, pero está claro que los pasos que le hicieron seguir solo sirven para justificar la burocracia.


    Por supuesto, Federico no debería mover un dedo para acreditar la vida de su esposa, porque los datos de toda la Administración Pública, más los del Gobierno de la Ciudad y de las provincias que adhirieran al sistema figurarían en la Blockchain, y nadie podría modificarlos ni alterarlos por error o ilegítimamente. Y, ciertamente, Romualdo debería poder iniciar su trámite de certificación de discapacidad desde cualquier institución médica, pública o privada, y esa certificación quedaría registrada en la plataforma, sin tener que volver absurdamente a probar lo mismo.


    Volvamos también al proyecto de Nicolás y Benjamín, como con una máquina del tiempo que marchara hacia el pasado, pero regresara para transportarlos al momento en que el nuevo sistema esté funcionando, con la Blockchain como unificadora de datos. Ellos, en lugar de formar una sociedad ante un escribano y requerir el dictamen de un abogado, podrán entonces asociarse con un modelo electrónico de estatuto, tan solo llenando sus casilleros y certificando su firma digitalmente. No necesitaremos escribanos ni abogados que den fe de lo que los socios expresan —con el perdón de los colegios respectivos—, porque la Blockchain, tan solo con el número de documento de cada uno, ya “sabe” si son mayores de edad, si ningún juez los declaró mentalmente insanos, su nacionalidad y lugar de nacimiento y el nombre de la sociedad. Y, por supuesto, no deberán buscar y adjuntar la página del Boletín Oficial donde esté anunciada la constitución de la sociedad, porque el propio sistema dejará de ser bobo y, con la presentación del formulario electrónico del estatuto, disparará automáticamente el aviso al Boletín Oficial, el cual después será guardado, también automáticamente, junto con el estatuto digital, sin que los socios hayan tenido que ver siquiera el anuncio.


    Con el uso de un mecanismo así y si los interesados son diligentes, una sociedad de responsabilidad limitada, por ejemplo, puede quedar constituida en veinticuatro horas. Tan fácil como en el caso del policía que detiene nuestra marcha en automóvil y, con el documento de identidad del conductor y el mero número de patente de dominio, debería saber si nuestra licencia de conducir y nuestro seguro de accidentes están vigentes y pagos al día, desde su propio teléfono celular. Durante mi gestión como ministra de Seguridad, las fuerzas federales tenían incluso en sus teléfonos los datos de prófugos, barras bravas, personas que faltaban de su hogar y así, de manera rápida y eficiente, lograban prevenir delitos, recapturar prófugos o impedir que las barras bravas ingresaran en los estadios.


    De vuelta en el ejemplo de los emprendedores, durante el gobierno de Mauricio Macri existía un trámite para sociedades simplificadas que se hacía online.


    También en veinticuatro horas, cualquiera debería poder registrar su marca, porque el sistema buscaría automáticamente en el registro la existencia previa de marcas iguales o parecidas. Si Google puede encontrar palabras similares —no iguales— en su buscador casi infinito, no hay motivo para que un motor de búsqueda de un registro no pueda hacer lo mismo. Y, en cualquier caso, siempre estará la opción de contratar un motor específico de búsqueda de la propia empresa Google. El registro puede expedir una autorización en un día y, si no hay oposición en un término fijado —un mes, por ejemplo—, la autorización se transformaría en definitiva.


    Nuevamente pido disculpas a todos aquellos profesionales que digna y trabajosamente se dedican a realizar estudios previos de marcas, pero primero está el pueblo. A quienes no pediré disculpas será a los funcionarios que, dentro del aparato del Estado, hoy pueden decidir casi arbitrariamente si aprobar o no aprobar una marca, con los peligros que semejante discrecionalidad conlleva.


    En cuanto a la Ley de Etiquetado Frontal, que afecta a las empresas de cualquier tipo y encarece sus costos, que invariablemente se trasladan a los precios que paga el consumidor, deberá derogarla el Congreso de la Nación. Sin embargo, como esa ley tiene una reglamentación que otorga facultades a distintos organismos, en menos de veinticuatro horas el presidente puede derogar ese reglamento, suspender sus efectos y quitar el poder de policía a las dependencias de la Administración respecto de esta materia, al mismo tiempo que envía el proyecto de derogación al Congreso.


    La etiqueta de un alimento no tiene por qué expresar otra cosa más que la composición del producto, su tipo, los componentes, el año de fabricación y envasado, el vencimiento y los datos de la empresa, junto con los números de teléfono para reclamos o para recibir auxilio médico en caso de intoxicación. Como máximo, deberá determinarse que el tamaño de la letra sea bien visible. Pero inmiscuirse en el diseño gráfico de la etiqueta, sus colores o los dibujos que contiene, es algo que puede ocurrir en Cuba o en Irán, pero no en países que respeten las libertades de los ciudadanos.


    Ya nos ocuparemos también, dentro de las primeras veinticuatro horas, del poder del sindicato de camioneros.


    Con el camino allanado por la disminución abrupta de la burocracia, florecerán las fábricas de envases de vidrio y de muchas otras cosas.


    De haber contado Nicolás y Benjamín con un sistema semejante, el único “trámite” que hubieran debido aguardar hubiese sido el crecimiento de las vides y las uvas. De hecho, hemos expuesto el ejemplo del vino no solo porque se trata de un caso real que nos fue transmitido, sino porque en la provincia de Mendoza —lo mismo que en España, Brasil, India y hasta en el Congo— existen actualmente bodegas que certifican todos los pasos de la producción de sus vinos en la Blockchain. De esa manera, los potenciales consumidores o inversores pueden seguirlos y saber exactamente qué botella van a recibir. Incluso, alguna de esas bodegas creó su propia criptomoneda vinculada con la producción y como vehículo de comercialización de sus productos.


    Hágalo usted mismo


    ¿Por qué Romualdo debió recorrer tantas instancias a fin de probar lo que estaba a la vista, la amputación de una de sus piernas? ¿No debería un médico de un hospital público o de un sanatorio privado poder certificar esa situación de una vez y para siempre? La ley puede exigir que una certificación semejante esté legalizada por la institución —siempre a través de la Blockchain— o por el colegio profesional respectivo y tenga carácter de declaración jurada. La contrapartida de esas facilidades debería ser una severa sanción penal para el autor de una declaración jurada falsa y para quien la utiliza, así como la pérdida de la matrícula profesional del certificante.


    No faltarán los detallistas que se pregunten cómo se aprobará la calidad del vino de Nicolás y Benjamín en el Instituto Nacional de Vitivinicultura. Quedó claro, al respecto, que las muestras que se envían a ese organismo no son revisadas o, al menos, no formalmente para la aprobación del producto. Entonces, lo que tenemos hasta ahora es cero más demoras.


    ¿Qué ocurriría si la reglamentación determinara qué tipo de profesionales independientes pueden aprobar la salubridad de cada producto y esos profesionales, contratados por los particulares interesados y certificada su idoneidad por el colegio profesional respectivo, emitieran un dictamen con carácter de declaración jurada? La salubridad es lo único que deberían comprobar: que no cause daño a quien lo consume. Por lo demás, si respecto de su sabor el vino es bueno, regular o malo, lo decidirán los consumidores con su demanda. El gobierno solo debería ejercer un control posterior, una fiscalización de lo que los profesionales independientes hubieran aprobado. Si ellos mienten, perderán su matrícula, serán multados y denunciados penalmente; pero, como criterio general, debe terminarse con los peajes previos.


    Este criterio expuesto en un ejemplo tan cotidiano como el del vino que se lleva a la mesa familiar es aplicable a todas las autorizaciones. Algunas —muchas— no figuran a cargo del gobierno nacional porque las actividades están bajo jurisdicciones locales, pero habrá que llegar a acuerdos con provincias y municipios para que se adopten sistemas similares, a fin de allanar el camino de las inversiones en la Argentina. El gobierno nacional siempre tiene algo para dar a cambio a las provincias y municipios, en términos legales y honestos, para que ellos mejoren su transparencia y simplifiquen los trámites.


    Hoy, la aprobación de los planos de una obra importante, como los de un edificio de departamentos, en la ciudad de Buenos Aires, demora aproximadamente un año, y después comienzan las aprobaciones vinculadas con la ejecución. En la provincia de Buenos Aires, ese tiempo puede duplicarse y mucho más.


    ¿Qué ocurriría si la reglamentación estableciera, de acuerdo con la envergadura de la obra, cuántos ingenieros y arquitectos particulares y contratados por el interesado deben estampar su firma para la aprobación y qué antigüedad deben tener sus matrículas? Se podría argumentar, contra una propuesta así, que esos profesionales, por ser pagados por la empresa constructora, no actuarán independientemente. Seguramente procederán con mayor independencia que un funcionario público motivado por razones ajenas a las reglas del buen arte y de la técnica. Sobre los particulares, en cambio, pesará la amenaza de perder para siempre su matrícula y cumplir una pena de prisión si lo que aprobaren no se ajustara al código de edificación y a las demás normas vigentes. Una vez más, el control público posterior será necesario, pero el inversor habrá ganado un año, como mínimo.


    Pensemos ahora en los cientos de trámites que en cada sector de la actividad privada requieren aprobación previa y que, sin embargo, podrían autorizarse de la misma manera: con profesionales particulares. Pensémoslo, porque yo he pensado en muchos de ellos, pero se necesitará de la colaboración de todos los sectores interesados para que le cuenten al gobierno cuáles son los procesos que están dificultando su actividad. Un equipo específico podrá recoger esas quejas y tratarlas con las áreas correspondientes del gobierno a fin de hacerles la vida más fácil a los ciudadanos y a las empresas, de manera que el país se convierta en un paraíso del trámite sencillo.


    Estonia, Lituania, Suecia, Noruega y Finlandia, entre otros, comenzaron a utilizar la Blockchain en la Administración Pública, aunque en una medida mucho menos ambiciosa que la que aquí se propone. Una vez más, se puede ser muy ambicioso cuando se trabaja sobre tierra arrasada.


    






    3 
 Primero, el orden


    El rostro de una nación


    ¿Qué es lo que vemos cuando llegamos a una ciudad que no habíamos visitado o a un país que no es el nuestro? ¿Miramos acaso la estructura del gobierno? ¿Se nos presentan ante nuestros ojos las estrategias del poder político?


    ¡No! Lo primero que vemos es el orden y la limpieza en las calles, rutas y avenidas. Desde que atravesamos el límite con nuestro automóvil o salimos del aeropuerto, generalmente por una autopista, ya empezamos a evaluar —tal vez precipitadamente— a la nación en la que nos estamos introduciendo; cómo es la sociedad con la que conviviremos algún tiempo y cuál es la calidad de sus autoridades. Puede ocurrir que nos equivoquemos al hacerlo. Existen numerosos pueblos, en el interior de nuestro país, cuyas plazas son pulcras y sus jardines están cuidados con esmero, pero su gobierno es desastroso. Sin embargo, difícilmente se nos presentará la situación inversa.


    Si al llegar a un lugar quedamos atascados en el tránsito porque un piquete de protesta corta la circulación de una ruta o de una avenida y nosotros debemos esperar y esperar hasta que los manifestantes se dignen a despejar el asfalto; si, cuando conseguimos por fin avanzar, vemos los edificios y los monumentos históricos pintarrajeados, las baldosas de las veredas arrancadas, los templos con grafitis en sus paredes, los carteles dañados intencionalmente y el tránsito caótico, seguramente no nos equivocaremos al calificar con una mala nota la calidad de vida en ese Estado y, como mínimo, la aptitud de sus gobernantes.


    La vía pública es el rostro de una nación, el único escenario donde el Estado está presente visiblemente en la persona de los miembros de sus fuerzas de seguridad.


    Improbablemente, un ciudadano o un turista se crucen en la calle con un ministro o un funcionario de alto rango. Tal vez en muchas ocasiones pasen cerca de otros a quienes ni siquiera reconocerán. Pero siempre, en cualquier ciudad del mundo, en cualquier carretera, puerto o aeropuerto, verán la figura de los agentes del orden. Ellos son la única expresión de un gobierno a cielo abierto.


    Volvamos ahora al piquete por un momento. La policía está a un costado, mirando y, a veces, hasta resguardándose de las piedras que les arrojan los agitadores, quienes incluso se atreven a atacarlos con palos y elementos cortantes. Es un espectáculo indignante para los ciudadanos locales y asombroso para los extranjeros, que no pueden entender por qué los efectivos no actúan respondiendo al ataque con la potencia necesaria y deteniendo a los agresores. Sabemos de sobra por qué no actúan. Un concierto amplio de jueces y fiscales —o, al menos, suficientemente numeroso como para generar inquietud— está esperándolos al otro lado del corredor de la libertad para hacerles pagar todo daño infringido a un delincuente. Son magistrados que heredaron la escuela del resentimiento contra la sociedad, que generaron juristas como Raúl Eugenio Zaffaroni, primero juez de la Corte Suprema de la Argentina y después miembro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ellos están siempre listos para encontrar una vía de escape para los criminales, con la misma pasión con la que procuran los máximos castigos para quienes se defienden o defienden de ellos a la comunidad. He confrontado con muchos de esos jueces una y otra vez, desde el Ministerio de Seguridad de la Nación, en cada ocasión en la que encarcelaban a un miembro de una fuerza de seguridad por cumplir con su deber.


    Durante mi gestión, di orden a mis asesores de elaborar un protocolo sobre el uso de las armas de fuego. Ese protocolo establecía claramente en qué casos y de qué manera podían utilizarlas e incluso disparar. La propia Corte Suprema de Justicia de la Nación —ya sin Zaffaroni— me había sugerido redactar algo así y, una vez puesto en marcha, el protocolo fue avalado, en diferentes casos, por siete jueces federales. Terminado nuestro mandato, lo primero que hizo el gobierno kirchnerista, a instancias de la nueva ministra, fue derogar aquel protocolo. Los miembros de las fuerzas de seguridad quedaron en tal situación de incertidumbre que un policía prefirió correr el riesgo de que lo mataran antes que sacar su pistola para defenderse. Y lo mataron. Lo asesinó un agresor con un cuchillo, porque el policía sabía que si él desenfundaba su arma lo más probable hubiera sido que llevara las de perder frente a los jueces.


    Por eso, en las primeras veinticuatro horas, resultará imperioso el restablecimiento de ese protocolo; pero esta vez la protección a los servidores del orden debe ser reforzada. El primer día, el Congreso debe recibir un proyecto de ley que amplíe significativamente las causas de justificación por legítima defensa o por cumplimiento del deber, de manera tal que nadie sufra la más mínima consecuencia cuando se vea involucrado contra su voluntad en una trama delictiva generada por otro que lo agrede o que agrede a un inocente ante su vista. Y esta protección no debe dejar margen a los jueces para interpretaciones retorcidas; ha de poseer tal claridad que, si un magistrado actúa contra el espíritu de la norma, pueda ser denunciado por prevaricato.


    Y hay algo más. Siempre me pareció injusto que aquellos que cometieron un delito violento o sus familiares puedan querellar a los efectivos de las fuerzas del orden por los daños que sufren cuando el agresor muere o resulta herido en la confrontación con la policía o en la pelea con un vecino que se defendió. Una cosa es que la sociedad, representada por el fiscal o por las autoridades competentes, pueda reprochar a los agentes de seguridad una conducta y pedir una pena contra ellos; pero me parece inmoral que pueda hacer lo mismo un delincuente y reclamar, además, una indemnización. Ningún beneficio debería derivar de la comisión de un delito y eso hay que corregirlo cuanto antes a través del Congreso.


    Debo confesar que quedé encantada con una institución que crearon hace no mucho tiempo en Canadá, específicamente para la provincia de Ontario. En 2019 se sancionó la ley que respalda el funcionamiento de la Special Investigations Unit —la Unidad de Investigaciones Especiales—, un organismo “quasi-judicial”, como ellos le llaman, encargado de averiguar, con exclusividad, las circunstancias y consecuencias de presuntas faltas cometidas por la policía cuando esté en juego la posibilidad de que sus efectivos hayan incurrido en excesos de fuerza en el cumplimiento de su deber. El dictamen de la SIU —una comisión independiente compuesta por civiles— resulta definitivo cuando es absolutorio de la conducta policial. En el orden federal, Canadá tiene algo similar para la Policía Montada. Me ha quedado como deuda la tarea de explorar para las fuerzas federales de nuestro país la posibilidad de una institución semejante.


    No es tiempo de medias tintas. A los pocos meses de asumir el poder, con la excusa de la pandemia de covid, el gobierno kirchnerista liberó a más de diez mil presos, muchos de los cuales volvieron a robar, a golpear, a violar y a matar. Habrá que buscar ahora a uno por uno de aquellos a quienes corresponda regresar a la cárcel y la orden tendrá que ser dada el primer día.


    Una vez más, volvamos a los piquetes, la situación más visible y cotidiana desde hace veinte años. Los piqueteros cortan el paso e impiden concurrir a sus fábricas, talleres u oficinas precisamente a quienes trabajan para mantenerlos a ellos con sus impuestos. De esa multitud, conducida por un puñado de profesionales de la extorsión, los pocos que tienen militancia política se burlan de sus propios benefactores, que son los empleados y operarios que buscan infructuosamente llegar a tiempo a sus trabajos. La situación es tan indignantemente paradójica que cuesta creer la tolerancia con la que los gobiernos encararon este problema durante dos décadas. A veces, incluso, pequeños grupos determinan la suerte y cambian la agenda de cientos de miles de ciudadanos. Basta que diez o veinte personas se reúnan en medio de una avenida para que la propia policía reciba la orden de desviar el tránsito a fin de evitar inconvenientes. Es el reino del revés, como lo cantaba María Elena Walsh, y es el mensaje de desprecio que diariamente envía el gobierno a quienes cumplen con la ley. Tácitamente les dice: “Ustedes no me traen problemas, así que pueden joderse una vez más, y yo protejo a quienes sí me pueden causar inconvenientes”. Esta lógica perversa debe terminarse el primer día de una nueva gestión.


    Durante el ejercicio de mi cargo de ministra de Seguridad no permití los cortes de rutas nacionales, las vías sobre las cuales yo tenía jurisdicción; pero debe reconocerse que no todos procedieron de la misma manera.


    Una autopista preferida para los cortes siempre fue la que conduce al aeropuerto de Ezeiza, con la consecuencia de pasajeros que perdían sus vuelos o el triste espectáculo de verlos caminar al borde de la ruta, arrastrando las valijas. En los cuatro años de mi desempeño, esa autopista no volvió a ser cortada; nunca los pasajeros llegaron tarde a un vuelo por culpa de la desidia del poder público.


    Hasta las autoridades de las naciones más poderosas se asombraron del despliegue de seguridad que organizamos para la reunión del G20 en Buenos Aires. El año anterior, la policía alemana no había logrado evitar los violentos disturbios que los manifestantes antiglobalización causaron en el G20 reunido en Hamburgo. Con incendios y bombas de humo, los revoltosos atentaron contra esa cumbre internacional y casi ochenta policías alemanes terminaron con serias lesiones. En Buenos Aires no hubo un solo herido, de ningún lado, y la concertación internacional se llevó a cabo en un clima de tal armonía que la mayoría de los jefes de Estado nos felicitó por el profesionalismo de la organización.


    Las fuerzas de seguridad, con el respaldo de las normas y del poder político, poseen experiencia suficiente para disolver los piquetes, identificar a sus líderes y arrestarlos, porque la interrupción de una vía de acceso constituye un delito que se comete en flagrancia y, por tanto, no se requiere una orden judicial para actuar. Del mismo modo, los órganos de control, con el auxilio de esas mismas fuerzas, pueden inmovilizar e inhabilitar a los ómnibus en los que se trasladan los manifestantes, generalmente transportes escolares que están sujetos a rigurosas reglamentaciones que incumplen. Sus propietarios deberán saber que el costo de infringir las reglas será mayor que el beneficio que reciban por su cooperación con un delito.


    El orden en las calles es el mayor mensaje, hacia dentro y hacia fuera, de la vigencia del Estado de derecho y de la capacidad para hacer cumplir la ley, lo que en inglés llaman enforcement. Es una lástima que no tengamos en español una palabra que signifique tanto; pero mejores que las palabras son los hechos.


    La consigna, desde el primer día, deberá ser vía libre a quienes trabajan honradamente para su propio progreso, que es el progreso de la nación.


    Camioneros, a las rutas


    El oficio de camionero es duro y es hermoso. Es duro porque quienes manejan vehículos de semejante porte sienten, naturalmente, una tensión mayor que la del conductor de un automóvil, tanto por la limitación en sus maniobras como por el daño que pueden ocasionar si se equivocan. Además, pasan noches de frío a bordo del camión, durmiendo al costado de las rutas o apremiados por llegar en horario. Pero, a la vez, el trabajo es hermoso, porque pocas actividades ofrecen tanta libertad como para recorrer uno solo o con la compañía elegida cientos o miles de kilómetros, atravesando los paisajes más variados de la Argentina e incluso, a veces, de los países vecinos.


    Desde que, lamentablemente, se desactivaron y se dejaron caer en la obsolescencia los ferrocarriles, el camión se convirtió en el único medio de transporte de cargas terrestre. Gran parte del comercio se mueve sobre camiones. Incluso los productos transportados en aviones o en barcos necesitan de estos vehículos para llegar al destino final.


    Desafortunadamente, esta actividad, vital para la economía argentina, está limitada por una organización gremial que ha causado mucho daño a la producción y a la competitividad de la industria y del comercio local. Para eso, el sindicato, manejado o controlado por una familia desde hace décadas, se ha valido de la presión contra los propios afiliados, contra las empresas y contra los demás gremios.


    Una conocida firma del mercado tiene una organización de venta de cosméticos, con miles de vendedoras en todas las provincias. Pocas actividades ofrecen tantas fuentes de trabajo, porque se ha comprobado que, aun en épocas de crisis, hombres y mujeres no descuidan su estética. Una de las más famosas conductoras de la televisión argentina termina sus programas con la frase: “Como te ven, te tratan…”, y gracias a ese consejo o por intuición, la cuestión es que la gente no deja de arreglarse. Sin embargo, el mayor obstáculo al que hace frente esa actividad no es la crisis, sino el Sindicato de Camioneros. Ya nos hemos referido a algunos problemas logísticos que ese gremio ocasiona, con el ejemplo de las bodegas, un caso que podría multiplicarse tantas veces como industrias existen.


    Con la complicidad del Ministerio de Trabajo, la organización capta empleados que se desempeñan en el interior de la empresa y que probablemente nunca hayan subido a un camión. Esos son los primeros extorsionados. A los empaquetadores, los dirigentes les fijan límites de las cajas que pueden armar por día, con amenazas para el caso de que “se excedan” en su diligencia. Nadie se extraña en la Argentina. Incorporaron a miles de trabajadores de logística de supermercados que antes estaban bajo la órbita del Sindicato de Empleados de Comercio, que era la situación lógica.


    Los siguientes presionados son los propios camioneros, obligados a tomar cursos con organizaciones que dependen del sindicato para obtener una habilitación. Y esto cuando toman realmente los cursos y no se venden los certificados.


    En mayo de 2022, una empresa mediana de construcciones debió cerrar su planta en El Chaco por la presión del Sindicato de Camioneros. Los gremialistas reclamaban, como es habitual, la incorporación a su sindicato de seis empleados que trabajaban dentro de la firma en tareas sin relación con la actividad. Para lograrlo impidieron el ingreso de los trabajadores en la fábrica, a la que bloquearon su entrada con treinta camiones y noventa militantes. Además, amenazaron a los clientes para que no le compraran a esa compañía y a los proveedores para que no les vendieran o, de lo contrario, los bloquearían también a ellos. Cincuenta personas quedaron en la calle.


    No fueron únicamente contra empresas pequeñas o medianas. Durante el gobierno de Néstor Kirchner, emprendieron una batalla contra la principal productora de cemento del país. Pretendían que la compañía fiscalizara los aportes al sindicato de los camioneros que llegaban para cargar las bolsas de cemento y que ellos estuvieran al día con los pagos. La empresa no tenía camiones propios y los pagos al gremio, en todo caso, formarían parte de una discusión entre los choferes de los camiones y el sindicato, pero la cementera se negaba a trabajar como inspectora gremial. Por otro lado, los camioneros pretendían, de acuerdo con la práctica habitual, incorporar a su gremio entre 200 y 300 trabajadores internos. Eran operarios que manejaban o empujaban distintos carros que se desplazaban con bolsas dentro de la planta, los cuales nada tenían de parecido con un camión.


    El gobierno de los Kirchner convalidó una cláusula en el convenio colectivo de trabajo de los camioneros, por la cual se incluyó la actividad logística. Interpretada esa regla con sentido común, debería limitarse a quienes cargan o descargan los vehículos, y eso mismo podría resultar discutible. Pero ellos la aprovechan para reclamar la afiliación de todos aquellos que manipulen algo que, en definitiva, vaya a parar a un camión, con lo cual podrían adueñarse de casi todos los sectores.


    En esa oportunidad, el sindicato, como era su costumbre, bloqueó la entrada de la planta de cemento y no dejaba entrar ni salir mercadería. Los representantes gremiales llamaron a los ejecutivos y —al estilo de los secuestradores— les advirtieron que, si querían dialogar, no tenían que hablar con el periodismo. Los ejecutivos procedieron de manera opuesta a la advertencia: llamaron inmediatamente a una conferencia de prensa y denunciaron públicamente la situación. Los delegados volvieron a llamar furiosos, con amenazas, pero la empresa continuó con la difusión.


    Cuando habían transcurrido siete días de bloqueo, los directores de la compañía se comunicaron con el gobierno y le advirtieron que pronto se iba a paralizar la obra pública porque, ante el cierre de la planta, habían dejado de producir, ya que el cemento no soporta demasiado tiempo de almacenamiento. Solo entonces se solucionó el problema y los gremialistas declararon que habían obtenido lo que querían, aun cuando la empresa no accedió a uno solo de sus requerimientos. La justicia nada hizo durante esos siete días.


    Lamentablemente, no todas las empresas tenían las espaldas de la cementera para confrontar con el gremio y las que sí hubieran podido no se atrevieron.


    Los camioneros tienen que estar en las rutas, no bloqueando las puertas de las fábricas. Desde el primer día, ante un planteo de otro gremio perjudicado, el Ministerio de Trabajo debe encarar el problema. Por un lado, existen muchos convenios vencidos y lo único que debe hacerse es derogar la norma que establece la ultraactividad de esos acuerdos. En los nuevos convenios colectivos, las afiliaciones deberán guardar relación con la actividad que cada uno lleve realmente a cabo y no ajustarse a las exigencias mafiosas de los dirigentes gremiales.


    Por otro lado, el cierre forzoso de una fábrica, mediante el estacionamiento de camiones en la entrada, es un delito flagrante sobre el cual las fuerzas de seguridad deben intervenir de manera inmediata. Y los camiones, como instrumento del ilícito y con la debida orden judicial, tienen que ser incautados.


    El daño que se produce al provocar el cierre de una empresa y dejar así a muchas familias en la calle se debe evitar a toda costa. Si no hay jueces que se pongan al hombro la defensa de los principios constitucionales para impedirlo, el sindicato debería pagar los daños. Y también los jueces que no actuaron de acuerdo con la ley deberían ser investigados.


    El problema del Sindicato de Camioneros es un asunto serio, porque constituye uno de los grandes factores de encarecimiento del “costo argentino” que hace menos competitiva la economía del país y que, por supuesto, golpea el bolsillo de los consumidores locales.


    El egoísmo de un grupo mafioso no prevalecerá sobre el poder del Estado, y eso debe quedar claro desde el primer momento. Hace falta confrontar no solo a un sindicato, sino al modelo que se esparció provocando la quiebra de empresas, la clausura de actividades completas y la destrucción de las fuentes de trabajo, las de los ciudadanos, claro, nunca las de los impulsores de ese mecanismo.
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 Piedra, papel o tijera


    ¡165 tributos!


    ¿Quién podría creerlo? Cuando pedí a los expertos en impuestos que me dieran un panorama de los tributos que pesan en la Argentina sobre las empresas —grandes o pequeñas—, la respuesta fue la sorprendente cifra de 165 en promedio, entre impuestos propiamente dichos y tasas nacionales, provinciales y municipales. Hay 41 tributos nacionales, 26 provinciales y 98 municipales. No todos los contribuyentes hacen frente a la totalidad de esa carga, ya que la suma dependerá de la provincia y el municipio en el que estén radicados; pero las compañías que operan en todo el país, como podría ser el caso de ciertas marcas de bebidas presentes a lo largo y ancho del territorio o grandes cadenas de supermercados, por solo exponer dos ejemplos, pagan los 165 tributos.


    Contra lo que cualquier demagogo podría sostener, no se trata de cargas que pesen sobre “los ricos”, como ellos suelen declamar. Todos las pagamos, directa o indirectamente, en el precio de los productos que adquirimos. También las sufrimos con la falta de trabajo, porque las grandes corporaciones deciden radicarse en otros países donde no se las asfixie y los pequeños emprendedores desisten de llevar a cabo sus proyectos, que suelen representar la mayor fuente de empleo genuino.


    A ese costo argentino hay que agregar las exigencias gremiales, como las obligaciones y las trabas que impone el ya nombrado Sindicato de Camioneros a la producción. El transporte es una parte fundamental de cualquier negocio y su costo influye directamente en el precio del producto final.


    Si estas cifras por sí mismas resultan absurdas, el disparate se potencia cuando uno comprueba que, de esos 165 tributos, solo 11 representan el 90% del total de la recaudación. Esto significa que hay 154 que sirven poco más que para estorbar.


    No se trata únicamente del dinero que absorben los Estados de manera directa, sino de las molestias y gastos extra que deben soportar los particulares y las empresas para pagarlos. Tiempo perdido, un plantel mayor dedicado a atender las áreas impositivas de las compañías y más honorarios de contadores. A ese malestar se suma la desazón que provoca en los contribuyentes la sensación de que en cualquier momento pueden quedar en falta debido a un enjambre de normas que hace muy difícil su cumplimiento.


    La Argentina es el penúltimo país respecto de la generación de un clima amigable a los inversores, si se trata de presión fiscal. Es decir, es el segundo con mayor presión impositiva en el planeta. De acuerdo con cifras del Banco Mundial, cuando una empresa se lleva 100 pesos a sus arcas, esto significa que dejó antes al Estado 106 pesos. ¡Hay una presión fiscal que excede el ciento por ciento! Solo un país como la Argentina, que podría ser una potencia mediana, puede resistir esto sin caer en una bancarrota definitiva e irremediable, pero postergando una y otra vez su ascenso a la liga de las grandes naciones.


    Los peores


    De esa maraña de impuestos, hay tres nacionales que resultan los más distorsivos del funcionamiento de la economía: los que se aplican a las exportaciones —mal llamados “retenciones”, porque son un verdadero tributo—, a los créditos y débitos bancarios y a los bienes personales. En el orden provincial: el impuesto a los ingresos brutos.


    El impuesto a las exportaciones afecta fundamentalmente a la mayor fuente de ingresos que tiene la Argentina, que es el campo, sobre todo porque sus competidores en el mundo no lo aplican. Brasil lo eliminó en la década de 1990, y hoy solo cuentan con algo así Indonesia, Rusia, Kazajistán, Uzbekistán, Costa de Marfil, Tanzania, Guinea, Camboya, Irán, Camerún, Uganda, Hungría y la Argentina. Ningún otro Estado castiga así al motor de su economía. Al contrario, muchos gobiernos lo apoyan hasta el punto de ser denunciados por subsidiar sus principales productos de exportación, en detrimento de sus competidores internacionales. Nosotros, al contrario, los sobrecargamos con impuestos para que queden en desventaja en el comercio mundial. Ninguno de esos dos extremos es bueno. La libertad de comercio sigue siendo el mejor remedio, pero la libertad no es, precisamente, la situación de la que gozamos hoy. Por eso existe el contrabando de soja hacia Paraguay, país que se ha transformado en un exportador mayor que la Argentina. No se llega a eso únicamente con producción propia. No pocos agricultores argentinos huyen hacia Paraguay con su carga, a través de pasos clandestinos en la frontera norte, o hacia Brasil, una potencia con la que compartimos 25 kilómetros de frontera seca en la provincia de Misiones, además del límite natural del río Uruguay.


    Francisco es un productor agropecuario de la provincia de Entre Ríos, que hace frente a todo tipo de adversidades, pero la principal es la voracidad del Estado. Como la mayoría de los productores, no siembra solamente soja, sino que alterna el cultivo estrella de la Argentina con trigo y con maíz. “Cultivo estrella” para el gobierno, claro, un “socio” acaparador en las ganancias y completamente ausente en las pérdidas.


    Nuestro anfitrión entrerriano —lo mismo que el resto de los productores— no paga directamente las retenciones al fisco; pero, a través de la cadena, vende el cereal y la carne a los exportadores y a ellos se les descuenta el 33% por la soja, el 12% por el trigo y el maíz y el 9% por los productos ganaderos. Por supuesto, el exportador resta esa mal llamada “retención” del precio que le paga a Francisco.


    Casi todas las cosas malas que se hacen desde el poder del Estado tienen un eufemismo por nombre. Las retenciones no son la excepción, porque el gobierno no retiene, sino que se apropia de la tercera parte de la ganancia compulsivamente. Se trata, lisa y llanamente, de un impuesto a las exportaciones, algo que se opone a toda lógica.


    Alguien que no conociera los negocios del agro podría suponer que, al cabo de este manotazo que los funcionarios políticos lanzan sobre la riqueza ajena, si el exportador llegó a vender la soja en el puerto de Rosario a 600 dólares la tonelada, a Francisco finalmente le llegarían 400 dólares, menos lo que el exportador le cobrara por su intermediación. Pero ni Francisco ni el exportador recibirán esa cifra.


    El gobierno se quedará con los dólares contantes y sonantes de los productores y pagará al exportador su “equivalente” en pesos al valor oficial, muchísimo menor a la cotización de mercado, que es el único valor real. Esta exacción es tan mala como la llamada retención, porque por este mecanismo el Estado se apodera de la mayor parte del precio que le correspondería recibir al productor. Es decir que el gobierno dispone arbitrariamente que el dólar que paga un comprador en el exterior valga entre un tercio y la mitad de su precio real y, además, se lo apropia y le da al dueño de esos dólares lo que se le antoja. En este caso, ni siquiera le entrega completa la mísera parte que le ha dejado, sino que le descuenta antes otro 33% de impuesto a la exportación.


    A Francisco le da trabajo explicar a sus amigos uruguayos, cuando alguna vez cruza el río, que de lo que ha quedado en sus manos, además, debe pagar el 35% de impuesto a las ganancias. Y la incredulidad es razonable, porque nadie entiende para qué sigue sembrando. Los dólares que debería él recibir son convertidos en pesos a un valor muy inferior y, sobre el saldo, le descuentan el 33% de retenciones; pero, además, después de todo ese proceso de saqueo, debe pagar otro 35% de impuesto a las ganancias.


    Cualquier valor en pesos se desactualiza pronto en la Argentina, debido a una inflación descontrolada; pero si hoy el gobierno se quedara, por ejemplo, con 175.000 pesos por tonelada de soja (equivalentes a los dólares reales de los que se apropia), a Francisco le llegarían menos de 20.000 pesos. Al otro lado del río, cualquier productor uruguayo recibiría en su moneda el equivalente a los 175.000 pesos. ¿Puede extrañar a alguien el hecho de que tantos agricultores argentinos —igual que cientos de emprendedores de otras actividades— hayan emigrado a Uruguay? El gobierno no solo ha arruinado al principal generador de divisas de la Argentina, sino que ha creado nuevos competidores para nuestros productos agropecuarios.


    Para cuando Francisco se encuentre con la limosna que el gobierno se digne a dejarle, tendrá que prepararse para la nueva siembra, comprar semillas, fertilizantes y, muy probablemente, algún repuesto para la maquinaria. Todo eso lo pagará a valor dólar, pero no el oficial, sino el de mercado, entre dos y tres veces mayor, según el momento.


    Afortunadamente, Francisco no es un gran productor —por paradójico que resulte pensar así—, pero si lo fuera, en Entre Ríos haría frente, además, a un impuesto a los ingresos brutos, como todos los agricultores de la provincia de Buenos Aires, grandes o pequeños. Eso sí, tendrá que arreglar los caminos de tierra por su cuenta, junto con otros chacareros, porque la provincia no mueve una máquina para hacer transitables los caminos por los que sale la producción de los mayores contribuyentes a la riqueza argentina. Por otro lado, cuando quiera pagar algo desde la cuenta en la que recibió el saldo minimizado de todo su trabajo, su banco le debitará automáticamente el 0,6% del monto del cheque o de la transferencia. Y lo mismo cuando lo reciba. De ese modo, su dinero se verá disminuido por otro tributo del 1,2%. A este impuesto no escapa nadie, ni del campo ni de la ciudad. Y la serie no termina. Los inmuebles, los vehículos y todo lo que tenga un valor registrable por el poder público tributa el impuesto a los bienes personales, una carga absurda que pesa sobre bienes adquiridos con dinero ya comprimido por otros impuestos previos; un castigo a quien no esconde su patrimonio.


    En la Argentina de hoy se pagan tributos desde el nacimiento hasta la muerte o, más bien, hasta después de la muerte, por el absurdo e irritante impuesto a la herencia, una intromisión del Estado en la relación más entrañable, la que debería estar más resguardada de toda intromisión, la de los padres con los hijos.


    ¿Después de todo eso, por qué sigue sembrando Francisco? ¿Por qué continúan sembrando todos los productores y no conciertan un paro que demuestre de una vez a los sectores parasitarios que sin ellos nada pueden hacer? No paran porque, mientras tanto, deben seguir cumpliendo con los impuestos inmobiliarios, los salarios al personal y las cuotas de las maquinarias que compraron para renovar su equipamiento.


    La agricultura puede crecer mucho más sin retenciones y así el Estado recibiría más recursos por los impuestos que paguen los agricultores, en igualdad de condiciones con los demás contribuyentes, como manda la Constitución. Esto sin contar la multiplicación de beneficios hacia otros sectores a consecuencia de los mayores gastos que haría en ese escenario la gente de campo, la que más invierte dentro del país. Se impone la necesidad de un acuerdo tácito, rápido, entre el gobierno y el campo: la eliminación de retenciones a cambio de un aumento de la producción. Esto permitiría una tasa de sustitución de impuestos antiproducción por otros nacidos de más producción y más desarrollo. Sería un trato win-win, como ahora se le llama; es decir, un consenso con el que ganan todos.


    En otras actividades, ya fuera del campo, los municipios acosan a los empresarios y aun a los ciudadanos individuales con tasas de todo tipo, algunas de las cuales resultan visibles y otras son pagadas sin ser advertidas, pero incrementan el costo de los bienes y servicios que adquirimos, como el combustible, la energía eléctrica o los propios impuestos municipales, a los que se agregan otros tributos en la misma factura.


    Situaciones como esa deben recibir un alivio rápido. Los productores merecen ser citados desde el primer momento para el diseño de un nuevo esquema impositivo que les asegure que, una vez consensuado y aprobado, el gobierno no podrá volver a robarles su dinero.


    Todos los impuestos innecesarios deben ser suprimidos. También debemos encaminarnos hacia una rápida unificación del tipo de cambio mediante la eliminación del déficit. Y, por cierto, la concertación deberá revisar toda la estructura tributaria a fin de orientarla hacia un esquema simple, práctico y cumplible.


    “Menos” es más


    Queda el problema de las tasas municipales, sobre las cuales el gobierno central no tiene injerencia directa, pero sí poder de persuasión para promover un nuevo pacto fiscal a fin de lograr que, en el intercambio con la nación, los Concejos Deliberantes eliminen impuestos y tasas que dificultan la vida en la comunidad.


    No se trata de desfinanciar a las intendencias, sino de ser razonables y pensar siempre en el ciudadano. La municipalidad de Capitán Sarmiento, al norte de la provincia de Buenos Aires, eliminó de una vez 109 tasas municipales. De 131 tributos, quedaron solo 12; pero lo mejor es que, después de eso, la comuna recaudó un 40% más y surgieron 100 emprendimientos nuevos.


    Había cánones absurdos, como el que se pagaba por la “guía de hacienda”, una retribución que los ganaderos entregaban a los municipios que les brindaban seguridad a las caravanas de ganado bovino que los arrieros conducían, desde sus caballos, al borde de las carreteras polvorientas. La tasa se justificaba cuando los malones de indios diezmaban esas tropas y se llevaban las vacas. Por eso es que el tributo databa de la época de Juan Manuel de Rosas, pero desde que el ganado se transporta en camiones, ese pago carecía de sentido.


    Todos los tributos eliminados eran injustos. Había uno que los vecinos pagaban para el retiro de las ramas de los árboles que podaban y que se calculaba por metro cúbico, algo bastante difícil de determinar. Los vecinos acababan arrojando las ramas en terrenos baldíos y los camiones comunales debían recogerlos allí, con mayor costo que el de la recaudación.


    Casi 50 tasas se aplicaban sobre actividades administrativas e industriales de los negocios y las empresas privadas radicados en el municipio y 25 más figuraban ligadas a “servicios sanitarios”. Había otras por derechos de publicidad que gravaban incluso los carteles colocados dentro del propio local comercial. ¡Todo un disparate!


    A pesar de la situación económica, la vida se hizo más amigable en Capitán Sarmiento desde la simplificación tributaria y la comuna recibió en un año a trescientas familias más que se radicaron en la ciudad.


    Otros grandes recortes de tasas fueron llevados a cabo en la municipalidad de General Pueyrredón, con cabecera en Mar del Plata, y en la comuna de Tres de Febrero. Todas ellas en manos de opositores al gobierno populista; es decir, sin que pueda suponerse un respaldo que suplante los tributos eliminados.


    El Estado nacional mantiene permanentes intercambios con los municipios, y esos intercambios deben servir para persuadirlos de imitar los buenos ejemplos con los que, además, todos se benefician. Estos diálogos se pueden comenzar, incluso, entre la elección de un nuevo gobierno y su asunción al poder, a fin de ganar tiempo para los primeros días de una gestión. Es posible llegar a un acuerdo a fin de alivianar las cargas de la sociedad y lograr que las intendencias compitan entre sí para atraer nuevos emprendimientos.


    A la injusticia de los tributos de las provincias y municipios se suma la inequidad en la coparticipación, un problema no fácil de resolver, porque la Constitución establece que debe existir un acuerdo entre la nación y las provincias, pero resulta imperioso llegar a esa instancia. Entre la provincia de Buenos Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Córdoba generan el 60% del PBI del país, pero se llevan menos de un 30% de la coparticipación, mientras que una provincia como Formosa recibe seis veces lo que aporta. Naturalmente, con este esquema, una provincia como Formosa no tiene incentivos para generar empleo privado y sí para pagar empleados públicos, algo que significa a la vez mantener a la gente atada al gobernador.


    Las estadísticas indican que la ciudad de Buenos Aires genera 7,7 empleos privados por cada empleo público; Córdoba, 4,1; Santa Fe, 3,8; la provincia de Buenos Aires, 3,2; Chaco, Tucumán y Santiago del Estero, uno; al fondo de la tabla, Formosa y La Rioja, 0,7, es decir que hay más empleados públicos que privados.


    La capacidad de negociación guarda estrecha relación con la fuerza que se pone para obtener un resultado justo y la habilidad para tejer acuerdos con los perjudicados por el statu quo, y a eso es a lo que hay que apuntar. Las provincias deben tener incentivos para generar empleos privados, y los emprendimientos privados deben contar con alicientes para radicarse en las provincias. De ese modo, los gobernadores aumentarán su recaudación y todos saldrán beneficiados.


    No estamos jugando


    Un viejo juego infantil, que todavía practican los chicos, consiste en elegir entre tres elementos: piedra, papel o tijera, cada uno de los cuales se simboliza con una posición de la mano. Ya demostramos cómo se puede eliminar el papel mediante el uso de la informática, algo que comenzó a llevarse a cabo durante la presidencia de Mauricio Macri, con la Gestión Electrónica de Expedientes, pero que hay que profundizar en esa nueva plataforma sobre la que hoy circulan las criptomonedas. Ese gobierno fue salvajemente atacado por sus reformas, y multitudes guiadas por el kirchnerismo, que en ese momento estaba en la oposición, arrojaron sobre la Policía de la Ciudad de Buenos Aires 14 toneladas de piedras a fin de interrumpir una sesión del Congreso. Para eso, destruyeron la plaza contigua al magnífico edificio donde estaban sesionando los diputados, picaron bancos de granito, arrancaron baldosas de las veredas y levantaron el hormigón de las calles. La Administración de la ciudad hizo el cálculo del peso de lo que arrojaron, en relación con la cantidad de contenedores que llenaron al día siguiente para retirar del lugar los escombros.


    Al revés de lo que ocurre en el juego, la próxima vez la tijera le ganará a la piedra y ningún impuesto inútil permanecerá en pie. La tijera pasará por todos los gastos innecesarios de la Administración y por todas las cargas excesivas que pesan sobre los ciudadanos. Eso sí, ni una sola piedra arrojada quedará impune.


    






    5 
 Empecemos por casa


    Esta vez, con la nuestra


    Una crítica que se dirige cada vez con más frecuencia hacia los políticos sostiene que la reducción de gastos y el aumento de la recaudación se hace siempre a costa del sector privado, pero nunca se proyecta en desmedro del presupuesto del sector público. Los funcionarios de los tres poderes, en líneas generales, están muy bien remunerados, aunque algunos no tanto como quienes tienen responsabilidades de niveles similares en los negocios. Sin embargo, el grueso de los despilfarros se debe a la sobredimensión de las áreas de gobierno, a los privilegios y al boato de los que gozan los funcionarios y también al personal innecesario con el que agrandan sus planteles, en numerosas ocasiones a fin de ubicar a amigos o militantes de sus partidos en puestos públicos.


    Casi no habría necesidad de explicar que esos gastos en exceso no los paga un señor al que llaman “Estado”, sino los ciudadanos con sus impuestos, cada vez más asfixiantes. El término “Estado”, que técnicamente debería denominarse “gobierno”, goza de un prestigio inmerecido y ha cubierto demasiadas barbaridades a lo largo de la Historia. Bajo ese nombre se sancionaron leyes que socavaron las libertades individuales, se impusieron tributos que sofocaron la economía de los particulares y se persiguió a supuestos enemigos públicos que, en realidad, solo eran vistos como obstáculos por los gobernantes.


    Si una Administración quiere mostrarse eficiente y lograr que los inversores crean en el país, lo primero que debe hacer es “comenzar por casa”, como lo expresa el dicho popular. No se trata únicamente de una cuestión de dar el ejemplo, aunque el ejemplo es muy importante. Los gastos gubernamentales son, precisamente, los que determinan la carga tributaria que pesa sobre las empresas y los ciudadanos individuales. El exceso de gastos desemboca en mayores impuestos y, a la inversa, el exceso de impuestos tienta al gobernante a crear más estructuras de poder. Esas estructuras que se forman buscan justificar su existencia y, normalmente, lo hacen generando regulaciones innecesarias que terminan complicando la vida de los ciudadanos. El engorroso trámite del título de posgrado de Fernando o la compleja habilitación de la bodega de Nicolás y Benjamín son apenas dos ejemplos de la selva en la que se pierde el tiempo y el dinero de los ciudadanos.


    Los principales recortes de estructuras y privilegios deben disponerse en las primeras veinticuatro horas, porque a medida que pasa el tiempo, los funcionarios buscarán justificar su silla creando nuevas situaciones que los muestren imprescindibles. Y la realidad indica que, de todo lo que existe en el sector público, lo imprescindible es una parte menor.


    Inflación de burocracia


    Si algo agrada a los populismos, además de la plata, es la creación de estructuras gubernamentales, que también guardan relación con el dinero que los funcionarios obtienen de manera corrupta de esos organismos. Cuantas más oficinas se generen, más “cajas” tendrán las autoridades para recaudar y para colocar militantes en nuevos cargos, miles en cada ministerio.


    En 2013, el dictador de Venezuela Nicolás Maduro creó el Viceministerio de la Suprema Felicidad Social del Pueblo. Además de ministerios, también Venezuela cuenta con varias vicepresidencias, todas dependientes de la presidencia, por supuesto. Y así es como hay, por ejemplo, una Vicepresidencia Sectorial para el Socialismo en lo Social y Territorial, junto con una Vicepresidencia Sectorial de Soberanía Política, Seguridad y Paz y una Vicepresidencia Sectorial de Seguridad Ciudadana y Paz, entre varias otras. Cada vicepresidencia coordina un grupo de ministerios, que en total son 33, si es que no se ha creado uno nuevo mientras se edita este libro. En la Argentina de hoy son 18.


    Tomemos, por ejemplo, el caso del Ministerio de Desarrollo Social. En su organigrama figura una Secretaría de Articulación de Política Social, de la cual deriva, entre otras, una Dirección Nacional de Articulación Social Productiva. Por otro lado, hay una Secretaría de Economía Social, una de cuyas varias divisiones es una Subsecretaría de Promoción de la Economía Social y Desarrollo Local, bajo la cual existe —entre otros órganos— una Dirección Nacional de Economía Popular, de la que se desprenden, a su vez, una Coordinación de Fortalecimiento de la Economía Social y Popular, una Coordinación de Roles de la Economía Social y Popular y una Coordinación de Fortalecimiento y Asistencia Técnica a Unidades Productivas. Y este conjunto, elegido al azar, es una pequeña parte de las 190 dependencias jerárquicas del ministerio, cada una con su secretario, subsecretario, director o coordinador y, por supuesto, con su personal a cargo. Demasiadas de ellas tienen un nombre tan parecido a las otras que cuesta distinguirlas. Queda claro que un porcentaje importante de los recursos destinados a la ayuda social se consume en burocracia, y esto contando únicamente las estructuras formales.


    ¿El control? Hay, como en todos los ministerios, una Unidad de Auditoría Interna, pero sucede que de ella dependen una Auditoría Interna Adjunta de Apoyo y una Auditoría Interna Adjunta Sustantiva, de la cual a su vez se desprende una Supervisión de Auditoría Operativa Central y, por fuera, una Dirección Nacional de Transparencia. Todo para que los programas sociales, actualmente, sean un verdadero caos.


    Dentro de las múltiples oficinas de la Dirección General de Recursos Humanos, hay una Dirección de Desarrollo de Capacidades y Carrera Administrativa, algo que debería estar a cargo de un Instituto del Servicio Civil para todos los ministerios en conjunto. Si cada cartera se dedicara a las capacidades y a la carrera administrativa del personal de su área, no haríamos más que multiplicar organismos, como sucede.


    Seguramente la mejor prueba de la conciencia del despilfarro en el ministerio tomado como ejemplo es la Unidad Ejecutora Especial Temporaria “Asuntos Internacionales y Cooperación Federal”. El reconocimiento de la inutilidad de esta oficina, establecida por el propio ministro en enero de 2022, figura en el artículo 4º de la resolución de su creación, que dispone: “La Unidad creada mediante el artículo 1º de esta medida quedará disuelta a los DOS (2) años de la entrada en vigencia de la presente Resolución”.


    O esa estructura de “Asuntos Internacionales” era necesaria, y entonces no se entiende la razón para que se disuelva automáticamente a los dos años, o no era necesaria y, por tanto, nunca debió haber sido creada, ya que no se trata de una unidad de seguimiento de un programa específico, con un comienzo y un final determinados. Más bien, entre sus funciones, figura “la representación del Ministerio de Desarrollo Social y de las distintas secretarías ante los ámbitos internacionales en los que participa…”. Y a continuación menciona una serie de organizaciones internacionales emplazadas en distintos países de América y de Europa. Es decir, viajes para los amigos; es difícil pensar otra cosa.


    No puede funcionar un Estado ni es posible encarar el problema de la pobreza si las carencias ajenas representan apenas una excusa para ubicar a militantes en puestos gubernamentales. Ese es el motivo por el que expongo el ejemplo de este ministerio; no porque los demás no estén también sobrecargados de burocracia inútil.


    La Administración Pública argentina está colmada de estructuras que cumplen funciones duplicadas, tareas innecesarias o que generan regulaciones que provocan más daños que beneficios.


    Observemos el caso del Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI), un organismo administrativo que evalúa las conductas presuntamente discriminatorias, atribuciones de dudosa constitucionalidad en manos de funcionarios políticos. Si se trata de juzgar una conducta que atenta contra la igualdad reconocida por la Constitución Nacional, para eso están los jueces.


    Estos son algunos casos en los que intervino el INADI y emitió dictámenes que consideraban que la conducta del denunciado era discriminatoria:


    Una señora compró un lavarropas y, cuando dejó de funcionar, el técnico se negó a ir hasta su domicilio en Villa Soldati para repararlo. Nada que no hubiera podido solucionar, con mayor efectividad, un buen organismo de defensa del consumidor.


    Un señor denunció que su obra social se negó a hacerse cargo de una cirugía bariátrica; es decir, del tipo de las que se llevan a cabo para bajar de peso, como el bypass gástrico, por ejemplo. Se trata de un tema contractual entre la obra social y el afiliado, y si el cliente hubiera tenido razón, un juez podría obligar a su prestadora médica a realizar la operación. El INADI, en cambio, solo se limita a expresar, igual que en todos los casos, que la conducta es discriminatoria.


    En un ejemplo similar, una pareja de varones denunció que su obra social sindical se negó a cubrir una gestación por útero subrogado, ya que el “alquiler de vientres” no estaba contemplado entre las prestaciones. Nuevamente, es un caso de encuadramiento estatutario que demanda la interpretación de un juez, pero de cualquier modo una empresa privada no debería ser obligada a hacerse cargo de algo que no estaba en el contrato con otro privado. Si el reclamo no hubiera estado comprendido entre las contingencias que obligan a la obra social a asumir el costo, la obra social no podría hacer un desembolso sin incurrir en un gasto indebido.


    Un padre presentó una denuncia contra un club del Gran Buenos Aires porque el entrenador de esa institución excluyó a su hijo del equipo de básquet en el que jugaba. Más allá de las razones o sinrazones que asistieran al padre y de la pena que le haya causado la exclusión de su hijo, no parece que deba movilizarse el aparato administrativo del Estado nacional para resolver este tipo de cuestiones entre particulares.


    Respecto de estas dos últimas presentaciones, la decisión del INADI fue la misma: declaró que la conducta había sido discriminatoria.


    Por cierto, las conductas verdaderamente discriminatorias deben penalizarse, en los casos que figuren contemplados en la ley, por parte de quienes pueden hacerlo, los jueces.


    Según lo denunció el periodista y consultor económico Manuel Adorni, el INADI se manejaba en 2022 con un presupuesto de 589.629.417 pesos, de los cuales el 75% se destinó a pagar sueldos y se gastaron 4.500.000 pesos en viáticos. “Derrochan 1.615.423 pesos por día”, señaló el economista en Twitter.


    Entre 2020 y 2022, período que comprende la interminable cuarentena dispuesta por el gobierno del presidente Alberto Fernández, el Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales (INCAA) gastó 10.000 millones de pesos. Entre las producciones audiovisuales que se llevaron a cabo con subsidios del INCAA, Renacer Audiovisual y la Federación de Organizaciones de Mujeres Empresarias y Emprendedoras de Centroamérica (Fomeeca) —siempre con fondos públicos—, figuran obras tales como Nosotres, El Caso Echarri, Trinchera de ideas, Camionerxs (sic), Sin filtro. Educación Sexual para Adultxs (sic), Teta y Metralleta, ¡Piquete y qué! 20 años de protesta social y dibujitos titulados Obreres Animades (sic).


    Actualmente, el apoyo al cine nacional, como tantas otras cosas, está encarado de una manera militante. Quienes manejan esos estímulos promueven un cine de ellos y para ellos, y así convierten la cultura en un espacio de lucha política que degrada a la cultura misma. Y esto sin contar otros problemas igualmente graves.


    En 2018, el juez Claudio Bonadio dictó 30 procesamientos a ex funcionarios del INCAA en una causa que llevaba más de una década de investigación, por defraudación contra la Administración Pública. Se habían otorgado numerosos subsidios a producciones audiovisuales, algunas de las cuales ni siquiera reunieron los requisitos y otras nunca se llevaron a cabo.


    El cine argentino ha dado al público producciones brillantes, varias de las cuales estuvieron nominadas para el Oscar, obtenido en El secreto de sus ojos por el director Juan José Campanella. Seguramente a los directores talentosos y a las buenas películas tampoco les faltará el apoyo de empresas privadas que saben evaluar como nadie las perspectivas de éxito de una obra. Porque el resultado, treinta años después, es que la burocracia se comió el arte.


    Otros organismos lisa y llanamente actuaron, durante el gobierno de Alberto Fernández, contra los intereses de la nación. Ese es el caso del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI), que favoreció las usurpaciones de tierras públicas y privadas por grupos violentos que invocan los supuestos derechos de los mapuches, incendiaron casas, establecimientos, se apoderaron de instalaciones del ejército y lesionaron a numerosos ciudadanos particulares y agentes del orden.


    Así como la moneda se desvaloriza cuanto más se emite y se genera inflación, la proliferación de organismos conspira contra la jerarquía de cada uno de ellos y provoca una “inflación” de regulaciones y actividades innecesarias.


    Empresas en mal Estado


    El Estado argentino tiene bajo su dominio 56 empresas públicas, la mayoría de las cuales arroja un déficit incompatible con una economía sana. Es sabido que el Estado no suele ser buen administrador, y en la Argentina, un país con altos niveles de corrupción, la situación se agrava.


    Muchas de esas empresas están en proceso de liquidación hace años y cualquiera que no conociera nuestra realidad se preguntaría por qué no se liquidan de una vez, en pocos meses, y dejan de representar una carga para los contribuyentes. Nosotros lo sabemos bien: gerentes, gremios, empleados que viven de empresas en procesos de disolución y que no tienen el mínimo interés en que desaparezcan, porque con ellas se extinguiría su negocio. Naturalmente, la primera medida de gobierno respecto de esas entidades debería ser la fijación de un plazo brevísimo e improrrogable para finalizar la liquidación, después del cual la Tesorería no debería aportar un peso más.


    Hay otras empresas que no están en liquidación, que siempre se han considerado emblemáticas, pero que terminan siendo una caja para quienes las manejan. Tal es el caso, por ejemplo, de Aerolíneas Argentinas, un negocio del grupo kirchnerista La Cámpora, liderado por el hijo de la vicepresidente de Alberto Fernández. Desde que el presidente Mauricio Macri terminó su período de gobierno, no se hace el adecuado mantenimiento de las aeronaves. Eso sí, la compañía tiene convenios de trabajo con tales beneficios para los empleados que está obligada a contar con un plantel mucho mayor para cumplir las mismas funciones que otras empresas.


    Alguien podría argumentar que Aerolíneas Argentinas cubre ciertos destinos que no resultan rentables pero que el gobierno desea, como es lógico, que estén interconectados. En este aspecto, puede lograrse una mayor equidad con el compromiso de las compañías privadas que operen vuelos de cabotaje a cubrir esos destinos, que deberían repartirse entre las empresas que cuenten con el beneficio de rutas rentables. Actualmente, Aerolíneas Argentinas vuela a 36 destinos de cabotaje. Existen rutas muy rentables, como las que unen la ciudad de Buenos Aires con Bariloche, Salta o Iguazú. Todas las compañías deberían poder hacerse cargo de esos vuelos, pero a su vez, cada una de ellas tendría que atender los traslados a destinos menos concurridos.


    Con los ferrocarriles ocurre lo mismo que con Aerolíneas Argentinas. Desde 2019 que no se compran repuestos ni se realizan tareas de mantenimiento. El gobierno de Mauricio Macri había dejado los trenes a punto cuando concluyó su período y, además, tenía un plan de mantenimiento de ocho años, que implicaba la construcción de talleres especializados. Ninguno de estos talleres se construyó. Como si no hubiera resultado suficientemente sangrienta la tragedia de Once, el kirchnerismo volvió a descuidar los trenes. En materia de cargas, hoy se registra un promedio de un descarrilamiento y medio por día. Esto solo puede ofrecer una idea del riesgo que se corre.


    Una primera medida de gobierno, a tomar rápidamente, es la convocatoria a una licitación internacional para la construcción de nuevas vías. El transporte de carga debe ser privado y pagar un peaje por la utilización de esos rieles. El ferrocarril compite en ventaja con el camión, que de todos modos siempre resultará imprescindible. Toda inversión en infraestructura debe servir para mejorar nuestra economía y la seguridad de las personas.


    En general, todas las empresas públicas deben volver a la dotación de personal que tenían a fines de 2019, desde los primeros días de gobierno. En 2016, los ferrocarriles tenían 25.000 empleados, de los cuales cuatro años después quedaron 22.000. El gobierno populista llevó el plantel a 30.000 empleados, a pesar de la pandemia, que representó una drástica disminución de los viajes.


    Una vez más, las empresas estatales no pueden ser un refugio de militantes ni un mecanismo para retribuir favores.


    La televisión pública y las radios estatales, con un gasto de 15.000 millones de pesos al año a niveles de 2022, deberían ser utilizadas únicamente con fines educativos, para la instrucción a distancia. La educación ha de constituir la épica de un nuevo gobierno y eso demanda el empleo de todos los recursos posibles para mejorarla. La posibilidad de los docentes y las familias de utilizar medios a distancia o audiovisuales convertiría en útil lo que hoy es inútil, como lo es una televisión que pretenda copiar a los canales privados. La información periodística y el entretenimiento hay que dejarlos para los particulares.


    Los medios radiales y televisivos del Estado poseen la ventaja de llegar hasta donde los demás no alcanzan y aun a las zonas donde no existen posibilidades de conexión a Internet, sea por falta de infraestructura o por carencia de recursos de los habitantes. Pensemos en el desarrollo de programas de alfabetización, de Lengua, Matemática, Inglés, Historia, Geografía, útiles y entretenidos, armados por profesores y especialistas en home-schooling, es decir, de enseñanza en casa. Y, además, desde ese canal se puede complementar la difusión de conocimientos técnicos y oficios: carpintería, herrería, electricidad, plomería, manejo de maquinarias y hasta de informática, entre muchas otras cosas.


    Un proyecto así para la televisión pública, con el debido control y evaluación, provocaría una reducción exponencial de los costos, ya que lo más oneroso es el desarrollo de contenidos de entretenimiento, con los altos honorarios que se pagan a los conductores y artistas, así como los planteles y equipos auxiliares que demandan. El Estado no debe competir con los privados en ese terreno y, mucho menos, hacer política o inculcar ideologías desde los medios pagados por todos.


    Las situaciones más escandalosas en cuanto a la distribución de algo muy parecido a una beca se registraron en el Congreso de la Nación durante el período de gobierno de Néstor Kirchner y de Cristina Fernández de Kirchner.


    En 2003, el personal legislativo apenas pasaba los 9600 agentes y, para 2016, el plantel alcanzó a 15.248 empleados, mientras que el número de diputados y senadores sigue siendo el mismo. Si concurrieran todos los empleados, con seguridad no cabrían en las oficinas. Por eso siempre es importante el papel de quienes estén al frente de las dos cámaras.


    A fines de 2015, el diario Clarín estableció una comparación entre los empleados de la Biblioteca del Congreso de la Nación y el plantel de la British Library, la biblioteca más antigua de Europa. Por entonces, nuestra biblioteca parlamentaria tenía 1558 empleados, con una colección de libros 147 veces más pequeña que la británica, que posee 625 kilómetros de estanterías y 150 millones de ítems. Todo eso lo cubre con 1490 empleados que, además, deben atender una afluencia de público de diversos países mucho mayor a la que recibe el Congreso argentino. Resulta difícil suponer que nuestros 1558 empleados concurran diariamente a sus funciones.


    Un problema adicional de la utilización del Estado en beneficio de la militancia se observa en la composición de los organigramas, en los que se registra, como lo expresa el dicho popular, “demasiados caciques y pocos indios”. Para nuestro caso, mejor deberíamos referirnos a demasiadas personas con jerarquía y poca gente que hace el trabajo real, lo cual es una distorsión que deriva del deseo de inventar cargos para satisfacer los compromisos políticos. Esos cargos innumerables a veces se sitúan por encima de las posiciones de funcionarios con una alta preparación académica o con una larga experiencia en la materia a la que están abocados.


    Una vez más, una cosa es el trabajo y otra es la militancia y ambas no pueden estar mezcladas; dicho sea esto para el populismo hoy en el gobierno o para los representantes de la actual oposición.


    Turismo, con la tuya


    En los primeros siete meses de 2022, el Estado gastó en pasajes casi 3000 millones de pesos, una erogación que para todo el año se proyectó en más de 6200 millones. Los viáticos que se llevaron los funcionarios en sus viajes fueron aun mayores: 4326 millones de pesos en los primeros siete meses, estimados en 6358 millones para todo el año. Esto significa que, entre pasajes y viáticos, los funcionarios públicos cuestan al bolsillo de los ciudadanos alrededor de 13.000 millones de pesos, únicamente para sus traslados a otros países o ciudades.


    Como cualquiera puede comprender, esto es indignante y absurdo. ¿Cuántos de esos viajes eran necesarios y cuántos se organizaron con un pretexto cualquiera a fin de hacer turismo a costa del bolsillo de los contribuyentes? Esta sangría debe ser cortada el primer día de un gobierno; algo que puede hacerse por decreto presidencial. Quien quiera conocer lugares de nuestro planeta, que lo haga con su plata.


    No hay manera de controlar semejante dispendio si no se centraliza el control. Por eso, salvo para el personal jerárquico y diplomático del Ministerio de Relaciones Exteriores, cualquier viaje debería contar con una autorización presidencial o del jefe de Gabinete, previa justificación de los motivos del traslado y de las razones por las que el objetivo no podría alcanzarse mediante una videoconferencia. ¿O no es verdad que si manejáramos nuestro propio dinero no pagaríamos un pasaje cuando pudiéramos alcanzar un resultado similar mediante el uso de Zoom, Teams, Webex o cualquiera de esas aplicaciones de comunicación audiovisual?


    Es hora de acabar también con las numerosas comitivas que acompañan a un ministro o a un secretario de Estado. Fuera de los empleados imprescindibles para dar asistencia o negociar un acuerdo, todo “colado” pesa indebidamente en el bolsillo de los argentinos.


    A la Cumbre de las Américas 2022, en Los Ángeles, el presidente argentino viajó con el canciller —lo cual parece lógico—, pero también con la ministra de Salud, la portavoz oficial, el secretario general de la Presidencia, el secretario de Asuntos Estratégicos, la secretaria Legal y Técnica de la Presidencia, la secretaria de Cambio Climático, el jefe de Gabinete de Asesores y un diputado. El vuelo costó 449.000 dólares, ya que utilizaron un jet de Aerolíneas Argentinas. En un viaje anterior a Rusia y a China, el mismo año, el presidente había llevado como acompañantes al canciller, a los gobernadores de las provincias de Buenos Aires, Río Negro y Catamarca, a la portavoz de la Presidencia, a la secretaria de Deportes, a un senador, a un diputado, a una asesora y al intendente de la localidad bonaerense de José C. Paz. La justificación de la inclusión de la mayoría de esos funcionarios en el viaje es todo un misterio. Y es un misterio, precisamente, porque no tiene justificación. En el colmo del abuso, en su traslado a Nueva York para hablar ante las Naciones Unidas, en septiembre de 2022, su comitiva estuvo integrada por 48 personas.


    Todo esto sin contar todavía el nivel de cabina escogido por los funcionarios. La clase turista de los aviones podrá ser incómoda, pero cuesta dos, tres y hasta cuatro veces menos que la business class, según la aerolínea y la época. Excepto los ministros y las jerarquías equivalentes que encabecen grandes áreas del Poder Ejecutivo Nacional, y esto siempre que se dirijan a cumplir con una misión autorizada, no hay razones para que otros funcionarios vuelen en la clase ejecutiva. De paso, esto también ayudaría a que cada uno piense muy bien si el viaje vale la pena.


    Menos irritantes que los viajes, pero también fuente importante de gastos, son los teléfonos celulares y hasta los de línea cuando los empleados los aprovechan para mantener largas conversaciones particulares. El Estado nacional gasta en comunicaciones telefónicas más de 2700 millones de pesos, a valores de 2022. Como mínimo, deben suprimirse los teléfonos móviles a cargo del Tesoro Público, con excepción de los que se suministren a determinados funcionarios por motivos de seguridad o inteligencia. Hoy, con tarifas planas en todas las compañías de celulares e incluso la posibilidad de llamar por vía del chat, el mayor uso del teléfono particular no acarrea un gasto extra al empleado que utilice equipo y línea propios. Pocas personas en la Argentina, y menos si son funcionarios públicos, carecen de un teléfono celular.


    En inglés existe una sigla para denominar a los gastos innecesarios: OPM, que significa “other people’s money”; es decir, “la plata de otra gente”. Somos muy generosos cuando el dinero pertenece a otro y ni qué decir cuando procede de millones de personas no identificadas. La única manera de terminar con esa prodigalidad es ponerle un freno desde el comienzo mediante un decreto que suprima los privilegios de la política, todos a una vez. No se trata únicamente de una cuestión de justicia, que ya sería suficiente para hacerlo, sino de un cambio de paradigma en el enfoque de todos, incluso de los ciudadanos, quienes hoy se sienten al servicio del Estado en lugar de estar convencidos de que el gobierno está a su servicio. Y es explicable que piensen así, cuando durante muchas décadas —si no desde siempre— la maquinaria pública funcionó para el sostenimiento de los privilegios de la política. Para que la sociedad vea que las cosas cambian de verdad, desde el primer día deben desaparecer todos los privilegios de asesores, cargos sin función, cargos políticos inventados para nutrir a la militancia, uso de fondos públicos para ventajas particulares; no importa qué partido aproveche cada una de esas prerrogativas.


    Quien sirve, que sirva


    En los países anglosajones, a los funcionarios y empleados del gobierno les llaman “servidores públicos”, cualquiera sea su nivel jerárquico. Es una excelente denominación que recuerda todo el tiempo el deber que tiene para con los ciudadanos quien ocupa un cargo pagado por ellos.


    Específicamente, en el Reino Unido, existe el Servicio Civil, la organización del plantel estable de profesionales y auxiliares que cumplen tareas en las diferentes agencias de gobierno, según sus respectivas especialidades.


    Cuando un ciudadano británico se inscribe para ser miembro del Servicio Civil, para lo cual debe ser considerado apto y rendir exámenes, lo hace en alguna de sus 25 especialidades: Análisis, Compras Gubernamentales, Comunicaciones, Anticorrupción, Tecnología Digital, Economía, Finanzas, Recursos Humanos, Auditoría Interna, Comercio Internacional, Manejo del Conocimiento y la Información, Legales, Medicina, Psicología Ocupacional, Entrega Operativa, Investigación Operativa, Planeamiento, Políticas, Gerenciamiento de Proyectos, Propiedad Pública, Ciencia e Ingeniería, Seguridad, Investigación Social, Impuestos y Veterinaria. Cada una de estas especialidades constituye, a la vez, un grupo de profesionales al que sus miembros continúan perteneciendo aun después de haber sido asignados a un departamento o a una agencia determinados. Su especialidad les da un sentido de identidad, más allá del lugar donde sirvan, y les permite recibir nuevas capacitaciones y realizar intercambio de conocimientos con sus compañeros de carrera.


    El mayor mérito del sistema de Servicio Civil es la profesionalización de los funcionarios y el enfoque técnico que ellos le dan a su actividad, cualquiera sea el político que esté al frente del área en la que se desempeñan. Ellos alcanzan altos niveles en las jerarquías de gobierno y no deben retirarse con los cambios políticos. Para eso se han preparado.


    La organización de un servicio civil en la Argentina es algo que no puede llevarse a cabo de un día para el otro, pero que debe comenzarse desde el día uno. En los primeros tiempos, los funcionarios así preparados y capacitados coexistirán con las estructuras que la política ha ido dejando en cada ministerio, pero poco a poco los empleados deberán integrarse al servicio civil mediante la capacitación y las evaluaciones que se organicen. Eso permitirá que cualquier ciudadano pueda presentarse para cubrir una función pública sin que haya un lazo de amistad con el poder político. Quien sirve a los ciudadanos debe ser una persona que realmente sirva.


    






    6 
 A “seguro” se lo llevaron preso


    Reivindicación de la cárcel


    La Argentina es un país donde el establishment parece haber perdido toda lógica a costa de quedar bien con las ideas supuestamente progresistas. Tal fue el bombardeo propagandístico de los “Zaffaronis”, que la cárcel pasó a ser una mala palabra. Ellos proclaman que el delincuente es un producto de la sociedad y colocan a la víctima en el lugar del agresor y viceversa. En realidad, según estos teóricos, a quienes muchos llaman “abolicionistas” (de la pena, claro), nadie merecería estar encerrado, excepto los miembros de las fuerzas de seguridad y de las fuerzas armadas. En los casos que involucran a uniformados, entonces sí, exigen para ellos las penas más altas, con lo cual su abolicionismo es, como todo lo que hacen y declaman, una “moral” de doble estándar. Así es como tantos policías —como lo señalé una y otra vez— no se atreven a actuar en defensa de los ciudadanos y aun en defensa propia, a fin de no quedar expuestos a un juicio criminal. Quien hoy está en prisión es la seguridad de los ciudadanos y, en algún sentido, los ciudadanos mismos, encerrados tras las rejas de sus casas.


    Uno de esos jueces sacapresos que, con la defensa de Eugenio Zaffaroni, se salvó de ser destituido, es Axel López, famoso por la liberación de criminales peligrosos. Un delincuente llamado Pablo Díaz cumplía 12 años de cárcel, condenado por violación. López le concedió salidas transitorias y, en uno de esos “recreos”, violó a la joven Soledad Bargna, de 19 años, y después la asesinó.


    No conforme con el desastroso resultado de su resolución, tres años después, el mismo juez concedió la libertad condicional a Juan Ernesto Cabeza, quien cumplía 24 años de prisión a causa de cuatro violaciones. Cuando salió, mató a Tatiana Kolodziey, de 33 años, mientras intentaba violarla.


    El magistrado adoptó la decisión de liberar al criminal contrariando un informe del perito oficial, que advertía sobre la posibilidad de que el condenado reincidiera. No fueron los únicos casos. También concedió libertad condicional a un delincuente llamado Maximiliano Benedetti, condenado a diez años de prisión por secuestro extorsivo. Tras su salida, secuestró a un empresario y a su hijo y cobró un rescate en dólares y joyas. Cuando uno observa tanta contumacia, resulta difícil entender cómo se puede proceder una y otra vez contra el sentido común, sea por una motivación ideológica, lo cual ya es demasiado grave, o por algo peor.


    Los disparates no son provocados únicamente con las liberaciones. También ocurren dentro de la cárcel. Un detenido llamado Ruiz Megan Amara estaba en un pabellón de transexuales, pero argumentó que se autopercibía mujer y presentó un hábeas corpus, que ganó, a fin de lograr su transferencia a un pabellón común de mujeres. Así lo hicieron y embarazó a dos de las internas. Entonces, lo transfirieron a la cárcel número 31, otra vez con internas, que terminaron denunciándolo y reclamando su traslado. Caminaba desnudo y se masturbaba, tras lo cual ensuciaba las rejas y candados u orinaba por todos lados. Las propias detenidas elevaron una protesta reclamando su expulsión del lugar. Fue a parar entonces a un pabellón de mujeres mayores, a fin de no correr riesgo de que embarazara a otras; pero entonces insultaba a las celadoras, a una de las cuales le arrojó un cigarrillo encendido en un ojo. En septiembre de 2022 se fue con la condena cumplida, sin que la justicia hubiera sido capaz de poner orden en una situación tan elemental.


    En las primeras veinticuatro horas debemos reimplantar el Régimen de Máxima Seguridad en las cárceles que yo misma había implementado cuando fui secretaria de Asuntos Penitenciarios. Ese sistema se aplicaba a los internos que acostumbraban a dominar física y psicológicamente a otros, a los que mantuvieran una actitud violenta, a quienes formaran bandas dentro de la prisión o manejaran otras fuera de ellas, a los autores de determinados crímenes que mostraran evidencias de trastornos psicopatológicos, asesinos, violadores, narcotraficantes, responsables de actos terroristas o racistas, internos reincidentes de delitos graves, secuestradores, aquellos que tuvieran antecedentes de fuga y, en general, a quienes resultaran riesgosos para el personal o para los otros internos.


    El régimen de máxima seguridad consistía en el aislamiento completo de cada uno de esos presidiarios en celdas individuales, bajo vigilancia estricta y sin medios de comunicación con el exterior.


    Esta vez habrá que ir un paso más allá e implementar un sistema de “dos pisos”. Actualmente, las prisiones están divididas en federales y provinciales. A las cárceles federales son destinados quienes cometen delitos de esa naturaleza, sean o no peligrosos. Los demás van a cárceles provinciales. Ese esquema, que responde a una clasificación jurídica más que a la realidad, no toma en cuenta que las provincias no suelen tener la estructura necesaria para manejar presos de alta peligrosidad como, por ejemplo, quienes cometen un homicidio con motivo de robo, que en términos generales no es un delito federal; o una violación, que nunca lo es, pero sus autores suelen ser peligrosos. De tal modo, las cárceles federales, dotadas de una estructura adecuada, deberían albergar a los condenados a más de diez años de prisión y, el resto de los establecimientos, a quienes recibieron una pena de menor duración.


    Desde el primer día, el Servicio Penitenciario Federal debe pasar de la órbita del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos al Ministerio de Seguridad y, además, restablecerse el servicio de inteligencia de ese cuerpo, que quedaría así integrado a la comunidad de la Dirección de Inteligencia Criminal.


    La inteligencia en la cárcel resulta fundamental, porque desde allí siguen operando jefes de bandas de narcotraficantes, impartiendo órdenes a sus cómplices que todavía están en libertad. Esto también es necesario a fin de detectar tempranamente otros delitos a punto de cometerse dentro o fuera de los penales, incluyendo los intentos de fuga y los motines.


    Desde ya, con una política de seguridad tomada en serio, los detenidos aumentarán en número, al menos al comienzo, por lo cual debe preverse la construcción de nuevas cárceles. ¿Cómo hacer esto en un momento en el que la Argentina carece de financiación a causa del desmanejo del populismo durante los últimos años?


    Hoy existen cárceles en medio de las grandes urbes, algunas en áreas de gran valor residencial. La cárcel de Villa Devoto, uno de los mejores barrios de Buenos Aires, fue asentada sobre un terreno de 55.000 metros cuadrados; es decir, más de cinco manzanas donde podrían construirse lujosos edificios de departamentos. La Colonia Penal de Santa Rosa, en la capital de la provincia de La Pampa, ocupa 257 hectáreas, y la de General Roca, en la provincia de Río Negro, 400 hectáreas. Son establecimientos que, con el crecimiento de las ciudades, quedaron en lugares privilegiados y sus tierras poseen un alto valor de venta. La Prisión Regional del Norte, en la ciudad de Resistencia, cubre un terreno de 80.000 metros cuadrados. Y la cárcel de Río Gallegos, a ocho cuadras de la avenida San Martín y Roca, el centro neurálgico de la ciudad, ocupa una hectárea.


    El gobierno puede convocar a una licitación para la construcción de establecimientos carcelarios fuera de las ciudades. Las empresas que resulten ganadoras deberían hacerse cargo por anticipado del costo de la construcción, pero con la garantía de los valiosos terrenos donde se emplazan las viejas prisiones a desmantelar, los que podrían integrar un fideicomiso que asegure la retribución cuando esas tierras se vendan o mediante algún tipo de permuta y compensaciones mutuas que sean justas para ambas partes. La tarea llevará muchos meses —en ciertos casos, años— pero el plan debe iniciarse al comienzo del mandato presidencial.


    Una y otra vez se repite que la cárcel no sirve, que no cumple un fin social. Se trata de uno de esos latiguillos que se toman como ciertos, simplemente porque queda bien decirlo y casi todos lo recitan.


    ¡Cómo que la cárcel no sirve! Ante todo, sirve para evitar que los delincuentes peligrosos no sigan dañando a otras personas mientras estén presos. ¿O es lo mismo que un asesino o un violador esté dentro o fuera de la prisión? Sirve, además, como ejemplo y advertencia para quienes se proponen delinquir, cuando las penas se cumplen indefectiblemente. Sirve, no siempre, pero no pocas veces, para la resocialización de los internos, cuando los programas están bien diseñados y se llevan a cabo eficientemente. Y sirve, finalmente, para la retribución que los que delinquen merecen recibir por parte de la sociedad a la que han dañado, una reparación que contribuye al orden social, evita el desaliento de las víctimas y fortalece la confianza en la justicia.


    Según la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad, las decisiones operativas para el desarrollo de la progresividad del régimen penitenciario son una responsabilidad de los directores de los establecimientos carcelarios y hay que regresar a este principio. Una ley, cuyo proyecto debe enviarse tempranamente al Congreso, ha de eliminar los juzgados de ejecución de sentencia, que controlan el régimen del encarcelado después de la condena y que hasta ahora solo han servido para conceder libertades a delincuentes que después mataron o violaron a otras personas. En última instancia, la facultad jurisdiccional sobre los presos la debería tener el tribunal que los condenó, que conoce mejor que nadie la gravedad de sus actos pero, primariamente, el Servicio Penitenciario Federal, a través de sus órganos específicos.


    Por supuesto, es necesario establecer controles, como los que implementé en el Ministerio de Seguridad de la Nación para monitorear a las fuerzas de seguridad federales, a fin de asegurar la buena administración de los bienes de los penales y la calidad de los alimentos que reciben los internos.


    Muchos miembros del Servicio Penitenciario están abandonando su carrera, desalentados por las medidas absurdas en favor de los presos y en contra de la sociedad y de ellos mismos. El objetivo es la recuperación de ese personal y la formación de nuevos cuadros, conscientes de sus deberes y responsabilidades.


    “Rescatando al soldado Ryan”


    Muchos recordamos aquella famosa película de fines de los años noventa, con un argumento desarrollado sobre el escenario de la Segunda Guerra Mundial, cuando una misión parte al rescate de un soldado cuyos hermanos habían muerto en combate, para lo cual el pelotón debe abrirse paso entre las fuerzas enemigas.


    Hoy nosotros tenemos la misión de rescatar al soldado argentino, desprestigiado, humillado y desabastecido de cualquier elemento de defensa, desanimado ante la indiferencia y la crítica, inexplicables después de cuarenta años de democracia. Para eso deberemos abrirnos paso en medio de la lucha que libra el narcotráfico en todos los frentes, pero fundamentalmente desde la trinchera cultural, porque a sus gerentes les conviene una nación desarmada.


    Me refiero al soldado en su sentido más amplio, a aquellos que llevan legítimamente las armas que les dio la nación para la defensa de los ciudadanos: al militar, al marino, al aviador, al gendarme, al policía, a los efectivos de la Prefectura Naval y del Servicio Penitenciario. Los necesitamos a todos, con la frente en alto y bien calzado el uniforme de la patria.


    Durante mi gestión como ministra de Seguridad, de 2016 a 2019, se llevaron a cabo 102.547 procedimientos, se incautaron 805.482 kilos de marihuana, 33.020 kilos de cocaína, 626.698 unidades de droga sintética y fueron detenidas 107.257 personas. Se trató de los resultados más altos de toda la historia argentina, y eso lo conseguimos porque valorizamos el papel de las fuerzas de seguridad, sin dejar de controlar su comportamiento.


    La “Banda de los Monos”, en Rosario, había quedado desarticulada y con varios de sus miembros condenados judicialmente a largas penas de prisión. Todo ese esfuerzo fue echado por tierra por el gobierno populista que nos siguió; el narcotráfico recuperó un terreno inimaginable por entonces y la seguridad retrocedió más allá de la línea de partida. Rosario es una ciudad tomada por las mafias que se disputan el poder y cualquier ciudadano puede resultar herido o muerto en medio de sus confrontaciones. El sur argentino está asediado por grupos terroristas de la Resistencia Ancestral Mapuche que incendian viviendas y vehículos, hieren y matan a civiles y uniformados y ocupan territorios y edificaciones, ante la indolencia, cuando no la complicidad, del gobierno.


    Ahora, la situación en todos los frentes se agravó de tal manera que habrá que llegar con el doble de la potencia que pusimos en nuestra primera gestión; emplear a todas las fuerzas de seguridad y, en la medida en que la ley lo permita, también a las fuerzas armadas para dar apoyo logístico. Y cuando se demande una mayor participación, cambiar la ley. Para eso son necesarias las mayorías en el Congreso de la Nación.


    No es posible que grupos violentos ocupen nuestro territorio impunemente y al gobierno solo se le ocurra apoyarlos en una actitud que linda con la traición a la patria.


    Es mentira que no existan hipótesis de conflicto, el argumento con el que se descuidó durante años la defensa nacional. Existen, por de pronto, estas, que deben ser recogidas en la doctrina y en la ley con la misma jerarquía que una agresión externa.


    Debemos recuperar nuestra actividad como aliados extra-OTAN, una calidad obtenida en los años noventa y dejada en el olvido durante la larga noche del populismo alineado con Cuba, con Irán, con el gobierno dictatorial de Venezuela y con Nicaragua; volver a participar de las misiones internacionales y abrir paso al intercambio de maniobras y de bases militares con el Primer Mundo. Todo esto sin descuidar la sociedad con nuestros vecinos: Brasil, Chile y Uruguay, con los que conviene comenzar a explorar la posibilidad de una integración parcial en la defensa. Para esto, las Fuerzas Armadas de la Nación deben ser reequipadas, algo que no será difícil si la Argentina se asocia con el mundo civilizado.


    Las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Seguridad, más temprano que tarde, serán despabiladas de una larga noche indeseada por la mayoría de los argentinos. Rescataremos al soldado R-Y-A-N (Reivindicación y Apoyo Nacional) para un nuevo comienzo y bajo el amparo y cumplimiento de la Constitución.
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 Quemar las naves de la corrupción


    Ya no alcanza con el control


    A lo largo de la historia política argentina hubo diferentes visiones sobre el problema de la corrupción, que comenzaron por no considerarla un verdadero problema e incluso la concibieron como un incentivo al desarrollo. Nadie se atreve hoy a defender en voz alta semejante disparate, aunque en ciertos sectores políticos se sigue suponiendo que resulta imposible sostener un gobierno sin un reparto delictivo del dinero mal habido.


    Aquel enfoque sobre las prácticas corruptas coincidía con la convicción de que el fraude era un tema exclusivo de la justicia, que es lo mismo que creer que la política nada puede hacer respecto de la corrupción.


    Cuando un delito contra la Administración Pública llega a la justicia, ya es tarde. Los fiscales y los jueces investigarán el caso durante años y, al final, podrá haber o no una sanción, de acuerdo con las pruebas reunidas y si la causa no prescribió, pero la corrupción ya se produjo, con todos sus efectos nefastos. Y esto sin contar que los actos de corrupción que llegan a la justicia representan una pequeña minoría.


    El tratamiento internacional de la cuestión provocó un cambio de mentalidad entre los políticos de buena fe y en el público en general. La corrupción fue incluida como un tema de la agenda Interamericana en la Primera Cumbre de las Américas, llevada a cabo en Miami en 1994 y, a partir de 1995, comenzó a negociarse en la Organización de los Estados Americanos la Convención Interamericana contra la Corrupción, un proceso durante el cual los técnicos argentinos mantuvieron una posición de liderazgo.


    La visión cambió a partir de aquel momento, no solo porque la corrupción comenzó a ser vista como un verdadero problema internacional, sino también porque, desde ese compromiso, se advirtió la importancia de las medidas preventivas, las cuales formaron parte de las cláusulas del acuerdo. Así fue como se promovió la creación de códigos de conducta, organismos destinados a vigilar su cumplimiento, la obligación de declarar y actualizar su patrimonio por parte de los funcionarios, mejores prácticas en el diseño de las contrataciones públicas, protección a los denunciantes y estímulos a la participación de la sociedad civil.


    Aunque el advenimiento de los populismos en América latina pueda hacernos suponer que de nada sirvieron aquellas medidas, la realidad indica que ellas mejoraron los estándares de vigilancia a partir de su sanción y que, aun frente a administraciones como las de los Kirchner en la Argentina, mucho peor estaríamos si esos compromisos no existieran. Por ejemplo, sin aquellos acuerdos, hoy no podríamos conocer las declaraciones juradas patrimoniales de los funcionarios ni requerir con éxito un informe sobre cuentas en el exterior en una investigación de corrupción, ya que uno de los compromisos de la convención es la caída del secreto bancario. Tampoco existiría la conciencia internacional que hay actualmente sobre los delitos contra el patrimonio del Estado.


    En 2003 —siete años después de la firma del acuerdo de la OEA— las Naciones Unidas aprobaron la Convención Internacional contra la Corrupción, debido a lo cual ya casi no hay países que hayan quedado fuera de los alcances del monitoreo internacional. Sin embargo, estamos ante la necesidad de emprender una nueva etapa de reformas contra la corrupción. Las que se llevaron a cabo a partir de los compromisos internacionales resultaron muy útiles, pero la corrupción, lo mismo que los virus, muta hacia otras formas y hay que encontrar nuevos medicamentos. Por otro lado, el poder público no puede controlar todo, de manera que necesitamos inutilizar los caminos por los que transita el fraude contra el patrimonio de los ciudadanos.


    Esta vez es necesario quemar las naves, como hizo el expedicionario Hernán Cortés a fin de evitar que sus hombres, amotinados, emprendieran la retirada y esquivaran la lucha contra los aztecas, a los que finalmente controlaron con el apoyo de alrededor de cincuenta pueblos originarios de los alrededores.


    Todo organismo exclusivamente dedicado a generar burocracia innecesaria debe ser suprimido. Por eso es imprescindible la colaboración de todos. El fracaso de las políticas anticorrupción deriva, en numerosas oportunidades, de la creencia de que se trata de una materia específica a cargo exclusivo del órgano pertinente. Es el mejor modo de que todo salga mal. La Administración entera debe comprometerse a revisar sus mecanismos, cada órgano en su área, junto con los responsables de los organismos anticorrupción existentes, a fin de modificar lo que sea necesario para lograr una gestión más transparente, eliminar las trabas y la burocracia innecesaria y facilitar la vida corriente de los ciudadanos.


    Con el consenso adecuado, las dos cámaras del Congreso deberían formar sendas comisiones de ética que revisen si los proyectos de ley que se presentan son susceptibles de generar algún tipo de corruptela y, por otro lado, llevar a cabo la ingeniería legal imprescindible para desarmar el andamiaje que ya existe y que provoca esos efectos perniciosos.


    Ya he explicado de qué modo, mediante el uso de la Blockchain, se puede suplantar buena parte de los trámites que hoy demandan a los ciudadanos firmar papeles, enviarlos por Internet o personalmente, requerir datos que la Administración ya posee para entregarlos a la propia Administración y pasar por innumerables “cabinas de peajes” para aprobar las etapas previas al lanzamiento de un negocio. Y también de qué manera numerosas habilitaciones pueden quedar a cargo de los profesionales que escoja el propio interesado y que reúnan las condiciones que la reglamentación determine, con certificación de su idoneidad por los colegios respectivos. Siempre es mejor inspeccionar después la corrección de las habilitaciones que tener una oficina que intervenga previamente, fuente de demoras y de potencial corrupción.


    Pero ¿qué hacer con los inspectores? ¿Acaso el funcionario que revisa ex post una habilitación aprobada por un profesional privado no podría pedir un soborno para no denunciar una falla?


    El principal problema de las inspecciones consiste en la libertad que tienen los funcionarios a cargo para acudir a un lugar, revisar todo y retirarse sin que necesariamente sus jefes lo sepan. Si en esa visita el inspector encontró irregularidades, pidió un soborno para no denunciarlas y se fue, nadie sabrá que pasó por allí.


    Gracias a la informática —y con mayor razón ahora con la Blockchain— se puede generar un sistema que disminuya de manera significativa las posibilidades de corrupción. El inspector no debería poder ir a donde quiera. Sus jefes o el propio sistema, automáticamente, deberían generarle una agenda de visitas para cada día. Si el inspector acudiere a un local fuera de agenda, las infracciones que labrara en ese lugar tendrían que resultar automáticamente nulas, y eso debe saberlo la ciudadanía. Veinticuatro horas después del día fijado para la inspección, el sistema liberaría de inmediato al público la agenda y el resultado de la inspección. De ese modo, tanto los jefes del inspector como cualquier ciudadano podrán saber qué se verificó o dejó de observarse durante la visita. También el dueño de la empresa inspeccionada conocerá así si su domicilio estaba en la agenda o si puede reclamar la nulidad de la sanción porque no figuraba en el recorrido previsto. Durante una inspección posterior o si un día se descubre una infracción que no haya sido registrada, podremos conocer si por el lugar de la falla alguna vez pasó un inspector, qué día lo hizo y qué observó o dejó de observar.


    A pesar de todas esas medidas, ya no alcanza con el control estatal, de todos modos, necesario. Los controles —específicamente los públicos— requieren contar con muchas personas intachables, insobornables, a quienes se puede incluso someter a un polígrafo como una de las condiciones de su contratación, pero el ser humano a veces cambia su conducta con el tiempo. Eso no significa que no haya controles. Por supuesto, debe haberlos, pero esos controles no pueden proceder únicamente de la Administración Pública.


    Mil ojos ven más que dos


    Los Estados Unidos cuentan con una ley federal llamada False Claims Act, contra los pagos fraudulentos o excesivos que hace el gobierno. Dentro de esa ley existe una cláusula, denominada Qui Tam, que autoriza a los particulares a demandar ante la justicia la restitución del dinero pagado en exceso por la Administración, ya sea a causa de corrupción o de despilfarro. Si el ciudadano que litiga a su propio costo tiene éxito, obtiene una comisión que el juez debe fijar entre el 15 y el 25% del monto de lo que efectivamente se recobró.


    El particular no solo debe denunciar, sino iniciar una acción civil y seguirla con sus abogados para recuperar el dinero, lo cual significa que debe tener cierta disponibilidad de recursos. Por ese motivo, muchos particulares se asocian y forman organizaciones de la sociedad civil encargadas de vigilar al Estado. Son las llamadas watchdogs (perros guardianes). También los grandes estudios jurídicos terminan organizándose para obtener ganancias derivadas de las posibilidades que da esa ley. El gobierno de los Estados Unidos recupera por esta vía entre 3000 y 3500 millones de dólares al año.


    Nada nos impide a las naciones de América latina contar con una norma semejante, que multiplicaría por mil la vigilancia estatal y, de paso, serviría para que los funcionarios pusieran mayor esmero en su trabajo, ante la perspectiva de que un particular descubra una falla que ellos no hayan observado a tiempo.


    Anticipémonos también a las dudas de los escépticos. ¿Existen antecedentes en la Argentina que permitan anular un contrato o un pago realizado y recuperar el dinero?


    El Código Civil, tanto el viejo de Dalmacio Vélez Sársfield como el nuevo, dispone que “puede demandarse la nulidad o la modificación de los actos jurídicos cuando una de las partes, explotando la necesidad, debilidad psíquica o inexperiencia de la otra, obtuviera por medio de ellos una ventaja patrimonial evidentemente desproporcionada y sin justificación”. Y enseguida agrega que “se presume, excepto prueba en contrario, que existe tal explotación en caso de notable desproporción de las prestaciones”.


    Queda claro que nuestras leyes siempre previeron la posibilidad de modificar o anular un acto jurídico cuando existe una evidente desproporción entre el precio pagado y el objeto entregado o el servicio prestado; solo que limita esa acción a quienes hayan contratado en situación de extrema necesidad, debilidad psíquica o inexperiencia. Únicamente falta agregar en esa lista al Estado, porque nada hay más inerme frente a los estafadores que una administración mal defendida o manejada por corruptos. Al mismo tiempo debemos habilitar a los particulares, como lo hace el Qui Tam, para que ellos también puedan demandar la nulidad y retorno del dinero a las arcas públicas. Cada uno de los ciudadanos debe ser considerado un legítimo interesado, porque los desembolsos en exceso del gobierno influyen directamente sobre los impuestos que cada uno paga.


    Por supuesto, si queremos completar ese mecanismo, todos los pagos del gobierno tienen que estar visibles en sistemas modernos de acceso a la información, no en forma general, como ahora, sino en detalle.


    Contratos inteligentes


    En 2013, Vitálik Buterin, un joven programador canadiense nacido en Rusia a quien pronto se asociaron otros programadores de Estados Unidos, Gran Bretaña y Canadá, desarrolló la plataforma informática Ethereum.


    Además de crear una criptomoneda con ese nombre, la nueva empresa fue perfeccionando sus herramientas, que en 2022 lograron superar grandes pruebas de seguridad. Entre las posibilidades que ofrece la red, que funciona sobre Blockchain, está la de los llamados contratos inteligentes (smart-contracts). Esto significa que las cláusulas de los acuerdos que se pacten sobre Ethereum son autoejecutables; es decir que, cumplidas ciertas condiciones, como podría ser el paso de cierto tiempo o el registro de la recepción de un producto, los pagos se disparan automáticamente según lo previsto.


    Ya podemos imaginar la utilidad de esta herramienta para disminuir las posibilidades de corrupción en el desarrollo y ejecución de los contratos del Estado. Un proveedor entrega la mercadería, que puede recibirse mediante el escaneo de un código de barras, y en las fechas previstas el sistema activa la transferencia de los fondos de la Administración Pública al vendedor. Eso evita la manipulación por funcionarios que pagan a unos antes y a otros después, según las “gratificaciones” recibidas. Nuevamente, los escépticos preguntarán qué sucede si el organismo no tiene fondos suficientes en el momento del pago.


    Una solución puede consistir en que el sistema compute en forma automática el pago en el orden previsto y realice el desembolso en el momento en que la tesorería tenga los fondos, sin que sea posible alterar el orden y la transparencia de la operación.


    La seguridad de los proveedores respecto de la puntualidad del Estado en los pagos debería disminuir inmediatamente el precio de los insumos o servicios que le vendan. Ya se sabe que las empresas suelen sobrecargar sus precios cuando hacen sus ofertas a la Administración Pública y no siempre esto ocurre por corrupción. Simplemente, tratan de cubrirse de las demoras en los pagos del gobierno y compensar así la inflación o sus propios costos financieros. Pero si cuentan con la certeza del pago en término, ya no deberían sobrecargar sus ofertas.


    La automatización de las contrataciones facilita muchas otras cosas; por ejemplo, la posibilidad de impedir que se redacten pliegos de licitaciones con condiciones hechas a medida de un proveedor, que se “dibujan” para que una sola empresa pueda ganar. A la vez, la inteligencia del sistema, si vincula —como corresponde— todas las contrataciones de la Administración Pública, puede detectar la existencia de cartelización en las ofertas, que es lo que sucede cuando los proveedores se ponen de acuerdo para decidir quién ganará cada licitación. Un programa inteligente registrará cuánto ofertó cada uno en diferentes licitaciones y comprobará si alguien está subiendo y bajando artificialmente sus ofertas para que otro gane.


    La intervención humana siempre será necesaria, de todos modos, pero se minimiza. Por ejemplo, el organismo a cargo de la integridad de la Administración puede revisar los modelos de pliegos previamente y también hacer una inspección posterior por muestreo.


    Casi no haría falta señalar que los pliegos de licitaciones públicas o concursos de precios deben estar en la web al alcance de todos y no cobrarse un arancel por ellos. La condición de comprar los pliegos tiene todas las desventajas y ninguna ventaja. Por un lado, desalienta la participación de pequeñas y medianas empresas que no quieren arriesgarse a pagar sumas significativas para saber en qué consiste la licitación. Por otro, permite a los funcionarios corruptos saber qué empresa compró los pliegos y llamar después a los gerentes para llegar a un acuerdo.


    Otra cláusula que puede ponerse en vigencia prontamente —y esto también es posible hacerlo por decreto— es la de prohibición de pagar adicionales una vez adjudicado un contrato. Sucede que hay empresas que cotizan las obras por debajo del costo y así dejan a las otras fuera de competencia. Después, en un acuerdo con los funcionarios, van agregando adicionales por diversos motivos y así recuperan la diferencia. El lema debe ser: “Contrato firmado, contrato cerrado”.


    Las reglas de contrataciones públicas están diseñadas por decreto desde hace muchos años, debido a una delegación de la ley, y así se van cambiando. Esto significa que para un gobierno probo también es posible reformarlas por decreto desde el primer instante de su gestión y es necesario hacerlo. Sin embargo, al mismo tiempo debería enviarse un proyecto al Congreso a fin de que esas reglas queden para el futuro en una ley y no resulte tan fácil modificarlas según la conveniencia de los gobernantes de turno.


    En cuanto a la implementación de Blockchain, no es algo que pueda desarrollarse de un día para otro, pero sí se debería lanzar la licitación para programar el sistema, entre los primeros actos de gobierno.


    La mano en la lata


    Otra de las utilidades de Blockchain consiste en su posibilidad de controlar stocks de instituciones gubernamentales y evitar la malversación de bienes por parte de los empleados. Supongamos el caso de un hospital público, en cuyo depósito o farmacia interna reciben cajas de medicamentos y, en ciertos casos, no existen buenos controles sobre la forma en que se manipulan y si se consumen de acuerdo con las necesidades de los internados. En cambio, si los medicamentos que ingresan se registran con un escáner, ya que es posible la trazabilidad absoluta de cada unidad gracias a los códigos de barras de cada caja, podemos saber exactamente cuántas unidades entraron en el hospital. Ya existen programas de Blockchain para los medicamentos, uno de ellos desarrollado por una conocida empresa privada de correos que los transporta.


    A pesar de todo, todavía es posible que un empleado retire medicamentos de la farmacia interna simulando su utilización con los enfermos. Pero esto ya no resultaría tan fácil si la red informática que controla el depósito estuviera coordinada con las historias clínicas, que también deberían figurar en la red del hospital. De ese modo, para hacer posible el retiro de un medicamento, debería existir previamente la prescripción del médico para un paciente determinado. A la vez, el sistema vincularía los medicamentos con las enfermedades que registran las historias clínicas. Si hubiera diez pacientes internados con neumonía, no debería ser posible utilizar las drogas específicas como si los afectados con esa enfermedad fueran cincuenta. Si eso ocurriera, tendría que dispararse una alarma para la auditoría médica y también para los organismos de control.


    El combate a la corrupción consiste en poner barreras a los potenciales defraudadores y, a la inversa, quitar las barreras que frenan a los particulares que quieren trabajar y producir.


    ¡No toquen al testigo!


    Cuando me hice cargo del Ministerio de Seguridad de la Nación generé dos sistemas para facilitar las denuncias de los particulares o de los propios miembros de las Fuerzas de Seguridad Federales. Por un lado, una línea anónima a través de la cual los denunciantes pudieran transmitir lo que sabían sin dar su nombre y, sobre ese canal, un sistema de derivación que registraba cada denuncia y la enviaba a las diferentes áreas de control, según su materia. Si se trataba de una denuncia por corrupción o complicidad con el narcotráfico, iba a la Dirección de Investigaciones Internas; si eran actos de violencia, se derivaban a la Dirección de Violencia Institucional, y si se refería a cuestiones de género, a la Dirección de Violencia de Género.


    Por otro lado, implementé un mecanismo de protección administrativa para aquellos miembros de una fuerza de seguridad que se atrevieran a dar la cara y testificar delante de los funcionarios de investigación. Se trataba de un paraguas administrativo para aquellos que denunciaran. Ellos quedaban en un registro y se comunicaba a las autoridades de su fuerza que no podían ser sancionados ni trasladados sin permiso del ministerio. A veces, después de la denuncia, se los trasladaba con su consentimiento para evitar una difícil convivencia con sus jefes, hasta que concluyera la investigación, pero se les dejaba elegir destino, dentro de cierta gama de posibilidades.


    Por supuesto, los investigadores preferían esta modalidad y no tanto la denuncia anónima. Cuando uno tiene un testigo frente a sí, puede preguntarle y repreguntarle, así como pedirle detalles de los hechos. En todas las investigaciones abiertas a consecuencia de este sistema, el éxito fue del ciento por ciento.


    Resulta necesario ampliar ese mecanismo a toda la Administración Pública. Basta con un decreto el día uno para hacerlo efectivo. La implementación de las oficinas de protección puede demorar un poco más, pero no demasiado.


    Nadie conoce mejor los hechos de corrupción que aquellos que trabajan con el funcionario corrupto.


    Tu patrimonio está en tu contrato


    Los particulares tienen un derecho a la privacidad que los funcionarios no poseen. Al menos, no gozan de él en lo que se refiere a su patrimonio. Desde 1999, a consecuencia de la Convención Interamericana contra la Corrupción y de las normas que se dictaron para cumplir con sus compromisos, los funcionarios de cierto nivel o los que desempeñan determinadas tareas sensibles deben declarar su patrimonio y actualizarlo año por año.


    La relación entre la Administración Pública y el periodismo suscita a veces situaciones no deseadas, porque el valor a declarar es el fiscal, muy inferior al real, al menos en los inmuebles.


    Debido a que el sistema está establecido mediante decretos y resoluciones, ese problema es fácil de solucionar. Los funcionarios deberían declarar únicamente los metros cuadrados que tiene su inmueble, tanto cubiertos como descubiertos, así como la ciudad y la zona o barrio de ubicación. Cualquiera sabe o puede averiguar fácilmente cuánto vale el metro cuadrado en un área determinada. Los investigadores que operan el sistema, además, conocen el domicilio y, tal como lo hacían durante mi gestión en el Ministerio de Seguridad, pueden ver la casa mediante las herramientas que facilitan aplicaciones como Google Maps, Google Earth y Street View, que permiten recorrer una calle y observar las viviendas a través de la pantalla como si se estuvieran mirando desde un automóvil que circula por allí y también desde un dron que toma fotografías desde arriba.


    El patrimonio que excede el valor al que puede accederse mediante los ingresos legítimos del funcionario —tanto los que proceden de la actividad pública como de la privada— debe justificarse para no incurrir en el delito de enriquecimiento ilícito.


    Al comienzo de este capítulo describí cómo atacar la corrupción en sus raíces, antes de que se produzca. Ahora, con la medición del patrimonio, sabemos cómo apuntar contra la corrupción en sus efectos. Es posible que el patrimonio no refleje todo el valor de lo robado; pero hay algo invariable: difícilmente un funcionario corrupto se contenga de gastar en exceso. Es algo inherente a su naturaleza. En términos generales, si pudiera mantener la templanza y la austeridad de un fraile de clausura o de un monje tibetano, no sería corrupto.
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 Al gran pueblo argentino, ¡salud!


    El hospital gratuito del mundo


    La Argentina cuenta con profesionales excelentes en el área de salud. Tanto médicos como enfermeras y técnicos de servicios auxiliares de la medicina son reconocidos y hasta buscados en el mundo por su nivel de formación, su capacidad para resolver dilemas, su creatividad y su vocación de servicio. Esta calidad, sumada a la gratuidad del servicio de salud, es la causa principal por la cual, aun cuando tengamos una estructura hospitalaria deteriorada, sobre todo en su hotelería, se acercan a atenderse residentes de distintos países de Sudamérica.


    La solidaridad con los extranjeros es una actitud loable, mientras no afecte las necesidades elementales de los propios, sobre todo en un campo tan crítico como el de la salud. Al cabo de hablar con los vecinos de diferentes ciudades, uno termina por conocer tantos problemas que, sin la confianza en la posibilidad de resolverlos y sin una perspectiva política, ese conocimiento podría resultar abrumador.


    Hace algunos años, Alberto, un vecino del Conurbano bonaerense, se había quedado sin trabajo y perdió la obra social que lo cubría cuando era un empleado en un supermercado mayorista. En cierto momento se le presentó un persistente dolor abdominal del cual no podía siquiera suponer la causa. Cuando pasaron unos días sin que el dolor cediera, se levantó a la dos de la madrugada, tomó un colectivo, un tren, otro colectivo y llegó al Hospital Fernández a las cuatro, todavía de noche, por supuesto. Se encaminó hacia el puesto de guardia, donde vio una aglomeración de personas esperando. Se acercó a la única con guardapolvo que había cerca de la puerta, le explicó lo que le ocurría y le pidió un número para ser atendido a su turno.


    —Llega tarde —le respondió con amabilidad, pero con cierta picardía, la enfermera.


    —¡Son las cuatro de la mañana! —le contestó asombrado Alberto.


    —Sí, pero los que vinieron de Paraguay están aquí desde ayer y tomaron todos los turnos —le explicó su interlocutora con una amarga sonrisa, al tiempo que le señalaba un micro estacionado cerca de allí.


    Alberto regresó a su casa con el mismo dolor y maldiciendo cada aporte y cada impuesto pagado mientras tenía trabajo y que, aunque no lo advirtiera en ese momento, todavía pagaba con el IVA, cada vez que compraba un paquete de harina o una botella de aceite. No le importaba si sus vecinos paraguayos, que se volverían al día siguiente a su país, pagaban o no el servicio, aunque sabía que no lo hacían. El problema era que él necesitaba ser atendido y debió regresar a su casa sin ver a un médico, cuando era un argentino que había vivido sus 39 años —o buena parte de ellos— sacando plata de su bolsillo para impuestos y cargas sociales. Ni siquiera había una ventanilla para recibir con prioridad a los ciudadanos del país, aunque fuera como atenuante a la injusticia de compartir un servicio con quienes no habían hecho el menor esfuerzo por mantenerlo.


    Como ya lo hemos comprobado durante la pandemia de covid, las injusticias en el terreno de la salud son las más dolorosas.


    Horacio es un médico que atiende en una sala anexa a un hospital del Gran Buenos Aires, en una zona humilde. Cuenta que el 70% de las personas que recibe son extranjeras, de muchas de las cuales no sabe si residen o no en la Argentina. Sin embargo, le llamó particularmente la atención una señora joven que había llegado hacía poco tiempo de Chile y que, mientras se hacía revisar, le contó que había llevado para su madre, al otro lado de la cordillera, drogas oncológicas que le habían regalado en el hospital. Eran drogas de un altísimo valor y la mujer no solo las estaba recibiendo sin pagar, sino que ni siquiera se utilizarían en la Argentina en beneficio de un residente.


    Lo que colmó la paciencia del médico fue que su paciente le dijo, con desparpajo, que ahora estaba viendo la forma de tramitar para su madre una jubilación argentina y que ya le habían indicado que era posible.


    Nunca hemos conocido la otra cara de la moneda. No ha pasado tanto tiempo como para olvidar el caso de un jubilado salteño que en 2022 visitaba Bolivia como turista y fue embestido por un camión en la zona de Cochabamba. Ni el camionero que causó el accidente ni las fuerzas de seguridad quisieron trasladarlo a un hospital de alta complejidad porque querían por anticipado el pago del costo de la ambulancia. El herido murió antes de ser atendido.


    El gobernador de Jujuy recordó, entonces, el convenio de reciprocidad entre la Argentina y Bolivia que él mismo había impulsado cuando a otro ciudadano argentino le pidieron 10.000 dólares por asistirlo en un hospital público, también debido a un accidente. “¡Le cobraron hasta el papel higiénico y no lo atendieron bien!”, aseguró sin exagerar el gobernador, quien además declaró ante la prensa que, en su provincia, el sistema público de salud da servicios a cien ciudadanos bolivianos por cada argentino que los recibe en Bolivia. Esas mismas cifras indican que el Convenio de Reciprocidad no es tan recíproco.


    El diario británico The Guardian publicó un artículo, reproducido por La Nación y comentado en varios medios radiales, que revela que la Argentina se convirtió en uno de los destinos favoritos para el “turismo de maternidad” ruso. En este caso, el programa consiste en el traslado de la mujer embarazada desde Rusia hasta Buenos Aires a fin de que dé a luz y el niño obtenga la ciudadanía argentina, lo cual facilita enseguida la nacionalización de sus padres, la obtención del pasaporte y la posibilidad de ingresar en 171 países sin visa, incluida la Unión Europea, el Reino Unido y Japón. La nota señala que entre 2000 y 2500 familias se mudaron a la Argentina en 2022 y, según lo reconoció el cónsul de Rusia en Buenos Aires, ese número puede crecer a 10.000 en 2023. Por supuesto, alrededor de esta migración se armó un negocio —¡cuándo no!— y hay agencias rusas y argentinas que cobran a las parturientas entre 3000 y 10.000 dólares por el traslado, el servicio de traducción y, según la jerarquía del plan, hasta sesiones de fotografía. Algunas de esas agencias son Parto en el Mundo y Baby.RuArgentina, y hasta hay un grupo de chat de 3000 miembros llamado “Parir en la Argentina”, donde se intercambian experiencias sobe los mejores lugares para el nacimiento. Las únicas personas para las que este movimiento no es un negocio son los contribuyentes argentinos. Un parto en un sanatorio cuesta cientos de miles de pesos y en los hospitales los atienden sin costo para el interesado.


    La obstetra del Hospital Rivadavia declaró en un programa radial que lo único que están pidiendo ahora es que, quienes no hablan inglés, vengan con un traductor. Cuando no lo hacen, los médicos y enfermeras cargan con el esfuerzo suplementario de hacerse entender por personas que hablan ruso o alguna otra lengua, según el caso. Por de pronto, en los pasillos ya hay letreros en ruso.


    Vale preguntarse por qué, si alguien pagó 10.000 dólares a una agencia —como es el caso de la mayoría—, no podría desembolsar aunque sea 1000 dólares en favor del hospital público donde fue atendida, si el sistema se organizara con ese propósito. Es verdad que no todas las mujeres rusas van a hospitales y algunas acuden a sanatorios pagos. En cualquier caso —y ya fuera del problema de la salud—, debemos encender una alerta sobre la facilidad con la que se obtiene un pasaporte argentino e incluso la nacionalidad. Hasta hace un tiempo, para la obtención de la nacionalidad, además de la residencia, se pedía algo tan simple como saber cantar el Himno Nacional y recitar el Preámbulo de la Constitución y su artículo 14. Ahora, ni siquiera eso. Queda fuera el caso de los refugiados por guerras internacionales o civiles, evaluada bien su situación.


    Las facilidades que hoy tenemos para entrar sin visa en muchos países podrían terminarse en la medida en que demasiadas personas procedentes de otros Estados que amparan el crimen organizado utilicen el pasaporte argentino.


    No podemos ser el seguro médico gratuito de América del Sur y, mucho menos, del mundo. No es justo. Primero están las personas —argentinas o extranjeras— que verdaderamente residen y trabajan en nuestro país. No se trata únicamente de que el servicio sea pago o gratuito, sino que el número de plazas de un hospital es limitado.


    En Perú, todos los residentes deben estar asociados a algún sistema si quieren recibir atención médica. Ese sistema puede ser público, privado o mixto. El ciudadano peruano puede ir a un hospital público, estar afiliado a lo que acá conocemos como prepaga o incluso contar con un seguro general, posiblemente de las mismas compañías que uno contrata para el automóvil, pero que tenga una sección que cubra los gastos de salud. Quien no puede pagar su afiliación recibe a un visitador social del gobierno, que comprueba su residencia, su necesidad económica y, si corresponde, el Estado le da una afiliación sin cargo al sistema público; pero el beneficiario debe estar asociado y registrado. Por cierto, allá hay quejas por los alcances y la calidad del servicio de salud, pero ese es otro tema que no deberíamos sufrir en nuestro país.


    Aquí no sabemos de dónde viene un paciente, cuánto tiempo hace que está en la Argentina, si tres años o veinticuatro horas, y lo atendemos sin preguntar, aunque no se trate de una emergencia.


    La realidad es que todos los países de los cuales llegan las visitas requiriendo atención sanitaria están hoy en mejores condiciones económicas que la Argentina. No hay razón para que tengamos que cargar con los costos de otros Estados.


    La Dirección Nacional de Migraciones debería estar conectada en tiempo real con una red de salud nacional que tenga un sistema informático entrelazado con las provincias y municipios. De esa manera podría saberse cuánto tiempo transcurrió desde que alguien cruzó la frontera y si ingresó únicamente para utilizar los servicios de salud gratuitos. Mientras un sistema así se construye, algo que no debería demandar mucho tiempo y que puede hacerse por etapas, la Dirección de Migraciones podría dar acceso a su banco de datos o responder un informe en línea a los hospitales públicos de cada jurisdicción sobre el momento de ingreso en nuestro país del paciente que desea atenderse y si es o no residente en la Argentina.


    Como ocurre en tantos países a los que muchos de nosotros alguna vez viajamos, a todo aquel que ingresa en la Argentina debería exigírsele la contratación previa de un seguro de salud. Fuera de las emergencias, un extranjero no residente que deseara atenderse en el sistema público argentino debería presentar, antes de su ingreso en el territorio, un contrato prepagado de la práctica a realizar, siempre que hubiera disponibilidad en el hospital.


    Con un sistema de salud codiciado, a pesar de sus fallas, como es el argentino, no sirven los convenios de reciprocidad. Sería algo así como si pretendiéramos tener un convenio de reciprocidad con los Estados Unidos o Canadá en materia de visas de trabajo.


    Cuando uno señala estas cosas, del más elemental sentido común, pronto llueven las acusaciones de chauvinismo, como si se tratara de eso. Parece que resulta difícil comprender que la salud no es algo gratuito, que aquellos que pagan impuestos son quienes sostienen los sueldos de los médicos, de las enfermeras, del personal administrativo de un hospital público y también los medicamentos que se utilizan. ¿Acaso hay muchos que sumarían a un extranjero a su propio plan de medicina privada en iguales condiciones que su familia? Seguramente no, porque en ese caso existe una conciencia de lo que vale la cobertura de salud. Es lo mismo que cuesta en el hospital público, solo que allí no vemos cómo se gasta nuestro dinero.


    La Argentina ha quedado en un estado económico catastrófico debido al populismo. No puede darse el lujo de emplear los pocos recursos que le quedan en dispensar pródigamente hacia el exterior lo más elemental que el Estado puede dar a sus ciudadanos, la atención de salud. Por otro lado, nuestros médicos están agotados, en todo sentido, después de la pandemia de covid. No parece humano multiplicar su trabajo con la atención a migrantes transitorios.


    El sistema de salud o la salud del sistema


    La Argentina posee una estructura de salud desordenada y con bastante desaprovechamiento de recursos. Por un lado, está el sistema público, que comprende los hospitales y centros de salud nacionales, provinciales y municipales. Por otro, el llamado universo de la seguridad social, compuesto por las obras sociales sindicales, que forman parte de la atención privada de la salud, pero resultan obligatorias para todos los trabajadores en relación de dependencia. También el PAMI, destinado a jubilados y pensionados y, en los últimos tiempos, a titulares de ciertos planes sociales, está incluido en el servicio de seguridad social. Y, además, las obras sociales provinciales y las que atienden a cierto grupo de personas que las sostuvieron con un aporte especial, como las de algunas fuerzas de seguridad o las destinadas al personal de una fuerza armada.


    En el segmento de mayores recursos figuran las denominadas “prepagas”, que suelen ofrecer los mejores sanatorios privados, pero cuyas cuotas mensuales son cada vez menos accesibles para los ciudadanos que quieren contratarlas.


    El gasto de salud de la Argentina alcanza al 9,4% del PBI, una magnitud de la cual el 2,7% corresponde al sector público; el 3,9%, a la seguridad social, y el 2,8% restante, al gasto privado o de bolsillo. De cualquier modo, debido al desorden en materia de administración, estas cifras no resultan demasiado confiables y uno de los primeros pasos debe consistir en determinar con precisión los gastos y sus fuentes de financiamiento.


    A la nación le ha quedado poca infraestructura bajo su control: el Hospital de Clínicas, anexo a la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires; el Hospital Posadas y el Hospital Pediátrico Garrahan, cuya administración comparte con el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Todo lo demás pertenece al orden provincial o municipal y, por tanto, los prestadores de salud están exclusivamente controlados por las respectivas jurisdicciones. También el PAMI pertenece al orden nacional, aunque bajo el sistema de seguridad social, como una obra social más.


    El universo gremial se compone de aproximadamente 300 obras sociales, cada una de las cuales se financia con los aportes obligatorios que le descuentan al empleado de sus remuneraciones, más el aporte patronal. Pero además están las obras sociales provinciales.


    El resultado de ese rompecabezas es que no existe información integrada sobre la salud de la población ni una evaluación centralizada de la salud pública, todo eso agravado por un gran desaprovechamiento de recursos, debido a gastos que se superponen para los particulares que, de un modo o de otro, tienen que pagar una, dos y hasta tres veces por su salud.


    Un segundo resultado, más grave, consiste en que el sistema de salud, público y privado, está colapsado. Los médicos, hastiados de los bajos salarios y de las limosnas que reciben de las prepagas, están saliendo de cualquier tipo de organización hacia una atención netamente privada, con los particulares pagándoles directamente sus honorarios, como ocurría hace sesenta años, solo que ahora la medicina es mucho más compleja.


    Por su lado, el Estado quiere obligar a las prepagas, justamente las organizaciones que alivian los gastos gubernamentales, a cubrir requerimientos de pacientes que, en general, se corresponden con lo que se denomina “derechos de tercera generación” y que no figuraban en el contrato originario entre el prestador y el cliente. Resulta paradójico que las leyes obliguen al sector privado a atender lo que no se hace o no se hace bien desde el propio sector público, cuando la cobertura no es más que un acuerdo entre dos particulares.


    Mientras tanto, el gobierno nacional ignora lo que hacen los gobiernos provinciales en materia de salud, a pesar de sus transferencias de fondos para que ellos cumplan con una multiplicidad de programas.


    Lo que debemos atender desde el primer día es la salud del sistema, porque es el propio sistema de salud el que está enfermo.


    Orden y libertad


    Resulta obvio que no puede ordenarse semejante enredo de un día para otro, pero sí es posible enviar al Congreso, en las primeras horas, un proyecto de ley-marco destinado a conseguir acuerdos con las provincias para la unificación del empadronamiento de todos los habitantes y también la centralización de las historias clínicas. Ese solo paso ya aparejaría varios beneficios, una vez que se logre unificar la red. De ese modo se sabría quién paga cada gasto y quién presta el servicio, incluyendo todas sus modalidades, y de qué manera se atienden las necesidades de la población.


    Ya sea que una persona esté cubierta por el universo hospitalario de la salud pública nacional, provincial o municipal, por una obra social gremial o por su servicio médico privado, tendría un número de empadronamiento único en el sistema de salud general, una tarjeta de cobertura de salud y una historia clínica que debería poder leerse desde cualquier centro sanitario, público o privado, con las limitaciones lógicas de preservación de datos confidenciales.


    El gobierno nacional deriva fondos a las provincias para atender diferentes programas de salud. Tiene entonces la posibilidad y el deber de exigir un Programa Médico Obligatorio mínimo para todo el país, con un plan materno-infantil, otro de emergencias sanitarias, otro de vacunación, etc. Y también controlar que esto se cumpla, porque para eso se enviaron los recursos.


    Hoy enternece el corazón observar la falta de atención a los chiquitos de muchas provincias del interior, descuidados en su salud, a gran distancia de cualquier centro médico, sin agua potable ni condiciones de higiene mínimas. Mientras tanto, vemos a funcionarios provinciales utilizar los aviones sanitarios para sus viajes políticos y nos subleva comprobar con cuánto menos de lo que se gasta en combustible para esos viajes —¡ni hablar del costo de las aeronaves!— se podrían solucionar tantos problemas elementales.


    La extensión y los contrastes demográficos en el territorio argentino hacen necesaria una regionalización de los servicios de salud, de manera de formar grupos de provincias y municipios que puedan atender como un conjunto los problemas de los habitantes de la región, según las capacidades del momento. Esto haría posible, por ejemplo, que si un hospital de Tucumán tuviera su disponibilidad colmada para una internación, el paciente pudiera ser derivado a otro de Santiago del Estero o de Salta. Lo mismo si se requiriera un equipamiento especial.


    Una discusión que explota cada tanto en los medios —y cuya conclusión no aparece tan clara como en el caso de los tours sanitarios— está dirigida a los estudiantes que vienen del exterior a cursar carreras en las universidades públicas y gratuitas de la Argentina. Quienes critican esa facilidad sostienen que esos estudiantes se benefician con una estructura y un servicio que ni ellos ni sus padres pagaron con sus impuestos. Los que defienden el statu quo argumentan que ellos enriquecen a los estudiantes argentinos mediante el intercambio cultural que se produce en las aulas.


    ¿Por qué no aprovechar esta situación para cubrir un déficit de profesionales que nuestro país tiene en muchas de sus provincias? ¿No podrían los extranjeros que llegan exclusivamente a estudiar en una facultad de medicina pública firmar, antes de comenzar, un contrato por el que se comprometan a trabajar uno o dos años como residentes en hospitales donde haga falta personal, a cambio de una remuneración? Se establecería, de ese modo, un beneficio mutuo y se llenaría un vacío, al menos en el campo de la salud.


    Si los problemas del Estado se ordenan desde el Estado, los privados se resuelven desde la libertad, que es la mejor manera de hacer que las cosas se acomoden de acuerdo con el mérito de cada uno. Cualquier ciudadano debería poder elegir, sin límites, la obra social a la que quiere pertenecer, dentro del universo gremial, con un mecanismo de compensación económica para las que reciban afiliados que aporten menos que los socios naturales. De esa manera, las más eficientes serían retribuidas con mayores ingresos.


    Además, quienes contratan seguros privados de salud deberían poder desgravar de sus impuestos la totalidad de lo que pagan por ellos, ya que le están ahorrando dinero al Estado al no utilizar sus servicios. Y, por supuesto, debemos volver a la libertad de contratar, sin que el gobierno ni la justicia puedan imponer a las “prepagas” algo que no estaba pactado en el acuerdo inicial con el cliente.


    Lo mismo que en muchas otras áreas, no se trata de gastar más, sino de emplear mejor los recursos del presupuesto que ya están destinados a la salud y evitar la corrupción del sector público y de la seguridad social. Si hacemos esto, la Argentina puede contar en pocos años con un sistema de salud modelo para los ciudadanos y para quienes realmente lleguen a trabajar a nuestro país.


    Mil días de un niño


    La salud es un objetivo primordial en todos los escenarios, pero hay una etapa cuya desatención es imperdonable, la de los primeros mil días de un niño, los cuales resultan de la suma de 270 de embarazo, 365 del primer año y 365 del segundo. Durante ese período, como la ciencia ha probado, se determina la formación de los niveles más complejos en las dimensiones motrices, intelectuales, emocionales, afectivas y sociales.


    En la vida intrauterina, las neuronas se dividen activamente a razón de 250.000 por minuto. Al momento de nacer, el cerebro ya está formado y posee prácticamente el total de sus neuronas, pero todavía es funcionalmente inmaduro, ya que alcanza su potencial completo a los 16 años. Sin embargo, a los dos años, la actividad metabólica llega a niveles semejantes a los del cerebro adulto. Esto significa que ya está listo para adquirir mayores conocimientos de los que normalmente recibe y que queda una enorme capacidad para ser aprovechada en beneficio del futuro de ese niño.


    Durante esos primeros mil días, el cerebro se “cablea”. Cada neurona, de las 100.000 millones a 140.000 millones que tenemos en la corteza cerebral, emite hasta 15.000 “cables”. Esos cables se conectan con los de las otras neuronas y le dan a la persona la inteligencia, la memoria y el desarrollo pleno de todas las funciones motrices e intelectuales.


    Por eso, si no se cuida el crecimiento cerebral durante ese período, estaremos cometiendo una injusticia y tendremos siempre una nación subdesarrollada. Si, en cambio, aprovechamos esos mil días para procurar que el niño reciba la nutrición y los cuidados adecuados, que incluyen también el afecto y la estimulación, estaremos en camino de alcanzar niveles de desarrollo similares a los de las grandes naciones.


    Además de estas razones, de pura justicia, la nutrición en esos primeros mil días ahorra recursos futuros en la atención de la salud, en educación y en seguridad. De acuerdo con un trabajo realizado en la universidad británica de York, estos programas terminan en un ahorro para el Estado de 1000 dólares por niño.


    El Estado nacional debe encarar esta misión desde el primer momento. No lo puede hacer directamente, sino a través del apoyo mutuo con las provincias, los municipios y las organizaciones de la sociedad civil con experiencia en la materia.


    El municipio de San Miguel atiende desde hace tiempo un programa de estas características y podría compartir con otros su experiencia.


    La fundación de Lionel Messi, nuestro campeón mundial, distribuye 15.000 desayunos diarios a los niños de Mozambique, uno de los países más pobres de África, y lo hace silenciosamente por medio de la obra del sacerdote argentino Juan Gabriel Arias, radicado desde hace muchos años en ese continente postergado.


    Del mismo modo, asociaciones como Conin, que trabaja en la Argentina y en Chile con la nutrición infantil, desarrollan una tarea extraordinaria. En Chile, por ejemplo, la mortalidad infantil tiene tasas más bajas que en Estados Unidos. No hay motivos para que aquí no lleguemos a los mismos niveles.


    “Tenemos ministerio”


    Durante el gobierno de Mauricio Macri, el Ministerio de Salud fue convertido en secretaría. Nada cambió respecto de las funciones que podía cumplir. Existen direcciones en la estructura del Estado —ni siquiera secretarías o subsecretarías— con misiones importantísimas que son desempeñadas diligentemente. Sin embargo, el kirchnerismo —por entonces en la oposición— utilizó ese cambio para la agitación y la protesta, bajo el argumento de que se descuidaba el área de la salud. Cuando ellos volvieron al gobierno, restituyeron a Salud la categoría de ministerio y todos los militantes que incorporaron a la planta de ese organismo cantaban frente a su flamante y sonriente ministro: “¡Ministerio, tenemos ministerio…!”.


    Nunca hubo una gestión de salud tan desastrosa. Como ya es sabido, la Argentina tenía la oportunidad de adquirir 14 millones de dosis de las vacunas Pfizer a un precio preferencial, por haber consentido en ser un país de prueba durante el primer año de la pandemia de covid. Miles de voluntarios argentinos se habían sometido al experimento que el famoso laboratorio desarrolló en tiempo récord y concurrieron al Hospital Militar a aplicarse una vacuna de la que todavía no se conocían sus efectos. Sin embargo, el gobierno, con un argumento carente de todo sustento, desechó esa enorme facilidad de comprar aquellas vacunas y adquirió, en cambio, la Sputnik, que le vendió Rusia, y la Astra-Zeneca, comprada mediante un intermediario que ya había hecho negocios con el Estado. Tiempo después, Rusia se negó a vender a la Argentina la segunda dosis de la Sputnik, que era diferente a la primera. Por tanto, la primera aplicación resultaba poco menos que inútil y el stock de otras vacunas no alcanzaba. El ministerio debió salir a comprar la vacuna Pfizer, pero esta vez a otro precio que no era el preferencial. Murieron más de 130.000 personas, muchas de ellas a causa de la inacción oficial.


    Como si aquel desastre hubiera resultado insuficiente para la paciencia de los argentinos, tomó estado público la existencia de un “vacunatorio vip”, en el que conocidos amigos del gobierno recibieron sus dosis con prioridad a la población mayor de 60 años y a otros grupos vulnerables.


    Para completar la burla al pueblo argentino, encerrado exageradamente durante la cuarentena más larga del mundo, a punto tal que aquellas restricciones resultaron fatales para muchas personas, trascendieron las imágenes de una fiesta de cumpleaños de la que participaron el presidente y su compañera en la quinta presidencial de Olivos, junto con un numeroso grupo de amigos.


    Situaciones como estas no deben repetirse. El Estado cuenta con los datos de nacimiento de todas las personas y, mediante la unificación de las historias clínicas, puede saber también quiénes están en situaciones de riesgo. El orden de vacunación —cualquiera sea la epidemia a la que haya que hacer frente— debe ser automático, sin que una persona física intervenga para conceder privilegios, salvo cuando un requerimiento motivado en estrictas razones de salud lo justifique. Y, fundamentalmente, un ministerio de Salud tiene que desarrollar programas preventivos y contar con el stock necesario de medicamentos antes de que se presenten las contingencias críticas.


    Un gobierno respetable y respetado puede negociar con los laboratorios en otras condiciones, sin exigencias injustificadas y a precios razonables, sobre todo si no se compran las drogas cuando el agua nos llega al cuello.


    Y, por cierto, la autoridad nacional de salud puede convocar —y esto es posible hacerlo de manera muy rápida— a los ministerios de Salud de todas las provincias a integrarse en un consejo, donde se discuta y controle la aplicación de las políticas para todo el país.


    Tendremos ministerio, bajo esa u otra forma institucional, pero lo importante no son los nombres sino las funciones que cumplan sus autoridades, el sistema que adopten y el modo en que desempeñen su importantísima misión, una de las pocas cruciales que un Estado debe mantener.
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    Los laureles que supieron conseguir


    Como se nos ha dicho tantas veces, hubo un tiempo en el que la Argentina fue grande, una época en la que figuraba entre los diez países más importantes del mundo y trataba a las grandes potencias de igual a igual. Esa grandeza no se debió tanto a un programa económico como a la extraordinaria política exterior puesta en marcha por los sucesivos gobiernos desde comienzos del siglo XX.


    El embajador Juan Archivaldo Lanús, al describir un panorama de aquellos años, fundamenta como nadie este juicio sobre las causas de nuestro surgimiento. “La gran política del Estado argentino —asegura— fue su política exterior. Casi todo lo demás es aleatorio, cambiante y por supuesto decepcionante a juzgar por lo que ocurrió con el funcionamiento del sistema político”. Y esto pudo comprobarse a partir de 1929, cuando la crisis mundial originada en la caída de la bolsa de Nueva York alcanzó a todas las grandes naciones, pero la Argentina, simultáneamente, logró triunfos excepcionales y el desempeño de su economía resultó muy superior a la de la mayor parte de las naciones europeas e incluso a la de los Estados Unidos.


    Todavía en la Argentina duraba la alegría que se había despertado en el pueblo hacia 1910, entusiasmado por la pujanza que ya proyectaba a la nación como un gran país. Para el festejo del centenario en mayo de ese año, además del tradicional Tedeum en la Catedral y de la función de gala en el Teatro Colón, se organizó un majestuoso desfile militar acompañado por las fuerzas de las mayores potencias. Abrieron el desfile los marines de los Estados Unidos, siguieron los militares franceses, los soldados del Imperio Austro-Húngaro, las unidades de Italia, Alemania, Japón, España, Portugal, Uruguay y Chile. Y, por supuesto, desfilaron nuestras tropas, aclamadas por una multitud de decenas de miles de ciudadanos.


    En 1920, nuestro producto bruto per cápita estaba por encima del de Alemania, Francia, Italia y Japón. La escritora ruso-estadounidense Ayn Rand, quien en su famosa novela La rebelión de Atlas muestra cómo todos los países se iban sumando a una ola estatizante a partir de 1930, deja a salvo —al menos inicialmente— a la Argentina y su prosperidad.


    A pesar de las denominadas “preferencias imperiales”, que a partir de 1929 orientaban la política comercial de Inglaterra hacia sus colonias, la diplomacia argentina consiguió que Gran Bretaña continuara comprando productos a nuestro país.


    La influencia de la Argentina era tan grande que nuestro canciller, Carlos Saavedra Lamas, consiguió poner fin a la confrontación entre Paraguay y Bolivia en la llamada Guerra del Chaco, un resultado que no había podido obtener la Sociedad de Naciones, antecesora de la Organización de las Naciones Unidas. Con una diplomacia magistral, maniobró entre los contendientes y también con los países dispuestos a dar su apoyo, como Estados Unidos, Brasil, Uruguay, Chile y Perú. El grupo mediador se constituyó en Buenos Aires durante la presidencia de Agustín P. Justo y, después de innumerables esfuerzos, consiguió el cese hostilidades en 1935. Al año siguiente, en Estocolmo, se anunciaba el Premio Nobel de la Paz para el canciller argentino Carlos Saavedra Lamas por su actuación para poner fin a la contienda, que había durado más que la Primera Guerra Mundial.


    El liderazgo que nuestro país había ganado en el continente a consecuencia de la habilidad de su diplomacia motivó al presidente de los Estados Unidos, a la sazón, Franklin Delano Roosevelt, a escribir una carta al presidente argentino, el general Agustín P. Justo, que había llegado con apoyo militar a las elecciones, después del golpe contra Hipólito Yrigoyen. Por medio de esa nota le proponía una reunión en Buenos Aires a fin de aunar esfuerzos para hallar un mecanismo que asegurara la paz en el hemisferio. El general Justo aceptó la propuesta y Roosevelt decidió trasladarse a Buenos Aires, para lo cual emprendió un largo viaje en el acorazado Indianápolis, junto con el secretario de Estado, Cordell Hull, y su adjunto, Sumner Welles.


    Desde la altura de la localidad de Maldonado, en Uruguay, el Indianápolis fue escoltado por dos buques acorazados y cuatro torpederos de la Armada Argentina. En la Plaza de Mayo, una multitud de 100.000 personas aclamó a ambos presidentes.


    Lamentablemente, en esa oportunidad, la Cancillería argentina no se sumó a la iniciativa de crear un mecanismo regional para la resolución de conflictos; pero la importancia que se atribuía a la posición de nuestro país demostraba su peso en el mundo. Sin embargo, el 4 de julio de 1937, Saavedra Lamas dio su apoyo a la doctrina Monroe. Así y todo, Gran Bretaña y los Estados Unidos competían, a través de sus respectivos representantes diplomáticos y comerciales, por el mercado local y las preferencias aduaneras de la Argentina.


    Simplemente, como sendas notas de color, basta con señalar, en primer lugar, que el Banco de Boston, emplazado en 1917 en la calle Florida y Diagonal Norte, de la ciudad de Buenos Aires, fue la primera filial del Bank of Boston fuera de su lugar de nacimiento. El Bank of Boston surgió en 1903 como continuación del Bank of Massachusetts, fundado en 1784. Es decir que Buenos Aires fue elegida como asiento de ese importante banco no solo con preferencia a cualquier otro país, sino incluso con prioridad a otras ciudades de los Estados Unidos. Algo similar ocurrió con las famosas tiendas Harrods, que se instalaron en nuestra capital en 1914, a la altura de Florida al 800. En este caso se trató de la única sucursal fuera de Londres.


    Lamentablemente, las pésimas políticas de nuestros gobiernos terminaron con la venta del Banco de Boston, poco después de la crisis de 2002, y por diversas circunstancias se produjo el cierre de las tiendas Harrods, cuyo edificio permanece deshabitado hasta hoy.


    La generación del 80 y, sobre todo, los gobiernos que siguieron al primer centenario, con sus aciertos y sus errores, supieron mantener a la Argentina como un país respetado y consultado en el mundo. ¿Quién consulta hoy a la Argentina a menos que se trate de acuerdos bilaterales, cada vez menos frecuentes? Y los convenios y entendimientos en los que el Estado argentino se involucra nos vinculan con los parias del planeta, con aquellos gobiernos a los que sus propios pueblos desprecian o aborrecen por el tratamiento tiránico al que los someten.


    Desafortunadamente, los laureles que otros supieron conseguir no son eternos, como añora nuestro Himno Nacional. El Himno, bien entendido, exhorta a nuestra acción a preservar esas glorias pasadas y no, como lo expresa el dicho popular, a dormirnos en los laureles.


    La confianza perdida


    “Muchas cosas pierde el hombre/ que a veces las vuelve a hallar,/ pero les debo enseñar/ y es güeno que lo recuerden:/ si la vergüenza se pierde,/ jamás se vuelve a encontrar”. Así inmortaliza José Hernández una sabia lección de su obra Martín Fierro, emblema máximo de nuestra literatura gauchesca.


    Con la confianza ocurre algo parecido, tal vez no de una manera definitiva, pero resulta claro que cuesta mucho ganarla, se pierde en un minuto por malas decisiones y recuperarla demanda un esfuerzo bastante mayor al empleado para obtenerla por primera vez.


    Muy pocos podrán negar que el kirchnerismo, representación máxima del populismo demagógico e irresponsable en la Argentina, hizo todo lo posible para perder la confianza del mundo y lo logró. A pesar de su alarde con su denominada “política de derechos humanos”, apoyó a las dictaduras más sanguinarias de América, como la de Nicolás Maduro en Venezuela y Daniel Ortega en Nicaragua, acusados de terribles ultrajes contra los opositores, que llegan desde el encarcelamiento hasta la tortura y las ejecuciones atroces.


    El informe de las Naciones Unidas sobre Venezuela, emitido en septiembre de 2022, se refiere a golpes con palos u otros objetos contundentes, asfixia con bolsas de plástico, toneles de agua o sustancias químicas, descargas eléctricas, amenazas de muerte, violencia sexual, desnudez forzada en exposición a bajas temperaturas, encadenamientos en posición de crucifixión y otros crímenes aberrantes que deberían haber escandalizado a todos y, especialmente, a quienes hicieron ostentación de su “política de derechos humanos”.


    Por otro lado, los sucesivos gobiernos de los Kirchner no emprendieron una lucha contra el narcotráfico y el terrorismo, del mismo modo que el de Alberto Fernández interrumpió la que, desde el Ministerio de Seguridad, veníamos manteniendo contra el crimen organizado. También incumplieron acuerdos con los organismos multilaterales; paralizaron las gestiones que habíamos propiciado para ingresar en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE); malograron las relaciones con el Mercosur; derrocharon diatribas contra los países desarrollados a los que después tuvieron que acudir por ayuda con la cabeza baja; hicieron todos los intentos posibles de manipulación de la justicia; alteraron las estadísticas; perdieron mercados externos en su afán de combatir al campo, y nos avergonzaron con sus discursos infantiles, ridículos e irresponsables en los foros internacionales.


    En noviembre de 2005, la Argentina fue sede de la IV Cumbre de las Américas, que se llevó a cabo en Mar del Plata. Era una oportunidad extraordinaria para nuestro país, como lo fue años más tarde el G20, durante nuestro gobierno, cuando todos elogiaron la organización y la seguridad de la que estuvo rodeado el encuentro, que no la consiguieron siquiera en Alemania.


    En la Cumbre de 2005, casi todos los gobernantes del continente se encontraron en nuestra majestuosa ciudad balnearia y la Argentina podría haber aprovechado la ocasión para tejer, al margen de las reuniones oficiales, acuerdos beneficiosos para el pueblo y mostrar una imagen civilizada ante el mundo. En lugar de eso, Néstor Kirchner, por entonces presidente y anfitrión, se sumó a una contracumbre con Hugo Chávez y Evo Morales, donde lanzaron sus consabidos insultos contra Estados Unidos, mientras el presidente George W. Bush estaba presente como invitado. Esto ya no se trataba de una cuestión ideológica, sino del sentido más elemental de educación y hospitalidad. Era como si alguien hubiera invitado a un grupo de socios a su casa y, mientras recibía a unos en el living, se hubiese juntado con otros para hablar mal de ellos en la cocina. Una muestra, por un lado, de la pésima educación y del mal gusto que demostró siempre el kirchnerismo y, por otro, de la falta de frenos cuando de dinero se trata.


    No demoramos demasiado en saber los negocios que habían tejido Néstor Kirchner y sus adláteres con Venezuela, algo que el entonces presidente antepuso siempre a los intereses más importantes de la nación. A esto se sumaron las divergencias con España por la estatización de Repsol y de las multas políticas a los concesionarios de autopistas; los problemas con los Estados Unidos por la apertura de las cajas con material sensible en el aeropuerto de Ezeiza —lo cual hasta motivó una intervención del entonces presidente Barack Obama—; con Chile, por la negativa de extradición de terroristas a ese país o el corte unilateral del gas de un día para el otro; con Uruguay, por la cuestión de las papeleras.


    Nadie podrá negar que perdieron la vergüenza, si es que alguna vez la tuvieron, y arrastraron en su descaro a la Argentina hacia el oprobio. Por eso, quienes no hemos extraviado la vergüenza tenemos el deber de recuperar la confianza para nuestro país, lo cual demandará un esfuerzo importante.


    Existen dos maneras de recobrar la confianza de un país. Por un lado, con hechos sucesivos de responsabilidad institucional y acciones civilizadas en materia de política exterior. Desde ya, esta vía debemos seguirla, pero demanda tiempo. No van a volver a creernos por una o dos acciones sensatas que llevemos a cabo. Ya confiaron en nosotros por ese camino y defraudamos al mundo. La otra manera, que nos ahorrará tiempo, es la firma de tratados internacionales que, como nuestra Constitución lo dispone, están por encima de la ley, de modo que su cumplimiento es obligatorio y cualquier disposición en contrario puede ser declarada nula.


    Esas dos vías deben extenderse en forma paralela. No nos creerán enseguida solo por nuestras buenas actitudes ni se puede confiar en quien se compromete mediante la firma de acuerdos, pero gobierna alocadamente en la dirección contraria. Pero sí, en cambio, creerán en un gobierno compuesto por gente seria, que firme inmediatamente los tratados que protejan la libertad y la propiedad, contra la voracidad de los futuros aspirantes a déspotas, y que comience, desde el primer día, a actuar en consecuencia de la conducta que se espera de ellos.


    Volver al mundo


    Durante la gestión del presidente Mauricio Macri se firmó el tratado de comercio entre el Mercosur y la Unión Europea, que el gobierno de Alberto Fernández abandonó, en un absurdo giro contra los intereses argentinos.


    Las negociaciones llevaban veinte años, pero el buen entendimiento entre Macri y el presidente de Brasil y la habilidad del canciller Jorge Faurie consiguieron en muy poco tiempo lo que nadie había logrado hasta entonces. Precisamente, en una de las últimas reuniones, que se llevaron a cabo en la Argentina, los europeos no cedían en sus posiciones y exigencias que hacían difícil, para nosotros, un intercambio comercial justo. En ese momento, Faurie, quien ejercía la presidencia del Mercosur, dio por terminado el encuentro, se levantó y abandonó el recinto. Detrás de él salieron los demás representantes americanos. Fue entonces cuando los negociadores de la Unión Europea le pidieron que volviera y entre todos consensuaron el texto que finalmente se firmó, ya sin esas trabas inconvenientes para nuestros intereses.


    Ese acuerdo crea un mercado de 778 millones de habitantes y, por medio de él, la Unión Europea se compromete a liberalizar el 92% de las importaciones procedentes del Mercosur, con un calendario muy ventajoso para nuestros países. Mientras nuestras exportaciones entrarían libremente en Europa en términos breves, la obligación de liberalizar el ingreso de productos europeos tiene plazos graduales.


    También es fundamental el acuerdo de la Organización Mundial del Comercio (OMC), que contiene cláusulas para asegurar la libre y leal competencia comercial entre los países, incluyendo el Acuerdo Marco para las Compras Gubernamentales, sobre transparencia en las adquisiciones y contrataciones de los gobiernos. Además, hay cláusulas sobre medio ambiente, como las tienen otros tratados. Nosotros debemos aceptar todas aquellas exigencias ambientalistas que sean razonables y no respondan a una neurosis que culpe a las vacas del efecto invernadero, algo que —por otro lado— claramente favorece los intereses de los productores de Europa, subsidiados muchos de ellos por sus gobiernos. Debemos posicionar a la Argentina como un país que preserva la naturaleza, pero no aceptar condiciones que operen contra nuestros intereses, ni en agricultura ni en ganadería ni en la minería ni en materia de pesca, porque ninguna nación dispara contra sí misma, aunque con el gobierno de los Kirchner ese principio podría ponerse en duda.


    Y, fundamentalmente, urge impulsar nuestro ingreso en la OCDE, a la que el presidente Macri con tanta insistencia pidió que la Argentina fuera invitada. Lamentablemente, la invitación llegó justo con el cambio de gobierno y la gestión de Alberto Fernández respondió a ella con preguntas, en lugar de dar un “sí” estridente, como debió haber ocurrido.


    El ingreso en la OCDE representa un sello de calidad que nos permitiría comerciar con cualquier país sin que nuestra contraparte dude de la seriedad del Estado nacional, como si se tratara de una “norma IRAM” mundial. Brasil está en camino de entrar en la organización y tiene un grupo de trabajo exclusivamente dedicado a adecuar sus políticas e impulsar el camino hacia ese objetivo. Si la Argentina no lo hace, está condenada a perder todos sus mercados externos, hoy en su mayor parte ganados por Brasil.


    De algún modo, el Acuerdo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos funciona como la Constitución, con exigencias nuevas que quedan por encima de la ley ordinaria y comprenden aspectos comerciales, institucionales —como respeto a la democracia y a los derechos humanos—, establece un tope al déficit que puede tener el presupuesto de cada país en relación con su PBI, reglas financieras, etc. Cuando se observa una firme voluntad de cumplir con estos objetivos, la propia organización ayuda a los países a alcanzarlos. Las provincias también deben adherir, porque hay compromisos subnacionales, locales.


    Y, por supuesto, una distinción que nos honró en los años noventa, como la de ser nombrados “aliados extra-OTAN”, no puede seguir desperdiciándose. Las Fuerzas Armadas deben constituir una herramienta más de nuestra política exterior y tenemos que estar a la altura de aquel compromiso integrándonos al mundo desarrollado también en materia de defensa. Eso sin perjuicio de avanzar en la complementación de nuestras Fuerzas Armadas con las de Brasil y Chile y en el Mercosur, siempre en línea con los postulados de afianzar la democracia y la libertad, en torno de los cuales se formó en su momento la OTAN.


    Nadie supone que estos objetivos van a lograrse el primer día, pero el primer día debe salir la orden a la Cancillería de poner en marcha los mecanismos para impulsarlos. La sola voluntad de caminar en esa dirección ya es una buena señal que daría la Argentina.


    Por lo demás, debemos estar abiertos a comerciar con todo el mundo, sin cruzar las líneas rojas, es decir, los países oscuros en términos de financiamiento del terrorismo y el narcotráfico. Ciertamente, nuestra plataforma primaria de relación con el mundo debería ser el Mercosur. Por eso resulta prioritario y urgente —desde el minuto uno— dar y pedir señales a Brasil de confianza mutua. Actualmente hay alrededor de 300 excepciones a la regla de libre comercio entre nosotros. Brasil no nos compra trigo, sino que lo adquiere en los Estados Unidos a fin de conseguir la apertura de su mercado para otros productos. Nosotros ponemos restricciones a la “línea blanca” brasileña: heladeras, cocinas, lavarropas, etc. Así no se puede construir un mercado común. Europa avanzó muy de a poco en ese sentido, pero avanzó, hasta llegar incluso a una moneda común. No hay que apresurarse, lo único urgente es terminar con la desconfianza.


    Del mismo modo, con Chile deberíamos lograr la mayor integración posible en todos los sentidos. Ya hemos pasado —o así lo creo— los años de las fricciones, del corrimiento clandestino de mojones fronterizos, de las bravuconadas. Los chilenos, en ciertas cosas esenciales, tienen una política de Estado que, como tal, aplican gobierne quien gobierne. ¿Por qué no respetar eso y buscar políticas de Estado en común? Es todo lo que tenemos para ganar y nada lo que hay para perder.


    Una sabia política exterior puede hacer grande a la Argentina nuevamente.


    






    10 
 Otra vez ricos


    “¿Otra vez…?”


    En medio de la pobreza escandalosa que hoy ha devastado el orgullo nacional y la vida de tantas familias, la aseveración de una vuelta a la riqueza podría parecer una burla. Está claro que no me refiero a nosotros, los ciudadanos individuales de nuestra época, ninguno de los cuales —o, quizás, apenas un puñado— ha llegado a vivir la era de oro de la Argentina, cuando estábamos entre los diez primeros países de la Tierra. Se trata, en cambio, de nuestra nación, considerada una continuidad del legado de las generaciones pasadas y una proyección hacia las que vendrán.


    Ya lo expliqué y volveré a aseverarlo una y otra vez. Si se pudo en algún momento figurar entre los grandes tras haber partido de una población mayoritariamente analfabeta, no existen obstáculos infranqueables para que lo hagamos de nuevo.


    En 1913, el producto bruto per cápita de la Argentina llegaba a 3797 dólares. Por cierto, no debemos olvidar que el dólar experimentó una gran devaluación, nunca como el peso nuestro, pero sí suficientemente considerable como para hacernos perder la noción de los valores. Esa suma pasaría hoy los 100.000 dólares, según las herramientas de cálculo para la depreciación de esa moneda.


    Aquel año, los argentinos, en promedio, teníamos un ingreso que rondaba el 75% del que gozaba un inglés y el 70% de la media de un ciudadano de los Estados Unidos. Como en cualquier otro campo, un promedio no significa una distribución igualitaria: eso no existe en el mundo; pero los más humildes podían progresar a costa de su trabajo y lo hicieron, tomaron créditos, construyeron sus casas, unas mejores, otras menos elegantes, pero todas eran viviendas dignas. Es cierto, también, que los trabajadores no disfrutaban de los beneficios sociales que recibieron más adelante, pero si pensamos que hacia fines de 2022, tres de cada diez personas en relación de dependencia ya eran pobres, según lo confirmó el Observatorio de la Universidad Católica Argentina, nos preguntamos quiénes estaban mejor. Y no se trata de volver a una época sin beneficios sociales, por supuesto; pero parece claro que en aquellos años la gente al menos tenía esperanzas de progreso. No eran esperanzas vanas; era una aspiración fundada, si consideramos cuántas pymes después poderosas surgieron de la inventiva de ex obreros y ex empleados. Y cuántos profesionales —al mismo tiempo— se formaron en hogares cuyos padres habían recibido una educación menos que elemental en los países de los cuales habían emigrado.


    Los salarios reales en la Argentina, desde 1916 hasta 1945, crecieron casi ininterrumpidamente, a valores constantes. De hecho, eran superiores a los que se pagaban en Francia, España e Italia.


    Cuando en Europa los potenciales emigrantes hablaban de “hacerse la América”, no se referían a cualquier país de nuestro continente. Más bien soñaban con dos: los Estados Unidos y la Argentina. Una Argentina que, hacia mediados de la segunda década del siglo XX, ya poseía en su territorio más kilómetros de vías de ferrocarril que cualquier otro Estado en el mundo. Y que lamentablemente después, como ninguna otra nación, desmanteló ramales, levantó sus rieles y dejó cientos de pueblos desolados, primero entre 1958 y 1962 y después en los años noventa.


    Hoy, con la facilidad de las comunicaciones en tiempo real, con la capacitación que en materia informática poseen las generaciones jóvenes de la Argentina, con el potencial de riqueza de nuestro suelo, multiplicado por las modernas técnicas de producción, podemos aspirar nuevamente al resurgimiento. Requerirá un gran esfuerzo, lo sabemos, y no porque aquel esfuerzo hubiera resultado difícil si lo hubiésemos encarado desde cero. Pero ocurre que un esfuerzo mayor ha costado a los malos gobiernos destruir todo y lo hicieron. Pusieron más energía en destruir de la que hubiera demandado construir.


    Lo único que hay que destruir en la nueva Argentina es la corrupción, el desorden y la anarquía. Lo demás, resurgirá por su propio poder de expansión.


    La energía que hace falta


    Para renovar la fe del mundo en nosotros se requiere poner mucha energía, una energía que la Argentina necesita en todos los sentidos. Energía del gobernante para embestir contra todos los obstáculos malsanos que durante décadas se opusieron a nuestro desarrollo. Energía de los ciudadanos en el trabajo, que no debe ser obstaculizado por el desorden social, por trabas burocráticas del gobierno o por exigencias leoninas de los sindicatos en contra de la subsistencia de las empresas y, por tanto, de la fuente de vida de los propios empleados. Energía para lograr que las empresas trabajen en igualdad ante la ley y para rechazar sus eventuales exigencias de privilegios. Y, en términos de producción, energía motriz derivada de las múltiples fuentes con las que cuenta nuestra geografía y nuestra geología y que no supimos o no quisimos aprovechar.


    El yacimiento de Vaca Muerta, por ejemplo, puede llegar a producir 30.000 millones de dólares al año. ¿Comprendemos lo que eso significa cuando estamos mendigando desembolsos del FMI por la séptima parte de esa cifra o menos por cada uno de ellos? Para eso deberíamos generar seguridad jurídica, asegurar estabilidad fiscal al menos por una década y el cobro en una escrow account o fideicomiso a fin de garantizar que el dinero lo reciba el operador y pague sus impuestos y regalías, de modo que pueda recuperar su inversión a medida que se generan riquezas, y el Estado, disponer de lo que legalmente le corresponde.


    Las seguridades tienen que ser firmes, porque la inversión requerida ronda los 40.000 millones de dólares. ¿Quién aportaría esa cifra en un país donde los gobiernos, en su voracidad, siempre echan mano a la gallina de los huevos de oro cuando no existen tales garantías?


    Y, por supuesto, se requiere también de gobernantes que no privilegien el negocio de la importación de gas licuado por sobre las inmensas posibilidades de desarrollo propio del gas existente en las rocas de nuestro territorio. Entre 2008 y 2015, en pleno gobierno kirchnerista, llegaron al país 497 barcos con gas licuado, por el cual el Estado nacional pagó miles de millones de dólares, como lo señalé en una denuncia penal que presenté en 2014 junto con el senador Federico Pinedo.


    En mayo de 2022, el gobierno llamó a licitación para comprar nuevamente gas licuado al exterior, esta vez por mil millones de dólares. Nada de esto hubiera resultado necesario de haberse realizado las inversiones encaminadas al propio desarrollo de Vaca Muerta. Estamos comprando energía cuando nuestros recursos en hidrocarburos exceden ampliamente las necesidades de la Argentina por los próximos cuarenta años.


    Qatar firmó recientemente un convenio con China para proveerle gas licuado por veintisiete años. Nosotros deberíamos estar anudando acuerdos como ese, en lugar de perder el tiempo —lastimosa y traidoramente— protegiendo las usurpaciones de cuarenta vivos que, usando a los mapuches como excusa, ponen en tela de juicio cualquier emprendimiento en el sur argentino. La supresión del terrorismo del dinero y la extorsión en el sur también forma parte de la seguridad jurídica y, en realidad, una parte fundamental.


    Otra acción vital para dotar de seguridad jurídica al sector energético consistiría en poner fin a las intervenciones estatales innecesarias. Hoy contamos con un mercado totalmente intervenido por el gobierno y que, por tanto, no es mercado. Los cuadros tarifarios sufrieron múltiples deformaciones y actualmente la industria energética vive en un 90% del consumo doméstico, si es que a eso se le puede llamar “vivir”, porque las inversiones fueron desincentivadas por completo. El nivel actual de subsidios, de 10.000 a 15.000 millones de dólares, resulta insostenible. Y el sistema de distribución de electricidad y gas quedó obsoleto para nuestras necesidades, por lo que debe ser desmonopolizado. La existencia de más compañías brinda una mayor seguridad al sistema y pone a la empresa más cerca del vecino.


    No hace falta señalar, para cualquiera que haya recorrido el interior de nuestro país, que el potencial para las energías renovables es inmenso. La generación hidroeléctrica, es decir, la que surge de las represas, todavía tiene el 40% de sus posibilidades sin aprovechar. Y la energía eólica y solar, en lugares como la estepa patagónica, posee una proyección inconmensurable. Ni qué decir del hidrógeno verde, especialmente importante en la industria automotriz, ya que posee tres veces más energía que la nafta, pero no produce emisiones de carbono. Se obtiene de la separación del hidrógeno mediante una corriente eléctrica continua. Demanda también importantes inversiones, pero muchas empresas en el mundo ya las han realizado y podrían dar un gran impulso a su producción si cuentan con las seguridades necesarias.


    Incluso el shale-gas del yacimiento de Vaca Muerta, aunque resulte paradójico, posee un gran potencial para ayudar al medio ambiente.


    La comunidad mundial ya tiene asumido que el CO2 es uno de los principales gases de efecto invernadero, pero la sustitución total de esas emisiones requerirá un período de entre veinte y treinta años. Nos faltan dieciocho para cumplir con el Acuerdo de París. Durante la transición, deberán convivir los procesos de sustitución y de mitigación. El proceso de mitigación necesitará, para ser tal, el reemplazo del uso del carbón —el mayor contaminante— por el del gas natural. No debemos olvidar que buena parte de la producción mundial sigue dependiendo del carbón, sobre todo en países como China, el mayor exportador de bienes manufacturados. La transición necesitaría unos 120 TCF (trillion cubic feet, billones de pies cúbicos) anuales de gas, equivalentes a su consumo en la Argentina durante ciento treinta años. Solo Vaca Muerta, de acuerdo con las estimaciones de YPF, puede proveer 308 TCF; pero el momento del aprovechamiento es ahora. Cuando pase el período de transición u otros grandes productores hayan firmado contratos por sus reservas, nuestras posibilidades decrecerán fuertemente. Para evitarlo, Argentina debe ser cada vez más competitiva, sobre todo cuando Europa, a partir de la invasión a Ucrania, tomó conciencia del error de depender en más del 40% del gas de Rusia.


    El sector privado debe ser el motor del desarrollo energético, para lo cual hace falta que se le permita operar libremente en el mercado de divisas. Nadie pondrá un dólar si presume que ese dólar va a quedar en prisión preventiva indefinida.


    La Argentina no solo puede llegar al autoabastecimiento energético, como ya lo hizo en otras épocas, sino que la exportación de energía debería representar una importante fuente de divisas, cuando tanta falta nos hacen esos ingresos para nuestro desarrollo integral.


    Una mina de aire puro


    A lo largo de los años, existieron múltiples conflictos entre la minería y los defensores del medio ambiente. ¿Quién imaginaría que la minería podría acudir, precisamente, en auxilio de los compromisos ecológicos, fundamentalmente respecto del problema del calentamiento global? La Agencia Internacional de la Energía (EIA) informó que, si queremos alcanzar las metas fijadas en el Acuerdo de París para 2040, el mundo deberá cuadruplicar los requerimientos de minerales. El litio, el níquel, el cobalto, el manganeso y el grafito resultan por ahora insustituibles para la longevidad y la densidad de energía de las baterías. Por otro lado, el cobre es la piedra angular de todas las tecnologías vinculadas con la electricidad.


    Un automóvil eléctrico típico requiere seis veces más minerales que uno convencional, y una planta eólica terrestre demanda nueve veces más recursos minerales que una a gas. Para alcanzar las metas fijadas en el Acuerdo de París se necesitará, en dieciocho años, más cobre que el utilizado por los seres humanos a lo largo de toda la historia.


    Se presenta entonces, en relación con los minerales, una paradoja mayor que la que deriva del uso del gas para la mitigación del efecto invernadero hasta lograr la transición total comprometida en los acuerdos internacionales. Y es aun mayor porque esos minerales no operan ya en forma de mitigación, sino que son la clave para la sustitución de las energías no renovables por energías limpias.


    Para el segundo trimestre de 2024, la mina australiana Kathleen Valley anuncia un aumento de producción de 500.000 toneladas de litio para abastecer a Ford, Tesla y LG. También Brasil aprovechará este boom, después de modernizar su legislación con la eliminación de restricciones de comercialización.


    Sigma Mineração, filial brasileña de Sigma Canadá, espera que la primera fase de la mina Grota do Cirilo esté terminada a la brevedad y pasar así de una capacidad de producción de hasta 230.000 toneladas anuales a más de 500.000 toneladas para 2025.


    La Argentina, que a diferencia de Australia y Brasil —que cuentan con el denominado litio de roca— extrae litio de los salares, en 2022 solo obtuvo 33.000 toneladas. Sin embargo, con las ampliaciones de las minas de Olaroz —en Jujuy— y Fénix —en Salta—, más otros cuatro proyectos que impulsan empresas multinacionales, en una década podríamos pasar a una producción anual de más de 300.000 toneladas de carbonato de litio equivalente.


    Desde la Asamblea del Año XIII, hace doscientos diez años, los gobernantes pretendieron llamar la atención acerca de la necesidad de explotar los recursos mineros a fin de impulsar la prosperidad del país. Nos hemos preguntado tantas veces por qué no fuimos como Australia y no hallamos una respuesta sólida, entre otras cosas porque no hicimos la comparación entre las exportaciones mineras de ese y otros países con las nuestras.


    Mientras Australia, en 2021, exportó minerales por 295.100 millones de dólares, Chile por 58.700 millones y Perú por 29.100 millones, la Argentina solo exportó por valor de 3300 millones. Por tanto, Australia recibió casi noventa veces más la cifra que ingresó en nuestro país por exportación de minerales. Ninguna de esas naciones, salvo la Argentina, renunció a valerse de sus riquezas naturales para impulsar su crecimiento. Generaciones y generaciones perdidas a lo largo de dos siglos de indiferencia hacia la minería representan la muestra más espantosa de la desidia de nuestros gobiernos.


    Hay cosas que decididamente se hicieron mal, como la explotación de la mina de Famatina, donde se arrasó con el medio ambiente y se generaron graves problemas de salud para la población. Esas experiencias no deben repetirse.


    Salta es una provincia productora de uranio, pero hoy importamos óxido de uranio de Canadá para abastecer a nuestras centrales nucleares, con un costo de 30 millones de dólares anuales. A lo largo de la Cordillera de los Andes, en las provincias de Salta, Catamarca, La Rioja, San Juan y Mendoza, existen al menos ocho yacimientos de cobre, seis de los cuales podrían producir 130.000 toneladas por año y generar ingresos por 18.000 millones de dólares en el mismo período.


    ¿Qué hicimos desde comienzos del siglo pasado? Muy poco, en comparación con nuestras grandiosas perspectivas. Y no se requiere tanto. Resulta suficiente llegar con una mentalidad abierta y desechar falsos nacionalismos, como con la creación de las llamadas empresas estatales para minería, siempre fuentes de pérdidas donde deberían generar ganancias, debido a la ineficiencia, la corrupción y un Estado que no tiene la capacidad de invertir lo necesario para el crecimiento que se necesita.


    Un marco legal abierto a los emprendimientos privados que han hecho grandes a las economías de las naciones es algo que puede lanzarse desde el primer momento de un nuevo gobierno. No tenemos derecho a seguir desaprovechando tanta riqueza.


    Nuestro oro verde


    Ninguna nación insulta su fuente emblemática de ingresos, su “producción estrella”. Ninguna, excepto la Argentina, donde por años se denostó la agricultura y la ganadería, no solo desde los gobiernos, sino también desde diversos sectores de la sociedad, incluidos algunos representantes de la industria. ¿Alguien imagina a Suiza despotricando contra su sistema financiero, a los españoles maldiciendo la industria hotelera y gastronómica o al gobierno alemán saboteando la exportación de maquinarias? Y aquí, sin embargo, una presidenta ha llegado a decir que la soja es un yuyo, sin tomar en cuenta el enorme trabajo y la inversión extraordinaria que demanda el desarrollo de ese cultivo, además del riesgo que corren quienes lo producen.


    Si el agravio se hubiera quedado únicamente en las palabras, su expresión hubiese sido grave en boca de la primera mandataria, pero no hubiese dañado la economía. Pero la cantidad de impuestos, retenciones, trabas y prohibiciones que acompañan esos insultos ha obligado al campo a un esfuerzo heroico solo para mantenerse en pie y no ceder ante la extorsión de vender la tierra a los aprovechadores.


    El campo ha sido y es, por ahora, nuestro “oro verde”, y sobre él ha caído la voracidad de la mayoría de los gobiernos, desde la segunda mitad del siglo pasado hasta hoy. No solo se lo ha castigado con retenciones, sino también con un tipo de cambio destinado al latrocinio, a rebanar con una mentira una parte importante de los ingresos de quien produce.


    A esas cargas se agregan las prohibiciones. Hay cupos para la exportación de trigo y de maíz y, una vez que los exportadores cubren esos volúmenes, los productores quedan sin vender su producto al exterior. Por otro lado, existen siete cortes de carne que legalmente no pueden ser exportados, pero como cada corte se combina con otro, la pérdida es mayor y la restricción alcanza entonces a aproximadamente un 20% de la res.


    Actualmente, en la Argentina, se cosechan 130 millones de toneladas de cereales, de los cuales se exportan 62 millones de toneladas. De acuerdo con ejercicios de simulación de la Bolsa de Cereales, con un escenario de buenas políticas, en diez años se estarían produciendo 185 millones de toneladas y se exportarían 108 millones de toneladas.


    Algo parecido sucedería con la carne. Actualmente se producen 3.000.000 de toneladas y se exportan 750.000 toneladas. En condiciones de mercado, pasaríamos en una década a generar 3.300.000 toneladas y a vender al exterior 960.000. Debemos calcular que cada tonelada, al precio de hoy, representa en promedio unos 7000 dólares. Sin retenciones, el agricultor hará indudablemente por su cuenta las inversiones necesarias para no depender de las lluvias. El riego artificial demanda grandes sumas de dinero que hoy nadie invertiría porque el costo sería superior al precio que el hombre de campo recibe por el cereal.


    Otro sector con un impresionante potencial de crecimiento es el forestal. Hoy la Argentina cuenta con 1.200.000 hectáreas de forestación comercial; pero podríamos perfectamente aspirar a un millón más. Es parte del compromiso con el Acuerdo de París, sobre medio ambiente, y el que más fácilmente podríamos cumplir. Es posible hacerlo en siete años.


    Actualmente, el Estado reintegra o, más bien, debería reintegrar al productor que foresta su campo el 80% de la inversión a los dos años. Cuando asumió el gobierno Mauricio Macri, ninguno de esos reintegros había sido pagado y, sin embargo, él dejó las cuentas al día con los emprendedores forestales. Pagó las deudas del gobierno anterior y canceló a tiempo las de su gestión. Ahora, se acumularon nuevamente las deudas y los inversores en forestación no reciben sus reintegros.


    Corrientes y Entre Ríos, sobre la costa del río Uruguay, además de algunas áreas de la Patagonia, son las que alientan las mayores expectativas para contribuir con el oxígeno del planeta y con nosotros mismos.


    Con Néstor Kirchner en el poder, las pasteras finlandesas intentaron instalarse en la Argentina, precisamente por la perspectiva de crecimiento de sus bosques de pino y otras especies necesarias para el papel. Motivos nunca aclarados decidieron a sus directores a radicarse al otro lado del río Uruguay. Entonces, el propio gobierno argentino generó un insólito conflicto con el uruguayo, alentó el corte del puente Gualeguaychú-Fray Bentos durante cinco años —corte al que acudió el propio presidente— y se inició una guerra de desprestigio contra las pasteras. La consecuencia fue que, desde aquel momento, se instalaron cinco más en la región: dos en Brasil, una en Paraguay y otras dos en Uruguay. Aquí ni siquiera intentaron regresar, ante la actitud beligerante que encontraron de nuestra parte. Si existiera contaminación, la estaríamos recibiendo igual porque se trata del mismo río, pero no la hay. Lo que no recibimos son las divisas procedentes de las exportaciones de esas compañías, que hoy benefician a nuestros vecinos, pero aún estamos a tiempo de obtener algo rápidamente.


    Como es lógico, el mercado se satura y no habrá infinitas papeleras para cubrirlo. Las que están en la región son suficientes. Queda, sin embargo, la esperanza de un producto que cada vez será más demandado por las exigencias ecológicas, como el papel marrón y el cartón, que paulatinamente irá reemplazando los envoltorios plásticos. En nuestro país importamos 1000 millones de dólares al año para adquirir esos productos que podríamos producir a partir de los bosques de pinos que existen en diversas provincias. Costará un gran trabajo, eso sí, convencer a las papeleras para su radicación aquí.


    En maní somos el principal exportador del mundo y el cultivo se siembra, fundamentalmente, en la provincia de Córdoba. Si queremos continuar siendo los primeros, debemos proteger la propiedad intelectual del que desarrolla la genética. El tema de la propiedad intelectual siempre fue discutido en la Argentina, pero eso no puede volver a ocurrir. La intelectual es una propiedad como cualquier otra y, por tanto, su protección debe ser irrestricta, como lo establece nuestra Constitución. ¿Quién tiene ganas de invertir millones de dólares en investigación y que inmediatamente después le copien la fórmula a costo cero?


    En el mundo cambió la legislación al respecto y la Argentina atrasa, como en tantos campos. Afortunadamente, en el caso del maní, se trata únicamente de producción legislativa y esta reforma puede encararse rápidamente. Las economías regionales, representadas por cultivos como el maní, los limones, el arándano o la nuez de pecán, entre varios otros, representan grandes perspectivas para las provincias donde se siembran, una vez eliminada la desidia y el derroche de sus gobiernos.


    La falta de acuerdos de libre comercio ha perjudicado enormemente a las economías regionales. Chile tiene acuerdos de libre comercio con países que, en su conjunto, representan el 87% del PBI mundial, lo cual significa que sus productos ingresan en ellos sin aranceles. Colombia tiene acuerdos con el 60% del PBI mundial; Australia, con el 52%, y nosotros, con el 10%. Por tanto, cuando vemos los vinos chilenos por todo el planeta, eso significa que ellos supieron tejer los convenios mutuos para colocarlos, mientras que nosotros pagamos tributos que operan contra nuestra competitividad.


    Podremos ver vinos chilenos en Corea del Sur, pero también veremos automóviles coreanos en Chile. La ilusión de que vamos a vender nuestra mercadería, pero no vamos a comprar la de los otros es infantil. Eso podría haber ocurrido en la época de la Segunda Guerra Mundial, cuando las industrias europeas estaban devastadas. Nadie es tonto —y menos en materia comercial— como para comprar sin que le compren. Por eso, una de las primeras tareas es la reactivación del acuerdo con la Unión Europea, que nos haría crecer 30 puntos de golpe en materia de libertad comercial. Ya estaba listo durante la presidencia de Mauricio Macri, solo hay que impulsarlo.


    También para la pesca debemos tejer convenios internacionales. El langostino argentino es muy reconocido en el mundo. Tenemos que ponernos de acuerdo con Brasil y con Sudáfrica para la regulación de la pesca, desde un paralelo hacia el norte.


    Una vez más, los tratados no se negocian de un día para el otro; pero la orden a la Cancillería de buscar esas negociaciones y, en su caso, ponerlas en marcha, puede impartirse en las primeras veinticuatro horas.


    ¡Bienvenidos!


    En 2019, último año del gobierno de Mauricio Macri, el turismo —incluyendo empleados, emprendedores y cuentapropistas— representó 1.270.000 fuentes de trabajo. Ese mismo año, generó 5241 millones de dólares. Si computamos el turismo interno y el externo, el área representa el 6% del PBI de la Argentina. Es muchísimo, pero aun así debemos tomar en cuenta que se trata de una industria en crecimiento.


    ¿Quién que haya viajado a algún lugar y haya pasado una buena temporada o se haya sorprendido con los paisajes que visitó no se lo recomienda a sus familiares y amigos? De ese modo, justamente, algunos destinos que hasta hace poco resultaban casi desconocidos ven crecer año tras año el turismo, a veces hasta el nivel de explosión. Además, el turismo aumenta con las mejoras en infraestructura y las facilidades de transporte.


    Durante el gobierno del presidente Macri se había abierto el negocio de los vuelos a las low-cost —compañías aéreas de bajo costo— y eso permitió que argentinos que nunca habían subido a un avión pudieran tener esa experiencia. Los privilegios que los grupos de poder, como La Cámpora, concedieron a Aerolíneas Argentinas durante los gobiernos kirchneristas y las maniobras para apuntalar a costa de otras compañías a esa empresa, tremendamente deficitaria, perjudicaron aquella apertura que apenas comenzaba a dar sus frutos. La compañía se saturó de militantes políticos en desmedro de los profesionales idóneos. Desde el primer momento se deben tomar las medidas encaminadas a recuperar la conectividad aérea que facilite un gran aumento del turismo interno y del internacional. No es una locura prever que, en cuatro años, el turismo receptivo puede llegar a duplicarse.


    La publicidad de la Argentina en el mundo debe profesionalizarse y, para eso, se ha de contratar a los expertos que se conecten con todo tipo de potenciales visitantes, pero especialmente con los posibles actores del denominado turismo de reuniones, el de las grandes organizaciones de congresos, conferencias y exposiciones internacionales de todo tipo. Se calcula que los asistentes a esa clase de encuentros generan consumos entre tres y cuatro veces mayores a los del turismo convencional, al que también hay que atender.


    En este campo, como en otros, la complementación y los acuerdos con las provincias resulta fundamental. A la vez, se deberían impulsar convenios con otros países u otras regiones a fin de lograr facilidades mutuas para el intercambio turístico y los acuerdos de tarifas de vuelos entre esos destinos, con participación fundamental del sector privado.


    El Estado, en este campo como en tantos otros, solo debe dar las condiciones de libertad, estabilidad y seguridad que permitan a los empresarios desarrollarse por sí mismos.


    A trabajar todos


    En un país con tantas perspectivas de crecimiento como la Argentina resulta insultante el nivel de desocupación encubierta que existe. Las causas son múltiples, pero algunas operaron más que otras para llegar a esta situación calamitosa de desempleo. El principal de los motivos fue la destrucción de la cultura del trabajo fomentada a lo largo de más de quince años de gobiernos kirchneristas.


    El kirchnerismo destruyó incluso la matriz laboral del peronismo. El peronismo colmó de cargas a las empresas y de ese modo dificultó mucho el empleo; pero continuó siendo un sistema estructurado alrededor del trabajo, aunque de manera equivocada. El kirchnerismo no construyó su poder desde el trabajo, ni siquiera en torno de los sindicatos —salvo alianzas circunstanciales para la corrupción—, sino desde el desempleo y los planes sociales. De esa manera, el gobierno pasó a ser el gran repartidor de supuestos beneficios que no son tales, sino simplemente una forma de adicción para mantener a la gente desocupada y dependiente de su poder político.


    El resultado de esa perversa estrategia es una enorme masa de personas sin trabajar y, lo peor, en algunos casos, sin voluntad de trabajar. ¿Cuánto cuesta hoy encontrar electricistas, plomeros, carpinteros, herreros, torneros, albañiles, operarios o trabajadores rurales, por solo exponer algunos ejemplos? ¿Y cuánto expandió su poder el narcotráfico a partir de este fenómeno injustificable?


    El trabajo no solo constituye la fuente principal de vida, sino que dignifica a las personas, las mantiene psicológicamente sanas, fortalece su autoestima y las convierte en transformadoras de la creación, que en definitiva eso es la cultura.


    Debemos encontrar rápidamente incentivos para fomentar el empleo formal y hay que hacerlo ingeniosamente. Estamos en una grave emergencia y tenemos que comprender la necesidad de explorar otras soluciones diferentes a las que vienen fracasando desde hace décadas. Los trabajadores privados registrados alcanzan apenas al 29% de la población económicamente activa, una proporción que debe hacernos entender que existen importantes fundamentos que sostienen esa informalidad.


    Una de las mayores causas de desaliento para contratar trabajadores formales son las multas que se agregan a las indemnizaciones por despido.


    Muchas veces —más bien, casi siempre— se presentan casos desopilantes. Son desopilantes para quienes los ven desde afuera, aunque a cualquier persona con sentido común le deberían causar indignación. Son situaciones calamitosas para quienes las sufren.


    Ricardo tiene un taller de tornería con diez operarios. En un momento de crecimiento de trabajo tomó a otros dos, pero seis meses después la demanda de sus clientes disminuyó y, por otro lado, los nuevos empleados no eran tan eficientes como suponía. Despidió entonces a los dos nuevos trabajadores. Su desempeño no llegaba al año de antigüedad, de manera que calculó que la indemnización no sería muy costosa. Sin embargo, las dos personas despedidas acudieron a la consulta de un abogado laboralista —consultas que son gratuitas— e iniciaron una demanda contra Ricardo. En la presentación, argumentaron que, además de su sueldo, cobraban viáticos y se les suministraba el almuerzo, lo cual no era cierto, pero los jueces tomaron el invento como verdadero y esos dos rubros pasaron a integrar el monto de la indemnización. Como Ricardo no les había entregado el certificado de trabajo, a ese cálculo se sumó una multa —tres veces el mejor sueldo— y el empleador terminó pagando el quíntuplo de lo que había estimado.


    La Ley de Contrato de Trabajo dispone que si el empleador no entrega un certificado de trabajo, dentro de los dos días del pedido de su ex empleado, deberá pagarle una indemnización equivalente al triple de la mejor remuneración mensual que el empleado hubiera recibido durante el último año. ¡Ridículo y absurdo, cuando la información sobre empleo figura en los registros públicos y cualquiera debería poder obtenerla vía Internet! He aquí otro ejemplo de la necesidad de una desburocratización urgente y de la automatización de los trámites.


    El invento de vales de comida, viáticos o premios a la productividad es otro recurso frecuente para aumentar el monto de una demanda laboral. Los gobiernos kirchneristas se han ocupado de colocar en el fuero laboral a jueces con una mentalidad prejuiciosa y antiempresaria que causaron el mayor daño a los trabajadores. ¿Quién quiere contratar a un empleado en un país en el que nunca estará seguro de las mentiras que en un juicio pueden inventar en su contra y que casi seguramente se aceptarán como hechos verdaderos?


    La primera señal a brindar al mundo de la economía y del empleo es la remisión de un proyecto de ley que elimine todas las multas que se suman a la indemnización por despido. Esa sería una primera iniciativa —de lanzamiento inmediato— para los trabajadores ya formalizados. En cuanto a los nuevos contratos, la solución ideal consistiría en reemplazar la indemnización por un fondo de desempleo que se deposite al mismo tiempo que la remuneración en un legajo individual del trabajador, administrado por un fideicomiso para que no pierda su valor y que nadie pueda echar mano de ese ahorro hasta el momento del cese de la relación laboral. Esta iniciativa necesitará un tiempo más, hasta implementar los mecanismos financieros adecuados, pero es la más idónea para provocar un boom de ocupación en la Argentina.


    Los dirigentes gremiales deben pensar si prefieren un país con pleno empleo y muchos afiliados que aporten a sus organizaciones o una gran masa de desocupados conducidos por caudillos que intermedian con los planes sociales.


    Los planes sociales no pueden ser eternos, deben durar un período determinado —entre seis meses y un año—, durante el cual los beneficiarios se capaciten y acudan a las entrevistas que se les concierten desde una bolsa de trabajo. Si rechazan injustificadamente los empleos que se les ofrecen, el beneficio no debe continuar, porque no es gratuito, está pagado por los que sí trabajan.


    Por otro lado, el trabajo en el mundo ha cambiado y no puede concebirse ya con la única modalidad de una jornada de ocho horas que dura para siempre. La tecnología, el home working, los contratos para tareas específicas deben ser contemplados de una manera más flexible que la actual para el empleo del futuro inmediato.


    La etapa que se avecina en la Argentina demanda, por otro lado, una drástica desjudicialización de los potenciales conflictos, en todas las materias. Pero especialmente, en el fuero judicial del Trabajo, debemos conseguir la federalización del Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria (SECLO), que ha dado tanto resultado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la provincia de Mendoza, a partir de su incorporación en 2017. En ambos casos, el sistema permitió la resolución de aproximadamente el 50% de los conflictos sometidos a acuerdo, con la consiguiente reducción de litigiosidad.


    En resumen, lo mismo que en las demás áreas, el “secreto” consiste en facilitarle todo a quien busca generar nuevos emprendimientos o ampliar los que ya tiene, algo que implica automáticamente el crecimiento de la demanda de empleo de calidad.


    La otra cara de la moneda


    Durante un viaje que hice a los Estados Unidos, en 2022, estuve conversando con el famoso economista Thomas Sargent, ganador del Premio Nobel de Economía en 2011 por “su investigación empírica sobre causas y efectos en la macroeconomía”. Juntos analizamos el caso argentino, que una vez más da razón a su teoría, la cual centra la causa de la inflación en el déficit fiscal. Si repasamos la historia económica de nuestro país, comprobaremos que, de los últimos cien años, solo en diez la Argentina tuvo superávit fiscal. No es muy difícil inferir, entonces, por qué la inflación entre nosotros es una enfermedad crónica.


    El déficit fiscal es frecuentemente financiado con emisión monetaria, y la mayor cantidad de circulante provoca la depreciación de la moneda y el aumento de los precios. Esto ocurrió incluso en el siglo XVI, cuando la llegada de los españoles a América desembocó en la afluencia de oro hacia Europa y, por tanto, mayor cantidad de moneda en poder de las sociedades del Viejo Continente, que sufrieron el efecto de la inflación.


    Pronto, los jóvenes de entre 30 y 35 años constituirán el grueso de la población argentina. Ellos carecen de referencias respecto de la estabilidad de precios. Cuando estalló la convertibilidad, en 2002, tenían en promedio 10 años. Si algunos de ellos supusieran que esto de la moneda es demasiado abstracto como causa de la inflación, tengo algo para contarles. No hace mucho hablé con un vendedor de choripán en la calle, quien me confesó que acababa de aumentar el precio de esos sabrosos sándwiches argentinos porque había subido la cotización del dólar.


    La primera lección que podemos tomar de ese corto diálogo es el error de subestimar el nivel de información del público. El precio de los chorizos poco tiene que ver con el dólar en forma directa; pero el vendedor sabe que cuando sube el dólar también lo hacen los precios de las cosas que él tiene que comprar para subsistir y procurar que no descienda su nivel de vida. También sabe que el pan está ligado al precio del trigo, y este, al de las exportaciones de ese cereal.


    La segunda lección es para los políticos, quienes debemos aprender que la posibilidad de hablar con un Premio Nobel no es más importante que nuestro diálogo con un vendedor de choripanes. Más aun, un verdadero economista debería empezar por los choripanes.


    El hecho de que la inflación sea nuestra enfermedad crónica como sociedad, o al menos una de ellas, no tiene que desalentarnos. La moneda no siempre ha de caer de un solo lado y, en el caso del déficit fiscal, no se trata de una cuestión de suerte.


    Stefan Dercon, especialista en desarrollo, fue profesor de mi posgrado en Oxford y tuve la suerte de tenerlo frente a frente en la clase. Su último libro, publicado en mayo de 2022, se titula Gambling on Development. Why Some Countries Win and Others Lose (“Apostando al desarrollo. Por qué algunos países ganan y otros pierden”, según su traducción al español). No lo escribió desde un laboratorio, sino que pasó treinta años visitando y tomando experiencias de alrededor de cuarenta países, fundamentalmente en relación con la pregunta que expone el título de su obra reciente. Durante esas visitas conversó tanto con primeros ministros como con ciudadanos comunes. Su conclusión fue que, en determinado momento, las elites de ciertas naciones deciden cambiar y, en lugar de seguir protegiendo sus privilegios, apuestan por un futuro enfocado en el crecimiento. No se trata tanto de determinadas políticas —asegura Dercon— sino de una decisión firme y determinada de un gobierno hacia el desarrollo. De ese modo, en algunas sociedades que entraron en el desarrollo tardíamente, los líderes advierten que a ellos mismos les conviene privilegiar el crecimiento de su nación.


    Durante el Mundial de Fútbol 2022, a los argentinos nos extrañó el entusiasmo con el que el pueblo de Bangladesh seguía y alentaba a nuestra selección y los festejos que explotaron en ese país cuando el equipo celeste y blanco ganó el campeonato. Estoy segura de que algunos de nosotros, con la injustificada soberbia que arrastramos desde otros tiempos, habremos visto aquellas demostraciones como la efusión de una nación pobre que admira a otra importante. Tal vez quienes pasen los 50 recuerden incluso el tema “Bangladesh”, de Joan Baez, la cantante y activista de los Estados Unidos, famosa por sus canciones de protesta desde la guerra de Vietnam en adelante.


     


    Bangladesh, Bangladesh;


    When the sun sinks in the west


    Die a million people of the Bangladesh.


    (Bangladesh, Bangladesh;


    cuando el sol se hunde en Occidente


    muere un millón de personas de Bangladesh.)


     


    Así cantaba Joan Baez, ante la aclamación de millones de jóvenes. Nada hay actualmente que justifique ese pensamiento. Al contrario. El producto bruto interno de Bangladesh superó los 460.000 millones de dólares en 2022. El PBI per cápita se multiplicó por cinco desde 2010 hasta 2022. Y las proyecciones hacia 2027 son todavía mejores. Somos nosotros quienes tenemos que admirar a Bangladesh. ¿Qué hicieron los líderes de esa nación? Simplemente, establecieron condiciones de libertad de mercado y eliminación de trabas que volvieron posible que empresas sumamente modernas que no podían instalarse en otros países eligieran hacerlo en Bangladesh. No obstante, ante los niveles de desigualdad que subsisten, la conocida organización civil BRAC da apoyo a miles de personas para lograr su promoción social y ella misma emplea a alrededor de 100.000 trabajadores. Se trata de una corporación mixta, con cabeza en Bangladesh, que se dedica tanto a los problemas de educación, principalmente en zonas rurales, como a la producción, y está presente en doce países.


    Otro caso, más conocido, es el de China. Nadie ignora el despegue económico de esa nación desde que sus líderes decidieron competir afuera en condiciones de mercado, a pesar de las restricciones civiles que existen en el interior. Un ejemplo paradigmático es el de la ciudad de Shenzhen, situada en el sudeste de China, cerca de Hong Kong. En 1980 era prácticamente campo, donde los pobladores se movían en bicicleta con los típicos sombreros de los campesinos orientales que se veían en las películas sobre Vietnam. Desde las reformas de Deng Xiaoping, en los años ochenta, creció hasta multiplicar por diez su PBI y convertirse en el “Silicon Valley” de China. Está entre las diez ciudades con las mayores economías del planeta y es la quinta metrópolis mundial por el número de millonarios que viven en ella. La adopción de parámetros capitalistas convirtió esa ciudad en el mayor centro de desarrollo de tecnología, investigación y elaboración de productos tecnológicos de su país y en el principal fabricante y exportador de teléfonos inteligentes del mundo.


    Existe, eso sí, una condición para hacer posibles estos despegues casi verticales, además del liderazgo político y la apertura, debe haber estabilidad monetaria, para lo cual el Banco Central tiene que dejar de emitir.


    El famoso economista Milton Friedman, Premio Nobel de Economía en 1976, descubrió —entre otras cosas— que la inflación, para bien o para mal, demora seis meses en reflejar lo que ocurre en un banco central o institución equivalente. Durante el gobierno de Mauricio Macri, la inflación mayorista fue de 0,1% seis meses después de haberse frenado la emisión. Lamentablemente, esto ocurrió un mes antes de las PASO de 2019 y la gente no llegó a apreciarlo. Así se perdió una oportunidad excelente de estabilizar la economía y de evitar el regreso del populismo.


    La falta de emisión y la prohibición absoluta de prestar dinero al Tesoro, con un Banco Central independiente, resulta esencial al desarrollo, a fin de avanzar hacia un tipo de cambio único y terminar con la diversidad de cotizaciones del dólar, que desvirtúa y destruye la igualdad ante la ley.


    ¿Por qué la Argentina no podría tener un despegue como el de tantas otras naciones mucho más atrasadas que la nuestra hasta hace no demasiados años? Hace falta liderazgo político y coraje para sostener las reformas, a pesar de la resistencia que hagan en su contra ciertos sectores privilegiados que, justamente, son los que más presumen falsamente con el combate a los privilegios. Lo importante es saber que existe otra cara de la moneda, la de la grandeza de la Argentina.


    






    11 
 Educar sobre las ruinas


    Después de la hecatombe


    En 2016, es decir, después de doce años de gobiernos kirchneristas, se llevaron a cabo las pruebas Aprender en 31.000 escuelas de todo el país. Los resultados fueron desoladores. El 70,2% de los alumnos de quinto y sexto año del secundario no podía resolver problemas matemáticos elementales. El 46,4% no fue capaz de entender textos sencillos. Esos datos, conocidos bastante después, provocaron un impacto tan contundente que varios gobernadores pidieron que no se desglosaran los números por provincia.


    Entre 2015 y 2019 —los cuatro años de gobierno de Mauricio Macri— se hizo un fuerte trabajo en Lengua y Matemática y se acompañó a los alumnos en la transición entre la primaria y la secundaria. Ya en 2018, la franja de estudiantes que no comprendían textos bajó del 46,4 al 24,7%, una mejora altamente significativa.


    Hoy, según la organización civil Observatorio Argentinos por la Educación, únicamente 16 de cada 100 alumnos terminan el secundario a tiempo y en forma, es decir, con los contenidos mínimos consolidados.


    Después de dos años de pandemia, con la “cuarentena” más larga del mundo y las escuelas cerradas durante un tiempo mucho mayor al necesario, por disposición del gobierno de Alberto Fernández, siete de cada diez alumnos de nivel socioeconómico bajo tenían dificultades con la comprensión de textos.


    Lo que se hizo con la educación fue criminal. Una persona que no llega a comprender un texto sencillo no solo carece de una cultura elemental, sino que difícilmente pueda tomar un trabajo, no ya de alta sofisticación, sino incluso uno con bajos requisitos.


    En 2021, la automotriz Toyota —que tiene su planta en Zárate, a 90 kilómetros de la ciudad de Buenos Aires— contrató a 500 personas para reemplazar a las que habían tomado licencia por la pandemia o a las que había que resguardar por una cuestión de edad o problemas de salud. Se proponía tomar a otras 200 para proyectos futuros, pero se encontró con un inconveniente impensado, al menos en las dimensiones que se presentó. Toyota no podía encontrar 200 jóvenes menores de 25 años con secundario completo para cubrir puestos de 150.000 pesos por mes, un salario muy por encima del promedio en ese año.


    El presidente de la empresa declaró a la prensa que la mayoría no había terminado el secundario, y los que sí lo habían hecho mostraban falencias graves, fundamentalmente, falta de comprensión lectora. “Se les hace difícil hasta leer un diario”, reveló.


    En 2018, solo el 2% de los estudiantes varones de sexto año en la zona de Zárate-Campana —donde está Toyota— pertenecía a la franja de más bajos ingresos. Ellos eran los potenciales candidatos para esos puestos, ya que —como lo señaló un informe del citado Observatorio Argentinos por la Educación— quienes sí terminan el secundario aspiran a ingresar en la universidad o en otros empleos diferentes a los de una planta fabril, aunque se trate de una multinacional.


    La graduación en el colegio secundario significaría una importante mejora socioeconómica para los varones de bajos recursos y, aun así, no llegan a ella.


    Se descuidó por completo la capacitación de los docentes, a quienes únicamente se les brindó adoctrinamiento político que repetían como loros, con consignas destinadas a sembrar el resentimiento en la infancia y entre la juventud. Y después se cerraron las escuelas, a pesar de que los organismos internacionales habían emitido informes que indicaban que la incidencia de la covid en los colegios resultaba insignificante.


    El gobierno que se haga cargo de la educación pública en 2024 se encontrará con una hecatombe. La situación será peor que aquella a la que tuvo que hacer frente Domingo Faustino Sarmiento, cuando en apenas seis años fundó 800 escuelas y contrató a 61 maestras de Boston para un proyecto majestuoso que revirtiera un analfabetismo abrumadoramente mayoritario y transformara a la Argentina en el gran país en el que después se convirtió. Sarmiento debió luchar con una cultura de la época que sostenía que era mejor enseñar a manejar la pala y el arado, pero él quería —además de eso— un modelo ciudadano que tuviera que ver con la participación en el espacio público, con el intercambio comercial y, sobre todo, con la posibilidad de leer los diarios. La lectura del diario no solo daba la posibilidad de informarse sobre los asuntos generales y locales, sino que brindaba el acceso a los avisos en los que se requerían trabajadores.


    Hoy Internet puede llegar allí donde los chicos no alcancen a las escuelas distantes, sea por el aislamiento en zonas rurales o por las necesidades de sus propios hogares. Y, como ya lo señalé, la televisión pública emite su señal hacia todo el territorio, incluso donde Internet no llega. De cualquier modo, hay que facilitar la conectividad y proveer los medios, un plan que no puede llevarse a cabo en un día, pero que debe comenzar a desarrollarse desde el primer instante. En 2020, con el cierre por la “cuarentena”, los estudiantes de escuelas rurales —unos 15.000 en el país, con casi 800.000 alumnos y 84.000 docentes— procuraban tener algo de conexión para recibir los mensajes de sus maestras, algo que acentúa una profunda inequidad.


    Hoy los docentes deben lidiar con una sociedad en la que existen carencias extremas, después de haber pasado la nación por etapas de riqueza, y también con amplias franjas enojadas con todo lo que signifique poder. El maestro y el profesor representan el poder en el aula y, en muchas situaciones, no están frente a un alumnado dócil.


    De todos los campos que arrasó el populismo en la Argentina, el de la educación es el que peor quedó. Todo lo demás, que sin duda es muy grave, se recupera en el término de un mandato presidencial. La educación necesita de varios mandatos de esfuerzo constante y ordenado para llegar a un nivel aceptable. ¡Ni hablar de lo que era la calidad educativa de la Argentina antes de los años setenta! Estábamos muy por encima de todos los países de América latina, cuyos pueblos admiraban la educación que se impartía en nuestro país. Hoy, nadie admira la educación local ni podría sensatamente hacerlo. ¿Cómo la admirarían cuando fue destrozada intencionalmente para conseguir un pueblo sumiso y dependiente del poder político? Y lo peor es que ya queda poca gente con memoria de lo que era la educación argentina hace cincuenta o sesenta años, cuando un alumno de sexto grado de entonces tenía más cultura que la que hoy posee un egresado del secundario.


    Alerta “tiza y pizarrón”


    A las veinticuatro horas de haber dejado atrás el régimen que tanto daño causó a la Argentina, debe declararse la emergencia educativa. Esto significa un estado de alerta que motive la convocatoria a todos los actores con responsabilidad educacional: provincias, municipios, instituciones de educación privada y organizaciones de la sociedad civil. La urgencia que la situación nos demanda significa la ubicación en primer plano de la educación, como una preocupación central del gobierno y de la sociedad. En ese contexto, la meta se enfoca en tres objetivos. El primero, que todos los chicos estén diariamente en la escuela; el segundo, que terminen el primer ciclo (hasta tercer grado) sabiendo leer y escribir, y la primaria, con conocimientos aceptables de Matemática; el tercero, una escuela que vincule la educación con el trabajo, sobre todo con uno apto para el siglo XXI. También debe readecuarse el secundario para bajar la tasa de abandono.


    No parecen, por cierto, objetivos muy ambiciosos. No estamos frente al trivium y el quadrivium medievales y tampoco en presencia de la escuela sarmientina. Simplemente, debemos comprender que el populismo dejó tierra arrasada en nuestro país y hay que empezar de nuevo. Si no tomamos conciencia del nivel deplorable de la formación de los niños y jóvenes, nunca comprenderemos la magnitud de nuestros verdaderos problemas sociales, económicos y políticos.


    Si se logran esos tres primeros objetivos en cuatro años, cualquier gobierno debería sentirse más que satisfecho en esta materia. Así estamos de mal.


    No tenemos datos sobre el sistema educativo, no sabemos cuántos maestros hay al frente de cada aula y ni siquiera cuántos maestros ejercen en cada provincia. Frente a esta realidad, lo primero es informarse y actuar. Será necesario, en 2024, organizar un gran censo docente, que abarque la enseñanza pública y la privada, a fin de saber cuál es número real del personal en actividad y con licencia, titulares y suplentes, así como su nivel académico, antigüedad y horas de formación. Incluso debería involucrar al personal no docente que forme parte del sistema educacional. Deberíamos conocer en tiempo real todos los datos; por ejemplo, los alumnos que concurren al aula día a día en cada una de las provincias. Unas pocas jurisdicciones cuentan con ese nivel de información: Mendoza, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Jujuy, pero la mayoría de las autoridades de otras provincias no tiene idea de lo que ocurre.


    A fin de comparar los avances en cada jurisdicción, el método de medición debe ser uniforme. Por eso se necesita elaborar un índice de educación básica que permita medir el nivel de enseñanza en todo el país, saber cuántos chicos abandonan la escuela, cuántos ingresan en el colegio secundario y la relación que pueda existir entre la calidad educativa y la deserción.


    Soy consciente de que la educación en la Argentina es federal y descentralizada y que los actores principales en este campo son las provincias y el gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Pero también sé que las provincias reciben abultados recursos del gobierno nacional y esos fondos no pueden ser derivados de manera incondicional. Hace falta un cambio revolucionario en esto. Resulta imprescindible un nuevo pacto fiscal, de acuerdo con el cual no solo se midan las metas económicas que las provincias deben cumplir, sino además los objetivos educativos, a los que tienen que estar condicionadas las transferencias de recursos. Las provincias y las escuelas que mejoren los niveles de formación tendrían que recibir más fondos con los que puedan seguir aumentando su calidad de aprendizaje.


    En la Argentina, la enseñanza debe extenderse a un período suficiente como para recuperar y cumplir los objetivos propuestos. Una provincia como Chubut, por ejemplo, llega apenas a la tercera parte del mínimo que hoy se exige, que es de 180 días de clase en el año.


    Después de todo, la educación primaria es una de las tres condiciones que impone la Constitución como garantía de la autonomía provincial. Las otras dos son la administración de justicia y el régimen municipal. Por tanto, se trata de algo que está en el pacto inicial, cuando los constituyentes de 1853 consideraron que un Estado autónomo no merece el nombre de tal si no se ocupa de la instrucción de los niños que habitan en él. Por eso la Carta Magna permite al Estado nacional poner en marcha los mecanismos para hacer cumplir este acuerdo mínimo cuando las provincias no lo hacen, como es el caso de Chubut y de Santa Cruz.


    Es Mendoza la guardiana


    “Es Mendo… es Mendoza la guardiana”, dice la cueca “Los sesenta granaderos”, que los Chalchaleros cantaban con énfasis en honor a San Martín. Desde abril de 2019, el gobierno de Mendoza —en manos de una fuerza opuesta al gobierno nacional— es un guardián inteligente de la educación en su provincia. Toda la información sobre docentes y alumnos debe incluirse allí en el sistema GEM (Gestión Educativa Mendoza), como único canal válido de datos. Se trata de una plataforma informática que excluye e invalida cualquier registro en papel. De esa manera, la administración provincial tiene día a día una estadística exacta del estado de la educación en su jurisdicción y también se proveen las vacantes en las escuelas. Ese sistema hay que llevarlo a todo el país, con una agencia de estadísticas y evaluación que pueda hacer el seguimiento y calificación de los avances educativos en la totalidad el territorio. Si, a su vez, esa red se integra con la que debería desplegarse para la atención de la salud, podría seguirse la historia de cada chico desde que nace hasta que termina el colegio secundario. Esa sería, además, una manera de comprender de qué modo incide la salud y la nutrición en el aprendizaje. También permitiría conocer la asistencia de todos los alumnos a sus clases, así como las calificaciones intermedias y las definitivas de cada grado, las capacitaciones de maestros, profesores, preceptores y personal administrativo y su concurrencia al cumplimiento de sus obligaciones.


    Del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resultaría interesante tomar lo que se denomina “segundo boletín”. Contiene toda la historia académica del secundario, los objetivos que cada alumno va cumpliendo en relación con las metas que debe alcanzar y los plazos para hacerlo. Por supuesto, a este boletín tienen acceso los alumnos y los padres, además de las autoridades escolares y gubernamentales.


    Mientras esa red se teje, resulta imperioso capacitar a los docentes. ¿Con quién haremos la segunda revolución educativa de la Argentina? ¿Con Rosario Vera Peñaloza, con Leopoldo Marechal, con José Manuel Estrada? ¿O con los maestros que pasaban lista llamando a Santiago Maldonado para demostrar que era un desaparecido y los que decían en el aula a los hijos de los gendarmes que sus padres eran asesinos? Entre esos dos extremos —uno ilustre y el otro vicioso— estoy segura de que existen miles de docentes deseosos de dar lo mejor de sí. A ellos debemos ofrecerles capacitación docente de calidad, actualizada, no ideológica, centrada en el aprendizaje y en el uso de los contenidos para la vida cotidiana. Así como el kirchnerismo les dio contenidos sintéticos ideológicos, debemos brindarles contenidos sintéticos virtuosos, sustanciales y fáciles de asimilar. Todo eso y una evaluación voluntaria que lleve aparejada una mejora significativa del salario para quienes realmente quieran tomar nuevas capacitaciones.


    ¿Por qué no permitir que en cuarto y quinto año del secundario los estudiantes puedan elegir una mayor carga de ciertas materias en orden a su orientación vocacional? Y, por cierto, hoy existen demasiadas materias y pocos conocimientos. Debemos volver a las materias medulares, las que entrenan las habilidades fundamentales de una persona, las que le enseñan a buscar, interpretar, comparar y resolver, hábitos que después serán necesarios para toda la vida.


    En otro tiempo, la relación entre la educación y el mundo del trabajo era mal vista. Se trataba de dar una educación “pura”, no utilitaria. Pero una cosa no quita la otra, y los jóvenes tienen que aprender cómo desempeñarse en el mundo que les tocará vivir. En una etapa ulterior podremos avanzar hacia la especulación científica y aun podemos ofrecerla al comienzo a quienes tengan vocación para ella, pero se necesita con urgencia que los estudiantes estén listos para cubrir las vacantes de empleo que se abran si la Argentina vuelve a ser un país de grandes oportunidades, al que una gran mayoría del pueblo aspira.


    Hoy, las políticas educativas están condicionadas por algunos sindicatos docentes, interesados únicamente en conservar su poder frente a los afiliados. Mientras tanto, afortunadamente, han surgido nuevos gremios que, hartos de la politización de la educación, bregan para poner a los chicos por encima de todo.


    En la nueva educación, el centro deben ser los alumnos, los estudiantes, y todas las decisiones que se tomen deben apuntar a su verdadero beneficio, que es el beneficio futuro de nuestro país.


    






    12  
 La importancia del coraje


    “Qué” y “cómo”


    A los representantes de los diversos sectores políticos se nos piden programas y, por supuesto, algunos los tenemos. No somos omnisapientes; nadie lo es. Los grandes empresarios, los CEO de corporaciones multinacionales tampoco conocen necesariamente todo sobre finanzas, marketing, ventas, compras, gestión de riesgos, ingeniería, informática, procesos de fabricación y la suma de las técnicas que tienen relación con el funcionamiento de la compañía que dirigen. Probablemente ellos sean fuertes en una o dos de esas áreas. ¿Qué es lo que hace entonces que estén en el lugar al que llegaron? El liderazgo. Solo mediante el liderazgo se pueden formar equipos que respondan satisfactoriamente a los objetivos del conjunto y que mantengan un alto rendimiento.


    En la política, uno mismo se sorprende día a día por el número de expertos y de equipos que se nuclean en torno de un líder y ofrecen sus conocimientos y experiencia sin reservas. Cuanto mayor sea el grado de liderazgo, más y mejores serán los especialistas que se acerquen a cooperar en un proyecto de gobierno.


    ¿Cuál es el papel del conductor en esa etapa? La misión de reunir el más amplio conocimiento posible, estructurarlo en categorías estandarizadas para poder comparar adecuadamente las diferentes visiones de un problema a resolver, promover las discusiones de grupos sobre los tópicos en los que hubiere diferencias y decidir, en relación con los argumentos aportados y desde una visión general, el mejor camino. También el político debe tener interés en la historia de su país y del mundo y memoria para recordarla, aprovechar lo que sirvió en el pasado y no repetir los errores que llevaron al fracaso en otros tiempos.


    Uno de los motivos por los que el PRO en el gobierno, que mejoró tantas cosas, resultó sorprendido en otras fue tal vez por su desinterés por la historia política. De otra manera, hubiera sabido de antemano las trampas y los obstáculos que monta el peronismo, cuando no está en el poder, contra cualquier otra fuerza partidaria que gobierne. Y el peronismo lo hace porque su concepción de la política tiene como centro el poder, no como un medio, sino como un fin en sí mismo, de igual modo que considera a cualquier otro que esté al mando del Estado un usurpador que detenta lo que pertenece a su dominio. Por tanto, la consigna es derribarlo. Por eso nos arrojaron 14 toneladas de piedras en el Congreso, con la excusa de una fórmula de actualización de las jubilaciones. Cuando el kirchnerismo, nuevamente en el poder, cambió esa fórmula en perjuicio de los jubilados, no voló ni una tiza. Estaba muy claro que el objetivo no era el bienestar de los jubilados, sino la desestabilización de un gobierno legítimo que no solo había ganado las elecciones presidenciales, sino incluso las de medio término. El propio presidente Macri reconoció aquel momento como un punto de inflexión en su gestión. Los factores de poder comenzaron a ver una debilidad en nuestra administración, desde que a algún funcionario nacional se le ocurrió que no había que reprimir aquel ataque salvaje y premeditadamente organizado cuya fallida contención quedó a cargo de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires, paralizada y victimizada por la orden de no actuar.


    Es posible, sin embargo, que algunos de los nuestros conocieran estas estrategias del peronismo, si es que se le puede llamar “estrategia” a una embestida brutal contra un gobierno democrático. Pero si era así, las conocían intelectualmente, como quien recuerda una anécdota o un dato más de la realidad, sin una convicción respecto del sentido axial de las decisiones que deben adoptarse en un momento dado. Y aquí ya salimos del “qué hay que hacer”, para pasar al “cómo”, que en circunstancias como las descriptas es lo más importante.


    Si no se comprende que cuando me refiero a “circunstancias como las descriptas” no se trata de un mero pasaje de la Historia, que podría o no repetirse, sino de un modo de actuar que ha sido el centro de la política argentina desde hace décadas, nada habremos aprendido y estaremos condenados a fracasar en el proyecto de consolidar una república próspera y estable.


    El “cómo” —de cara a un poder que no reconoce las instituciones de la democracia, salvo en la medida en que le sirvan para vaciarlas y ocuparlas con una voluntad omnímoda de prevalecer a cualquier costo— es la decisión y es el coraje. La decisión y el coraje, en el sentido agónico que ha cobrado la historia argentina, dejan de ser el adjetivo de un programa, para ser el sustantivo. Y una vez más, no estoy minimizando un buen programa, sino que lo doy por supuesto porque somos muchos los que podemos tenerlo, pero si la decisión y el coraje no forman parte de ese programa, unido inescindiblemente al liderazgo capaz de llevarlo a cabo, se tratará de un diseño vacío, apenas un dibujo teórico o reflexiones de una charla de café.


    Hay un refrán que dice que “el camino del infierno está empedrado de buenas intenciones”. En un sentido menos definitivo, pero también dramático, podríamos sostener que los fracasos en la política también. Y en la Argentina abundan los ejemplos.


    El Enigma de la Esfinge


    La tragedia griega, al igual que algunas otras mitologías, había centrado uno de sus principales dramas en el Enigma de la Esfinge. Según esa leyenda, los habitantes de Tebas encontraron un día, a las puertas de la ciudad, un monumento enorme con cara humana, alas de águila y cuerpo de león, aunque el investigador Robert Temple aseveró, contemporáneamente, que se trataba del perro Anubis, venerado como una divinidad por los egipcios. El caso es que aquella monstruosa imagen, de más de 4500 años y que todavía se conserva como la Esfinge de Gizeh, en Egipto, atemorizaba a los tebanos —siempre según el relato de Sófocles— con una adivinanza que, si no era descifrada, provocaba la ira de la esfinge y la destrucción del caminante. Solo Edipo, según la famosa tragedia que gira en torno de su nombre, descubrió el acertijo y venció al monstruo, pero quedó después enredado en su propia confusión y, como es sabido, tras arrancarse los ojos partió al destierro.


    Hace ya demasiados años que una esfinge atemoriza al pueblo argentino y a sus dirigentes con una adivinanza que, a diferencia de la de Tebas, va cambiando, aunque la pregunta es siempre la misma: “¿Quién soy?”.


    El peronismo va modificando su apariencia y así pudo ser fascista en su fundación, izquierdista con Cámpora, socialdemócrata con los “renovadores”, liberal con Menem y transformarse en un populismo del siglo XXI con los Kirchner, en una imitación afortunadamente malograda de Nicolás Maduro y Daniel Ortega. Cada vez que es necesario, el movimiento mata al padre, como Edipo, y todo vuelve a comenzar.


    ¿Entonces no se puede convivir en un sistema democrático con el peronismo? Sí, claro que se puede, a condición de no jugar su juego, para no terminar cegándonos, como les ocurrió a tantos que creyeron haber descubierto el acertijo.


    De lo contrario, tanto la oposición como el oficialismo conviven en el mismo territorio político, sin una separación que distinga a uno de otro, con el único objetivo de ocupar espacio. Pero el espacio es uno solo y lo llenan aquellos que garantizan la supervivencia del sistema.


    A poco de asumir la conducción del país, Raúl Alfonsín, tentado por el magnetismo de la figura de Juan Domingo Perón y su movimiento, en vez de mantener la tradición democrática del radicalismo, se lanzó a la aventura de conducir el “Tercer Movimiento Histórico”. De ese modo, la UCR pretendió gerenciar una cultura que no era la propia e incluso incorporó al peronismo en el gobierno, desde donde los dirigentes sindicales impulsaron medidas que contribuyeron en parte a la inflación que después se desató. Sabemos cómo terminó ese experimento: con una salida anticipada del poder en medio de la hiperinflación y de saqueos armados por los punteros del Conurbano.


    Era la “crónica de una muerte anunciada”, como el título de la novela de Gabriel García Márquez. El famoso actor Luis Brandoni, de origen radical, me contó un día que el 30 de octubre de 1983 salía de la Asociación Argentina de Actores, situada justo frente al Comité Nacional de la UCR, en Alsina al 1700, y se mezcló con los festejos que había en la calle por el triunfo de Alfonsín. Cuando emprendió el regreso, tomó un taxi y el conductor tenía la radio encendida justo en el momento de un reportaje al sindicalista de Luz y Fuerza Juan José Taccone. El periodista le preguntó al dirigente gremial cuál iba a ser la actitud del peronismo frente al nuevo gobierno. Taccone, sin pelos en la lengua, le respondió: “Le vamos a hacer la vida imposible”. Brandoni pasó inmediatamente de la alegría a la desazón y comprendió en ese instante que nada sería fácil.


    Hubo una conducta histórica de importantes sectores del peronismo de impedir la gobernabilidad y eso es lo que debe confrontarse con decisión.


    Sin la lección suficientemente aprendida, y cuando el modelo menemista parecía agotarse, el ex presidente Alfonsín salió en su rescate con el Pacto de Olivos, que dio lugar no solo a la reelección, sino a otras modificaciones en la Constitución Nacional que parecían tender más que nada al reparto de espacios de poder. Los pedazos del Estado se distribuyeron y cada uno obtuvo cargos en diferentes poderes, incluida la justicia. El objetivo, claramente alcanzado, fue convertir al Estado en un lugar exclusivo de privilegio. Algo parecido ocurrió con el liberalismo de Álvaro Alsogaray, quien creyó que podía manejar al peronismo desde dentro del gobierno. El resultado es que la fuerza de Alsogaray casi desapareció y el peronismo está vivo.


    Con Fernando de la Rúa y la Alianza en el gobierno, la historia se repitió. De la Rúa no forzó a la administración saliente a tomar medidas para abandonar, de manera ordenada, la convertibilidad. Después se dejó acorralar hasta desistir de una reforma laboral que resultaba necesaria y, a su vez, el vicepresidente Carlos “Chacho” Álvarez se fue irresponsablemente del gobierno, con lo que dio origen a una de las peores crisis institucionales que padeció la Argentina.


    El 20 de diciembre de 2001 se legitimó la movilización y la violencia callejera como una forma apta para reemplazar a un gobierno. Eduardo Duhalde esta vez encarnó a la esfinge, pero integró en su gestión a un sector del radicalismo que contribuyó al desgaste y la caída de Fernando de la Rúa. Nadie, ni los partidos ni los empresarios ni los dirigentes gremiales, intentó una salida transitoria sin alterar las reglas de la democracia. Después de eso, el peronismo emergió en tres propuestas diferentes que compitieron en las elecciones. De ese modo se asegurarían su permanencia.


    Con Néstor Kirchner y después con su cónyuge, Cristina Fernández, tras la debacle provocada por las brutales medidas económicas de Duhalde, una parte de la población quedó convencida de que la culpa de la ruina no había sido la corrupción y la ambición desmedida de poder, sino el sistema de libre mercado. De ese modo, los Kirchner pusieron nuevamente al peronismo en sintonía de izquierda mientras el presidente se abrazaba con éxtasis —como él mismo lo reconoció— a una caja de seguridad, todo un símbolo de su gobierno.


    Otra vez comenzó el juego de captación y los partidos convergieron para remover a la Corte Suprema que, aun con sus defectos, seguía siendo la máxima instancia judicial. Se debería haber comprendido en aquel momento que cuando un gobierno llega con el objetivo de remover completa a una Corte Suprema, su estilo no augura algo bueno para la república. Y, efectivamente, se produjo con los Kirchner el mayor avasallamiento registrado en democracia sobre el Poder Legislativo y el Poder Judicial. Nuevamente, el peronismo —esta vez devenido en kirchnerismo— incorporó la “transversalidad” a su gobierno, la que se interrumpió abruptamente con el voto “no positivo” del radical Julio Cobos contra la Resolución 125, que acentuaba hasta la asfixia la expoliación del campo.


    Cuando el modelo kirchnerista parecía agotado, emergió por primera vez un gobierno no peronista que, desde 1945, logró terminar su mandato. La gestión de Mauricio Macri, al frente del PRO, puso nuevamente al país encaminado hacia el destino de las grandes naciones, con sus medidas, su seriedad y su diplomacia, como quedó demostrado en el G20. Sin embargo, en ese gobierno —nuestro gobierno— también hubo debilidad y desconocimiento de la Historia.


    En realidad, una de las fallas del PRO no es tanto la ignorancia de la Historia, sino la ausencia de interés en ella. Fue así como la mayoría creyó, ingenuamente, que no íbamos a sufrir la misma desestabilización que padecieron Alfonsín y De la Rúa. Faltó también, a causa de las divergencias en el seno del gobierno, la fuerza para oponerse frontalmente a cada escaramuza que presentaba la oposición, con la falsa idea de no pagar el costo político de ciertas medidas profundas que había que adoptar. Entre esas medidas resultaba imprescindible, tanto por lo que la ley imponía como por lo que la experiencia enseñaba, impedir que los insurgentes tomaran el dominio de la calle.


    Cuando me asignaron la responsabilidad de custodiar el Congreso, lo hice con la Gendarmería Nacional. En esa oportunidad, los sediciosos, apoyados por algunos legisladores, fueron obligados a retroceder, ante las protestas unánimes del kirchnerismo y también de algunas voces críticas de nuestra propia coalición. En la segunda revuelta fui corrida del escenario y tomó el control la Policía de la Ciudad, forzada a recibir, impasible, una lluvia de piedras que dejó múltiples heridos entre sus filas. El peronismo había conseguido otra vez resquebrajar a un gobierno previamente convencido del concepto errado de evitar el costo político.


    La represión legítima a un grupo de violentos que atacan el Congreso en plena sesión no es un costo político. Costo político es mantener a la mitad de la población en la miseria, sin tomar las medidas necesarias para curar de una buena vez la economía y despojarla de los privilegios que tienen los partidos en alianza con cierto grupo de empresarios.


    Cuando uno decide gobernar, no puede tener miedo al costo político. Hoy, veinte personas determinan la suerte de decenas de miles de ciudadanos cuando cortan la avenida 9 de Julio. ¿Cuál es el costo político? ¿Desalojar la vía pública o permitir que miles de empleados, obreros, comerciantes, empresarios y profesionales que pagan impuestos y trabajan ocho o diez horas tengan que alterar una y otra vez su agenda, todos los días? El sector que pretenda mantener el statu quo dirá, para sí mismo, que es mejor permitir que corten la calle, porque los ciudadanos perjudicados, como son civilizados, no traerán problemas al gobierno, mientras que la aplicación de la ley puede terminar con heridos o hasta con algún muerto. El cumplimiento de la ley pasa así a convertirse en algo optativo a causa de un cálculo egoísta del gobernante, que prefiere seguir manejando su administración sin “hacer olas”. Llevamos más de veinte años soportando esta lógica pervertida. Mientras esto ocurre, cada día el valor de la ley se desgasta un poco más. Y, cuando la ley pierde valor, caemos en la anomia social y en el riesgo de que una gran mayoría considere que nada hay para hacer y no vale la pena luchar. Es precisamente lo que los partidos políticos quieren y, por ese mismo motivo, es aquello con lo que hay que terminar.


    Los ejemplos de la vía pública son los más gráficos porque resultan muy visibles, pero lo que hay que hacer con el orden en las calles es aplicable a las medidas económicas. Nadie debe armar un piquete económico contra un gobierno legítimo que respeta la Constitución. No se puede consentir que la suerte de millones de argentinos esté atada a un grupo de privilegiados y, para impedirlo, están la ley y la determinación del gobernante.


    Existe una apropiación del Estado por parte de los partidos y a ese esquema debe oponerse una voluntad firme, sin retrocesos. Cuando uno baja impuestos, desregula, desarma los “quioscos” y los “peajes”, limpia de parásitos los organismos de control, sanciona leyes laborales razonables y promueve reformas que cierran el camino de retorno a los matones de la política, entonces sí está produciendo un verdadero cambio.


    Como consuelo para quienes tienen miedo, es necesario saber que, una vez que las primeras reformas se encaminan y se ven los resultados, el sistema perverso se va debilitando y, por tanto, día a día tiene menos capacidad de reacción. Para eso hay que salir del propio círculo, abandonar las relaciones incestuosas de la política que terminan en la ceguera frente a la realidad y en el destierro de quienes caen en la trampa.


    En las etapas que se avecinan, una vez más, el coraje no es una cualidad de la ejecución de un programa, es el núcleo mismo de su existencia y validez.
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“¿Qué medidas tomaría usted en su primer día de
gobierno?” La pregunta, un clásico del periodismo a
aspirantes a la presidencia, puede parecer trillada; sin
embargo, el modo en que un candidato la contesta
dice mucho sobre la forma en que ejercerá su mandato
si gana las elecciones.


Este libro, que despliega la respuesta detallada
de Patricia Bullrich a esa pregunta, asume que las
primeras medidas de un presidente marcan el ADN de
lo que será su gestión porque son las que se toman
en un momento clave: cuando tiene más fuerza y el
entusiasmo ciudadano está en su pico más alto. Se
trata de la oportunidad de impulsar los cambios más
grandes, tomar las decisiones más importantes y, por
qué no, enfrentar con coraje a quienes necesariamente
perderán privilegios.


Después de Guerra sin cuartel, en el que dio cuenta de
su trabajo como ministra de Seguridad de la Nación,
Patricia Bullrich explica lo que debe hacer rápida y
decididamente para cambiar de verdad a la Argentina
el gobierno que asuma el 10 de diciembre de 2023.
Más aún, en sus primeras 24 horas en el poder:
de un día para otro.
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